
INICIATIVAS Y PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO 

Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados,
por la que informa el turno que le corresponde a las iniciativas con proyecto de de-
creto y a las proposiciones con punto de acuerdo registradas en el orden del día del
martes 27 de septiembre de 2016, de conformidad con los artículos 100, numeral
1, y 102, numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados. . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVAS 

LEY ORGÁNICA DE LOS TRIBUNALES AGRARIOS

Del diputado José Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 72
y 137 de la Ley Agraria y 3o. de la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios. Se
remite a la Comisión del Distrito Federal, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE CAPITALIZACIÓN DEL PROCAMPO, LEY DE DESARROLLO
SUSTENTABLE DE LA CAÑA DE AZÚCAR, LEY DE PROMOCIÓN Y
DESARROLLO DE LOS BIOENERGÉTICOS Y LEY FEDERAL DE PRO-
DUCCIÓN, CERTIFICACIÓN Y COMERCIO DE SEMILLAS

Del diputado José Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas dispo-

17

24

Director General de
Crónica y Gaceta Parlamentaria

Gilberto Becerril Olivares

Presidente

Diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar

Director del
Diario de los Debates

Luis Alfredo Mora Villagómez

Diario de los Debates
ÓRGANO OFICIAL DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DEL CONGRESO DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Primer Periodo de Sesiones Ordinarias del Segundo Año de Ejercicio

Año  II Ciudad de México, martes 27 de septiembre de 2016 Sesión  9  Apéndice

S U M A R I O



Año II, Primer Periodo, 27 de septiembre de 2016 / Apéndice  I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados2

siciones de la Ley de Capitalización del Procampo, de la Ley de Desarrollo Sus-
tentable de la Caña de Azúcar, de la Ley de Promoción y Desarrollo de los Bioe-
nergéticos y de la Ley Federal de Producción, Certificación y Comercio de Semi-
llas. Se turna a la Comisión del Distrito Federal, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE LA POLICÍA FEDERAL, LEY FEDERAL DE SEGURIDAD PRIVADA,
LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA Y
LEY GENERAL PARA LA PREVENCIÓN SOCIAL DE LA VIOLENCIA Y LA
DELINCUENCIA

Del diputado José Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley de la Policía Federal, de la Ley Federal de Seguri-
dad Privada, de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública y de la
Ley General para la Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia. Se re-
mite a la Comisión del Distrito Federal, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE VIVIENDA Y LEY DEL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE
LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES

Del diputado José Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 18
de la Ley de Vivienda y 42 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vi-
vienda para los Trabajadores. Se turna a la Comisión del Distrito Federal, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE SANIDAD ANIMAL

Del diputado José Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas dispo-
siciones de la Ley Federal de Sanidad Animal. Se remite a la Comisión del Dis-
trito Federal, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN

Del diputado José Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas dispo-
siciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión. Se turna a la
Comisión del Distrito Federal, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE CAMBIO CLIMÁTICO

Del diputado José Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 5o.,
12 y 91 de la Ley General de Cambio Climático. Se remite a la Comisión del Dis-
trito Federal, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DE PESCA Y ACUACULTURA SUSTENTABLES

Del diputado José Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas dispo-
siciones de la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables. Se turna a la Co-
misión del Distrito Federal, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE PROTECCIÓN CIVIL

Del diputado José Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas dispo-
siciones de la Ley General de Protección Civil. Se remite a la Comisión del Dis-
trito Federal, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD, LEY DE ASISTENCIA SOCIAL Y LEY DE LOS
INSTITUTOS NACIONALES DE SALUD

Del diputado José Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas dispo-
siciones de la Ley General de Salud, de la Ley de Asistencia Social y de la Ley de
los Institutos Nacionales de Salud. Se turna a la Comisión del Distrito Federal, pa-
ra dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN
PÚBLICA Y LEY FEDERAL ANTICORRUPCIÓN EN CONTRATACIONES
PÚBLICAS

Del diputado José Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas dispo-
siciones de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y
de la Ley Federal Anticorrupción en Contrataciones Públicas. Se remite a la Co-
misión del Distrito Federal, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Del diputado Juan Pablo Piña Kurczyn, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, a nombre propio y de diversos integrantes de la Comisión de For-
talecimiento al Federalismo, iniciativa con proyecto de decreto que adiciona los
artículos 26, 115 y 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . 

LEY DE COORDINACIÓN FISCAL

Del diputado Juan Pablo Piña Kurczyn, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, a nombre propio y de diversos integrantes de la Comisión de For-
talecimiento al Federalismo, iniciativa con proyecto de decreto que reforma los ar-
tículos 2o. y 6o. de la Ley de Coordinación Fiscal. Se remite a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

Del diputado José Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los ar-
tículos 3o. y 145 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable. Se turna a la Comi-
sión del Distrito Federal, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

De la diputada Maricela Contreras Julián, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, iniciativa con proyecto de decreto que reforma el ar-
tículo 115 de la Ley General de Salud. Se remite a la Comisión de Salud, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL SEGURO SOCIAL Y LEY DEL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL
PARA EL CONSUMO DE LOS TRABAJADORES

Del diputado José Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 254
de la Ley del Seguro Social y 3o. de la Ley del Instituto del Fondo Nacional para
el Consumo de los Trabajadores. Se turna a la Comisión del Distrito Federal, pa-
ra dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO Y LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES
AL SERVICIO DEL ESTADO, REGLAMENTARIA DEL APARTADO B) DEL
ARTÍCULO 123 CONSTITUCIONAL

Del diputado José Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, y de la Ley Federal de los Tra-
bajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B) del Artículo 123
Constitucional. Se remite a la Comisión del Distrito Federal, para dictamen.. . . . 

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL Y LEY FEDERAL DE RESPON-
SABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS

De la diputada María del Rosario Rodríguez Rubio, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma el ar-
tículo 27 de la Ley General de Desarrollo Social y el artículo 8o. de la Ley Fede-
ral de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos. Se turna a
las Comisiones Unidas de Desarrollo Social y de Transparencia y Anticorrupción,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

De la diputada Lucia Virginia Meza Guzmán, del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática, iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 58 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. Se
remite a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para dictamen. . . . . . . . . 
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LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

Del diputado David Jiménez Rumbo, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona el artículo 107 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacen-
daria. Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para dictamen.. . 

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

Del diputado Candelario Pérez Alvarado, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un ar-
tículo 22 a la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. Se re-
mite a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para dictamen. . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Del diputado Timoteo Villa Ramírez, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artícu-
lo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la
Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO CIVIL FEDERAL

Del diputado Alfredo Javier Rodríguez Dávila, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo
1915 del Código Civil Federal. Se remite a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY AGRARIA Y LEY ORGÁNICA DE LA FINANCIERA NACIONAL DE
DESARROLLO AGROPECUARIO, RURAL, FORESTAL Y PESQUERO

Del diputado Ramón Bañales Arambula, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma los ar-
tículos 6o. de la Ley Agraria y 2o. de la Ley Orgánica de la Financiera Nacional
de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero. Se turna a las Comisio-
nes Unidas de Reforma Agraria y de Hacienda y Crédito Público, para dictamen.

LEY AGRARIA Y LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

Del diputado Ramón Bañales Arambula, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma los ar-
tículos 17 de la Ley Agraria y 154 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable. Se
remite a las Comisiones Unidas de Reforma Agraria y de Desarrollo Rural, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

Del diputado Ramón Bañales Arambula, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma el ar-
tículo 162 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable. Se turna a la Comisión de
Desarrollo Rural, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS

Del diputado Juan Fernando Rubio Quiroz, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona el artículo 5o. de la Ley del Impuesto Especial Sobre Producción y Ser-
vicios. Se remite a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . 

APÉNDICE II

LEY GENERAL DE SALUD

De la diputada Ivonne Aracelly Ortega Pacheco, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Salud. Se turna a la Comi-
sión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

De la diputada Ivonne Aracelly Ortega Pacheco, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona los artículos 6o., 27, 61, 70 Bis, 70 Ter y 70 Quáter de la Ley General
de Salud. Se remite a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

Del diputado José Santiago López, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática, iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo
93 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. Se turna a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA Y DEL CÓDIGO FISCAL DE LA
FEDERACIÓN

Del diputado Francisco Martínez Neri, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de la Ley del Impuesto sobre la Renta y del Código
Fiscal de la Federación. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, pa-
ra dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN Y LEY FEDERAL DE PROCEDI-
MIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

Del diputado Francisco Martínez Neri, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un ar-
tículo 130 Bis al Código Fiscal de la Federación y un artículo 19 Bis a la Ley Fe-
deral de Procedimiento Contencioso Administrativo. Se remite a las Comisiones
Unidas de Hacienda y Crédito Público y de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . 
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PROPOSICIONES 

APOYO AL SECTOR EMPRESARIAL Y DEL COMERCIO FORMAL EN EL
ESTADO CHIAPAS QUE HAN RESULTADO AFECTADOS POR EL MOVI-
MIENTO MAGISTERIAL

De la diputada Janette Ovando Reazola, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, proposición con punto de acuerdo, relativo a la instrumentación de
los mecanismos de apoyo al sector empresarial y del comercio formal en el esta-
do Chiapas que han resultado afectados por el movimiento magisterial, consisten-
tes en el diferimiento de cuotas patronales al IMSS e Infonavit. Se turna a la Co-
misión de Seguridad Social, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROTEJAN LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES DE MEGACABLE,
DERIVADO DE LA BAJA CALIDAD EN EL SERVICIO CONTRATADO

De la diputada Blanca Margarita Cuata Domínguez, del Grupo Parlamentario de
Morena, proposición con punto de acuerdo, que exhorta al IFT y a la Profeco, a
que protejan los derechos de los consumidores de Megacable, derivado de la baja
calidad en el servicio contratado. Se remite a la Comisión de Economía, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VIOLACIONES DEL CÓDIGO INTERNACIONAL DE COMERCIALIZA-
CIÓN DE SUCEDÁNEOS DE LECHE MATERNA

De la diputada Claudia Sofía Corichi García, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secretaría de
Salud, a establecer un mecanismo de constante monitoreo y de denuncia de viola-
ciones ante las autoridades correspondientes, del Código Internacional de Comer-
cialización de Sucedáneos de Leche Materna. Se turna a la Comisión de Salud, pa-
ra dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ENFRENTAR LA SITUACIÓN DE VIOLENCIA E INSEGURIDAD EN BAJA
CALIFORNIA

Del diputado José Alfredo Ferreiro Velazco, del Grupo Parlamentario del Partido
Encuentro Social, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al go-
bierno del estado de Baja California, a que solicite el apoyo del gobierno federal
en materia de seguridad pública, con el objeto de enfrentar la situación de violen-
cia e inseguridad que se ha presentado en la entidad. Se remite a la Comisión de
Seguridad Pública, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

AMPLIAR LA COBERTURA DEL PROGRAMA PROSPERA

De la diputada Norma Xochitl Hernández Colín, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP y a la Se-
desol, a ampliar la cobertura del programa Prospera y a convertirlo en un progra-
ma de verdadera política de desarrollo social que coadyuve en la disminución de
la pobreza. Se turna a la Comisión de Desarrollo Social, para dictamen. . . . . . . . 
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FUNCIONAMIENTO INADECUADO DE LA PLATAFORMA NACIONAL DE
TRANSPARENCIA

De la diputada María Candelaria Ochoa Avalos, del Grupo Parlamentario Movi-
miento Ciudadano y de diversos diputados integrantes de diversos Grupos Parla-
mentarios, proposición con punto de acuerdo, relativo al funcionamiento inade-
cuado de la Plataforma Nacional de Transparencia y las acciones que el INAI está
realizando para normalizar el servicio. Se remite a la Comisión de Transparencia
y Anticorrupción, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TOMA DE PROTESTA DE LEY DE LA REGIDORA ELECTA POR EL
PRINCIPIO DE REPRESENTACIÓN PROPORCIONAL DE MONCLOVA, 
ESTADO DE COAHUILA

De la diputada María Guadalupe Oyervides Valdez, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, relativo a
la toma de protesta de ley de la regidora electa por el principio de representación
proporcional de Monclova, estado de Coahuila. Se turna a la Comisión de Dere-
chos Humanos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

GARANTICE LA SUFICIENCIA FINANCIERA PARA LA IMPLEMENTA-
CIÓN E INSTRUMENTACIÓN EFECTIVA DEL SISTEMA NACIONAL
ANTICORRUPCIÓN

De la diputada Minerva Hernández Ramos, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
SHCP, se garantice la suficiencia financiera para la implementación e instrumen-
tación efectiva del Sistema Nacional Anticorrupción. Se remite a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXTINCIÓN DE POSIBLES PRÁCTICAS MONOPÓLICAS EN EL SERVICIO
DE TAXI

De la diputada Isaura Ivanova Pool Pech, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, relativo al cum-
plimiento de la ley y la extinción de posibles prácticas monopólicas en el servicio
de taxi, particularmente respecto de las concesiones otorgadas por el gobierno de
Quintana Roo, a fin de realizar las adecuaciones normativas pertinentes que gene-
ren condiciones que beneficien a los usuarios de éste servicio. Se turna a la Co-
misión de Economía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONGRESOS DE LOS ESTADOS A ARMONIZAR SU LEGISLACIÓN CON
LA LEY GENERAL PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LOS
DELITOS EN MATERIA DE TRATA DE PERSONAS

De la diputada Sara Paola Galico Félix Díaz y de diversos diputados integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, proposición con
punto de acuerdo, por el que se exhorta a los congresos de los estados a armoni-
zar su legislación con la Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los De-
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litos en Materia de Trata de Personas. Se remite a la Comisión de Igualdad de Gé-
nero, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

GARANTIZAR LA POTABILIDAD DEL AGUA QUE SE DISTRIBUYE PARA
EL CONSUMO HUMANO

De la diputada María Antonia Cárdenas Mariscal, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno munici-
pal de El Higo, Veracruz y a la Conagua, a tomar medidas necesarias para garan-
tizar la potabilidad del agua que se distribuye para el consumo humano en la red
de agua potable, con el propósito de garantizar que ésta tenga la calidad adecuada
para los habitantes de este municipio. Se turna a la Comisión de Recursos Hi-
dráulicos, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RESTRINGIR PERMISOS PUBLICITARIOS QUE FOMENTEN LA LUDOPATÍA
DURANTE LA TRANSMISIÓN DE ENCUENTROS DEPORTIVOS

Del diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
Segob, restringir permisos publicitarios que fomenten la ludopatía durante la
transmisión de encuentros deportivos. Se remite a la Comisión de Gobernación,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

FORTALECER LA CAPACITACIÓN DE SERVIDORES PÚBLICOS Y LOS
PROTOCOLOS DE ACTUACIÓN

De la diputada Angélica Reyes Ávila, del Grupo Parlamentario Nueva Alianza,
proposición con punto de acuerdo, relativo a la instrumentación de acciones enca-
minadas a fortalecer la capacitación de servidores públicos y los protocolos de ac-
tuación, a efecto de subsanar fallas al debido proceso y al buen funcionamiento del
sistema de justicia penal. Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen. . . . . 

INCLUIR EN LOS PROGRAMAS Y PLANES DE ESTUDIO DE TODOS LOS
NIVELES EDUCATIVOS EL TEMA DE MEDIDAS DE PROTECCIÓN 
INTEGRAL CONTRA LA VIOLENCIA DE GÉNERO

Del diputado Gonzalo Guízar Valladares, del Grupo Parlamentario del Partido En-
cuentro Social, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SEP,
a realizar las gestiones necesarias para incluir en los programas y planes de estu-
dio de todos los niveles educativos el tema de medidas de protección integral con-
tra la violencia de género. Se remite a la Comisión del Educación Pública y Ser-
vicios Educativos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

IMPULSEN EL DESARROLLO REGIONAL DEL SURESTE DE MÉXICO, Y
BENEFICIAR A LOS ESTADOS DE YUCATÁN, TABASCO, CAMPECHE Y
QUINTANA ROO

Del diputado Liborio Vidal Aguilar, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al
Ejecutivo federal, a realizar acciones que impulsen el desarrollo regional del su-
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reste de México, y beneficiar a los estados de Yucatán, Tabasco, Campeche y
Quintana Roo, en aras de mejorar la calidad de vida de sus habitantes. Se turna a
la Comisión de Asuntos Frontera Sur-Sureste, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . 

PROMUEVA Y APOYE LA CONSTITUCIÓN DE UN COMITÉ CIUDADANO
EXTERNO QUE DÉ SEGUIMIENTO A LAS VERIFICACIONES DE LAS 
GASOLINERAS A NIVEL NACIONAL

Del diputado J. Apolinar Casillas Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Pro-
feco, para que promueva y apoye la constitución de un comité ciudadano externo
que dé seguimiento a las verificaciones de las gasolineras a nivel nacional. Se re-
mite a la Comisión de Economía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIFUNDIR LA INFORMACIÓN RELATIVA AL CUMPLIMIENTO DE LOS 6
MIL COMPROMISOS DE GOBIERNO DE SU ADMINISTRACIÓN

Del diputado Omar Ortega Álvarez, del Grupo Parlamentario del Partido de la 
Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhor-
ta al gobierno del estado de México, a difundir la información relativa al cumpli-
miento de los 6 mil compromisos de gobierno de su administración, en la que de-
talle fechas de ejecución de los compromisos, monto ejercido, instancia que lo
ejecutó y el impacto para la entidad. Se turna a la Comisión de Gobernación, 
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROMOVER LA CREACIÓN DE COMISIONES DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS
DE TRATA DE PERSONAS

De la diputada Sara Paola Galico Félix Díaz y de diversos diputados integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, proposición con
punto de acuerdo, por el que se exhorta a los congresos de los estados y a la Asam-
blea Legislativa del Distrito Federal, a promover la creación de comisiones de
atención a víctimas de trata de personas. Se remite a la Comisión de Derechos Hu-
manos, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DISCUTAN Y DICTAMINEN LAS INICIATIVAS DE LEY PARA PREVENIR,
INVESTIGAR Y SANCIONAR EL DELITO DE DESAPARICIÓN FORZADA
DE PERSONAS

Del diputado Juan Romero Tenorio, del Grupo Parlamentario de Morena, propo-
sición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Comisión de Justicia de es-
ta Cámara, para que se discutan y dictaminen las iniciativas de ley para prevenir,
investigar y sancionar el Delito de Desaparición Forzada de Personas que han si-
do previamente presentadas. Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen. . 
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IMPLANTAR LAS ACCIONES NECESARIAS PARA DETERMINAR EL
NIVEL DE RIESGO GEOLÓGICO, QUE EXISTE EN EL PUENTE DE SAN
CRISTÓBAL, UBICADO EN TUXTLA GUTIÉRREZ, CHIAPAS

De la diputada María Elena Orantes López, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al ti-
tular de la SCT, implantar las acciones necesarias para determinar el nivel de ries-
go geológico, que existe en el puente de San Cristóbal, ubicado en Tuxtla
Gutiérrez, Chiapas. Se remite a la Comisión de Transportes, para dictamen. . . . . 

EMISIÓN DE UN BILLETE DE LOTERÍA CONMEMORATIVO DEL
PRIMER PATRIMONIO MIXTO DE LA HUMANIDAD EN MÉXICO

De la diputada Adriana del Pilar Ortiz Lanz, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, relativo a la emi-
sión de un billete de lotería conmemorativo del Primer Patrimonio Mixto de la Hu-
manidad en México, que comprende la zona arqueológica de la antigua ciudad ma-
ya y la reserva de la biósfera de los bosques tropicales protegidos en Calakmul,
Campeche. Se turna a la Comisión de Cultura y Cinematografía, para dictamen.. 

EVALUAR LA SITUACIÓN DE LOS CENTROS DE VERIFICACIÓN EN EL
ESTADO DE MORELOS

Del diputado Javier Edmundo Bolaños Aguilar, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Comisión Ambiental de la Megalópolis, a evaluar la situación de los Centros de
Verificación en el estado de Morelos y en su caso determinar su reapertura. Se re-
mite a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. . . 

REALICE LAS ACCIONES CORRESPONDIENTES PARA RECATEGORIZAR A
LA RESERVA FORESTAL NACIONALY REFUGIO DE LA FAUNA SILVESTRE
BAVISPE

De la diputada Cecilia Soto González, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhor-
ta a la Semarnat, para que a través de la Conanp, realice las acciones correspon-
dientes para recategorizar a la reserva forestal nacional y refugio de la fauna sil-
vestre Bavispe, en el estado de Sonora, en la categoría de área natural protegida.
Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen.

SOLUCIONAR LA PROBLEMÁTICA EXISTENTE EN LA BARRANCA AT-
ZOYAPAN

De la diputada Sara Paola Galico Félix Díaz y de diversos diputados integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, proposición con
punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titulares de las demarcaciones Cua-
jimalpa de Morelos, Álvaro Obregón, y al titular del Sistema de Aguas de la Ciu-
dad de México, implantar las acciones necesarias para solucionar la problemática
existente en la barranca Atzoyapan, así como también se exhorta a la reparación
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del pozo de visita, ubicado en el pueblo de San Mateo Tlaltenango. Se remite a la
Comisión del Distrito Federal, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DENUNCIA INTERPUESTA POR LA ORGANIZACIÓN MANOS UNIDAS
POR NUESTROS NIÑOS

De la diputada Araceli Damián González, del Grupo Parlamentario de Morena,
proposición con punto de acuerdo, que exhorta a la PGR, a investigar la denuncia
interpuesta por la Organización Manos Unidas por nuestros niños, el 30 de agos-
to por delitos en contra de la administración de la justicia, en el caso, de la guar-
dería ABC. Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . 

PROLIFERACIÓN DE CRIBAS QUE AFECTAN A LOS RÍOS AMECA Y
MASCOTA EN LOS MUNICIPIOS DE BAHÍA DE BANDERAS EN EL ESTADO
DE NAYARIT Y PUERTO VALLARTA EN EL ESTADO DE JALISCO

Del diputado Moisés Guerra Mota, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Semarnat,
Conagua y Profepa, a resolver la problemática relacionada con la proliferación de
cribas que afectan a los ríos Ameca y Mascota en los municipios de Bahía de Ban-
deras en el estado de Nayarit y Puerto Vallarta en el estado de Jalisco. Se remite a
la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . 

INCORPORAR LA PERSPECTIVA DE GÉNERO EN EL DISEÑO DE SU PRE-
SUPUESTO, EN SU PLAN ESTATAL DE DESARROLLO

De las diputadas Laura Nereida Plascencia Pacheco y Erika Araceli Rodríguez
Hernández, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los gobernadores elec-
tos en el proceso electoral de 2016, a fin de incorporar la perspectiva de género en
el diseño de su presupuesto, en su plan estatal de desarrollo y en la conformación
de su gabinete. Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, para dictamen. . . 

PROGRAMA DE APOYO A NIÑOS TALENTO, QUE SE APLICA EN 
ALGUNOS ESTADOS DEL PAÍS

De las diputadas María Cristina García Bravo y María Luisa Beltrán Reyes, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, proposición con
punto de acuerdo, que exhorta a la SEP, para que el Programa de Apoyo a Niños
Talento, que se aplica en algunos estados del país, se vuelva un programa federal
para todas las escuelas públicas y privadas de educación básica. Se remite a la Co-
misión de Educación Pública y Servicios Educativos, para dictamen. . . . . . . . . . 

ASOCIACIÓN MAYOYE ANGELITOS GUERREROS Y LAS ACCIONES
EMPRENDIDAS PARA EVITAR LOS RIESGOS A LA SALUD QUE 
ENFRENTAN HABITANTES DE LA COMUNIDAD DE LA CALERA

De la diputada Araceli Damián González, del Grupo Parlamentario de Morena,
proposición con punto de acuerdo, relativo a las medidas que se han tomado fren-
te a las denuncias de la Asociación Mayoye Angelitos Guerreros y las acciones
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emprendidas para evitar los riesgos a la salud que enfrentan habitantes de la Co-
munidad de la Calera, ubicada en el municipio de San José Iturbide, Guanajuato y
otros municipios del estado, así como en otros estados por donde pasa el acuífero
Lerma-Chapala. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . 

IMPLEMENTAR LAS ACCIONES NECESARIAS PARA EL CONTROL DEL
VIRUS ZIKA

De la diputada Marbella Toledo Ibarra, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al municipio
de Acapulco de Juárez, Guerrero, a implementar las acciones necesarias para el
control del virus zika, de acuerdo con los vectores establecidos por la OMS. Se re-
mite a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RECONOCIMIENTO AL BAMBÚ COMO UN RECURSO NATURAL ESTRA-
TÉGICO E INCLUYAN A SU CADENA PRODUCTIVA

Del diputado José Luis Orozco Sánchez Aldana y de diversos diputados integran-
tes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, proposición
con punto de acuerdo, por el que se solicita a la Semarnat y a la Sagarpa, realicen
una campaña a nivel nacional de reconocimiento al bambú como un recurso natu-
ral estratégico e incluyan a su cadena productiva como beneficiaria de programas
de apoyo, financiamiento y fomento a su cultivo. Se turna a la Comisión de Agri-
cultura y Sistemas de Riego, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CANCELEN LAS ÓRDENES DE APREHENSIÓN CONTRA VECINOS DE
ESA REGIÓN

De la diputada Araceli Damián González, del Grupo Parlamentario de Morena,
proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno del estado de
Puebla, comunique la resolución de las demandas de agua potable de la comuni-
dad indígena de Huaxcaleca, en ese estado; y para que se cancelen las órdenes de
aprehensión contra vecinos de esa región, acusados injustamente por defender los
recursos naturales de su comunidad. Se remite a la Comisión de Derechos Huma-
nos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INSUFICIENCIA RENAL QUE SE PRESENTAN EN LA COMUNIDAD DE
AGUA CALIENTE, JALISCO

De la diputada Rosa Alba Ramírez Nachis, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los
titulares de la Conagua, SSA, y al gobierno de Jalisco, a implantar las acciones ne-
cesarias para atender los múltiples casos de insuficiencia renal que se presentan en
la comunidad de Agua Caliente, Jalisco, así como también llevar a cabo campañas
preventivas para abatirla. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . 

241

243

245

247

249



Año II, Primer Periodo, 27 de septiembre de 2016 / Apéndice  I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados14

CAMPAÑA A NIVEL NACIONAL SOBRE LOS RIESGOS EN LA SALUD AL
ADQUIRIR MEDICAMENTOS EN LA VÍA PÚBLICA O A TRAVÉS DE LOS
SERVICIOS DE INTERNET

Del diputado José Luis Orozco Sánchez Aldana, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que se
exhorta a la Secretaría de Salud, realice una campaña a nivel nacional sobre los
riesgos en la salud al adquirir medicamentos en la vía pública o a través de los ser-
vicios de internet, intensifique las medidas para erradicar su venta y establezca las
normas para prohibir y, en su caso, sancionar su comercialización por medio de
servicios de internet. Se remite a la Comisión de Salud, para dictamen.. . . . . . . . 

DIFUNDIR LA INFORMACIÓN RELATIVA A LAS APLICACIONES QUE SE
HAN DADO AL EQUIPO ELECTRÓNICO DE ESPIONAJE PEGASUS

De la diputada Araceli Damián González, del Grupo Parlamentario de Morena,
proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la PGR, a difundir la in-
formación relativa a las aplicaciones que se han dado al equipo electrónico de es-
pionaje Pegasus, así como detener el uso de todo programa informático de espio-
naje en los casos en que no exista mandamiento jurídico, por atentar contra la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados internaciona-
les de los que el Estado mexicano es parte y las normas mexicanas que protegen
la vida privada. Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . 

AUDITORÍAS CORRESPONDIENTES AL CONTRATO PARA PRESENTAR
EL ESPECTÁCULO JOYA, EL CONVENIO PARA LA PRODUCCIÓN DEL
ESPECTÁCULO LUZIA

Del diputado Ángel Antonio Hernández de la Piedra, del Grupo Parlamentario de
Morena, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la ASF, para
que inicie las auditorías correspondientes al contrato para presentar el espectácu-
lo Joya, el convenio para la producción del espectáculo Luzia con clave
mtb/drna/025/2014, y el contrato para la construcción del primer parque temático
en Nuevo Vallarta, Nayarit, suscritos por el consejo de Promoción Turística de
México con el Grupo Vidanta y el Cirque du Soleil. Se remite a la Comisión de
Transparencia y Anticorrupción, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIFUNDAN SU POLÍTICA DE EMPLEO EN LA INDUSTRIA PETROLERA
MEXICANA Y LA REINSTALACIÓN DE PERSONAL

De la diputada Rocío Nahle García, del Grupo Parlamentario de Morena, proposi-
ción con punto de acuerdo, por el que se exhorta a Pemex, a la Sener, a la SHCP
y a la STPS, a buscar alternativas para evitar más despidos en la empresa produc-
tiva del estado Petróleos Mexicanos, igualmente se les solicita difundan su políti-
ca de empleo en la industria petrolera mexicana y la reinstalación de personal pro-
fesional, técnico y calificado, recientemente despedido, así como se respete su
derecho a la sindicalización. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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ALTERACIÓN Y MANIPULACIÓN DE LAS INVESTIGACIONES EN EL
CASO DE LOS 43 JÓVENES DE LA NORMAL RURAL DE AYOTZINAPA

De la diputada Araceli Damián González, del Grupo Parlamentario de Morena,
con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo federal, para que en uso
de sus facultades separe del cargo a Tomás Zerón de Lucio, secretario técnico del
Consejo de Seguridad Nacional, por la presunta alteración y manipulación de las
investigaciones en el caso de los 43 jóvenes de la normal rural de Ayotzinapa
desaparecidos durante los ataques del 26 y 27 de septiembre de 2014 en Iguala,
Guerrero. Se remite a la Comisión de Gobernación, para dictamen.. . . . . . . . . . . 

FOSAS CLANDESTINAS ENCONTRADAS EN EL PREDIO COLINAS DE
SANTA FE, EN EL MUNICIPIO DE VERACRUZ

Del diputado Cuitláhuac García Jiménez y de diversos diputados integrantes del
Grupo Parlamentario de Morena, proposición con punto de acuerdo, relativo a las
fosas clandestinas encontradas en el predio Colinas de Santa Fe, en el Municipio
de Veracruz (Puerto). Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . 
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INICIATIVAS Y PROPOSICIONES CON PUNTO DE
ACUERDO

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados, por la que informa el turno que le
corresponde a las iniciativas con proyecto de decreto y a
las proposiciones con punto de acuerdo registradas en el
orden del día del martes 27 de septiembre de 2016, de con-
formidad con los artículos 100, numeral 1, y 102, numeral
3, del Reglamento de la Cámara de Diputados.

Con fundamento en los artículos 100, numeral 1, y 102,
numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se
informa a la honorable Asamblea los turnos dictados a las
iniciativas con proyecto de decreto y a las proposiciones
con punto de acuerdo, registradas en el orden del día del 27
de septiembre de 2016 y que no fueron abordadas.(*) 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de septiembre de 2016.—
Diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar (rúbrica), Presidente.»

«Iniciativas con proyecto de decreto

1. Que reforma los artículos 72 y 137 de la Ley Agraria y
3o. de la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios, a cargo
del diputado José Hernán Cortés Berúmen, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión del Distrito Federal, para dictamen.

2. Que reforma diversas disposiciones de la Ley de Capita-
lización del Procampo, de la Ley de Desarrollo Sustentable
de la Caña de Azúcar, de la Ley de Promoción y Desarro-
llo de los Bioenergéticos y de la Ley Federal de Produc-
ción, Certificación y Comercio de Semillas, a cargo del
diputado José Hernán Cortés Berúmen, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión del Distrito Federal, para dictamen.

3. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
de la Policía Federal, de la Ley Federal de Seguridad Pri-
vada, de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad
Pública y de la Ley General para la Prevención Social de la
Violencia y la Delincuencia, a cargo del diputado José Her-

nán Cortés Berúmen, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. 

Turno: Comisión del Distrito Federal, para dictamen.

4. Que reforma los artículos 18 de la Ley de Vivienda y 42
de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda
para los Trabajadores, a cargo del diputado José Hernán
Cortés Berúmen, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. 

Turno: Comisión del Distrito Federal, para dictamen.

5. Que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal de
Sanidad Animal, a cargo del diputado José Hernán Cortés
Berúmen, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. 

Turno: Comisión del Distrito Federal, para dictamen.

6. Que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal de
Telecomunicaciones y Radiodifusión, a cargo del diputado
José Hernán Cortés Berúmen, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión del Distrito Federal, para dictamen.

7. Que reforma los artículos 5o., 12 y 91 de la Ley General
de Cambio Climático, a cargo del diputado José Hernán
Cortés Berúmen, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. 

Turno: Comisión del Distrito Federal, para dictamen.

8. Que reforma diversas disposiciones de la Ley General de
Pesca y Acuacultura Sustentables, a cargo del diputado Jo-
sé Hernán Cortés Berúmen, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión del Distrito Federal, para dictamen.

9. Que reforma diversas disposiciones de la Ley General de
Protección Civil, a cargo del diputado José Hernán Cortés
Berúmen, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. 

Turno: Comisión del Distrito Federal, para dictamen.

10. Que reforma diversas disposiciones de la Ley General
de Salud, de la Ley de Asistencia Social y de la Ley de los
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Institutos Nacionales de Salud, a cargo del diputado José
Hernán Cortés Berúmen, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. 

Turno: Comisión del Distrito Federal, para dictamen.

11. Que reforma diversas disposiciones de la Ley General
de Transparencia y Acceso a la Información Pública y de la
Ley Federal Anticorrupción en Contrataciones Públicas, a
cargo del diputado José Hernán Cortés Berúmen, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión del Distrito Federal, para dictamen.

12. Que adiciona los artículos 26, 115 y 116 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del diputado Juan Pablo Piña Kurczyn, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional y suscrita por diver-
sos integrantes de la Comisión de Fortalecimiento al Fede-
ralismo. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dicta-
men.

13. Que reforma los artículos 2o. y 6o. de la Ley de Coor-
dinación Fiscal, a cargo del diputado Juan Pablo Piña
Kurczyn, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional y suscrita por diversos integrantes de la Comisión de
Fortalecimiento al Federalismo. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

14. Que reforma y adiciona los artículos 3o. y 145 de la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable, a cargo del diputado
José Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión del Distrito Federal, para dictamen.

15. Que reforma el artículo 115 de la Ley General de Sa-
lud, a cargo de la diputada Maricela Contreras Julián, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

16. Que reforma los artículos 254 de la Ley del Seguro So-
cial y 3o. de la Ley del Instituto del Fondo Nacional para
el Consumo de los Trabajadores, a cargo del diputado José

Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. 

Turno: Comisión del Distrito Federal, para dictamen.

17. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Federal del Trabajo, y de la Ley Federal de los Traba-
jadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado
B) del Artículo 123 Constitucional, a cargo del diputado
José Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión del Distrito Federal, para dictamen.

18. Que reforma el artículo 27 de la Ley General de Desa-
rrollo Social y el artículo 8o. de la Ley Federal de Respon-
sabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, a
cargo de la diputada María del Rosario Rodríguez Rubio,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisiones Unidas de Desarrollo Social y de
Transparencia y Anticorrupción, para dictamen.

19. Que reforma el artículo 58 de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, a cargo de la dipu-
tada Lucia Virginia Meza Guzmán, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para
dictamen.

20. Que reforma y adiciona el artículo 107 de la Ley Fede-
ral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, a cargo
del diputado David Jiménez Rumbo, del Grupo Parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para
dictamen.

21. Que adiciona un artículo 22 a la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, a cargo del diputado
Candelario Pérez Alvarado, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para
dictamen.

22. Que reforma el artículo 134 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Ti-



moteo Villa Ramírez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dicta-
men.

23. Que reforma el artículo 1915 del Código Civil Federal,
a cargo del diputado Alfredo Javier Rodríguez Dávila, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

24. Que reforma los artículos 6o. de la Ley Agraria y 2o. de
la Ley Orgánica de la Financiera Nacional de Desarrollo
Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero, a cargo del
diputado Ramón Bañales Arámbula, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisiones Unidas de Reforma Agraria y de Ha-
cienda y Crédito Público, para dictamen.

25. Que reforma los artículos 17 de la Ley Agraria y 154 de
la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, a cargo del dipu-
tado Ramón Bañales Arámbula, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisiones Unidas de Reforma Agraria y de De-
sarrollo Rural, para dictamen.

26. Que reforma el artículo 162 de la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable, a cargo del diputado Ramón Bañales
Arámbula, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Turno: Comisión de Desarrollo Rural, para dictamen.

27. Que reforma y adiciona el artículo 5o. de la Ley del Im-
puesto Especial Sobre Producción y Servicios, a cargo del
diputado Juan Fernando Rubio Quiroz, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

28. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Salud, a cargo de la diputada Ivonne Ara-
celly Ortega Pacheco, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

29. Que reforma y adiciona los artículos 6o., 27, 61, 70 Bis,
70 Ter y 70 Quáter de la Ley General de Salud, a cargo de
la diputada Ivonne Aracelly Ortega Pacheco, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

30. Que adiciona el artículo 93 de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta, a cargo del diputado José Santiago López, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

31. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley del Impuesto sobre la Renta y del Código Fiscal de la
Federación, a cargo del diputado Francisco Martínez Neri,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

32. Que adiciona un artículo 130 Bis al Código Fiscal de la
Federación y un artículo 19 Bis a la Ley Federal de Proce-
dimiento Contencioso Administrativo, a cargo del diputado
Francisco Martínez Neri, del Grupo Parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Público
y de Justicia, para dictamen.

Proposiciones con punto de acuerdo

1. Con punto de acuerdo, relativo a la instrumentación de
los mecanismos de apoyo al sector empresarial y del co-
mercio formal en el estado Chiapas que han resultado afec-
tados por el movimiento magisterial, consistentes en el di-
ferimiento de cuotas patronales al IMSS e Infonavit, a
cargo de la diputada Janette Ovando Reazola, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Seguridad Social, para dictamen.

2. Con punto de acuerdo, que exhorta al IFT y a la Profe-
co, a que protejan los derechos de los consumidores de Me-
gacable, derivado de la baja calidad en el servicio contra-
tado, a cargo de la diputada Blanca Margarita Cuata
Domínguez, del Grupo Parlamentario de Morena. 
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Turno: Comisión de Economía, para dictamen.

3. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secre-
taría de Salud, a establecer un mecanismo de constante mo-
nitoreo y de denuncia de violaciones ante las autoridades
correspondientes, del Código Internacional de Comerciali-
zación de Sucedáneos de Leche Materna, a cargo de la
diputada Claudia Sofía Corichi García, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

4. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno
del estado de Baja California, a que solicite el apoyo del
gobierno federal en materia de seguridad pública, con el
objeto de enfrentar la situación de violencia e inseguridad
que se ha presentado en la entidad, a cargo del diputado Jo-
sé Alfredo Ferreiro Velazco, del Grupo Parlamentario del
Partido Encuentro Social. 

Turno: Comisión de Seguridad Pública, para dictamen.

5. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP
y a la Sedesol, a ampliar la cobertura del programa Pros-
pera y a convertirlo en un programa de verdadera política
de desarrollo social que coadyuve en la disminución de la
pobreza, a cargo de la diputada Norma Xóchitl Hernández
Colín, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Desarrollo Social, para dictamen.

6. Con punto de acuerdo, relativo al funcionamiento inade-
cuado de la Plataforma Nacional de Transparencia y las ac-
ciones que el INAI está realizando para normalizar el ser-
vicio, suscrito por la diputada María Candelaria Ochoa
Ávalos, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano y
diputados integrantes de diversos Grupos Parlamentarios. 

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

7. Con punto de acuerdo, relativo a la toma de protesta de
ley de la regidora electa por el principio de representación
proporcional de Monclova, estado de Coahuila, a cargo de
la diputada María Guadalupe Oyervides Valdez, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dictamen.

8. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP,
se garantice la suficiencia financiera para la implementa-
ción e instrumentación efectiva del Sistema Nacional Anti-
corrupción, a cargo de la diputada Minerva Hernández Ra-
mos, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

9. Con punto de acuerdo, relativo al cumplimiento de la ley
y la extinción de posibles prácticas monopólicas en el ser-
vicio de taxi, particularmente respecto de las concesiones
otorgadas por el gobierno de Quintana Roo, a fin de reali-
zar las adecuaciones normativas pertinentes que generen
condiciones que beneficien a los usuarios de éste servicio,
a cargo de la diputada Isaura Ivanova Pool Pech, del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca. 

Turno: Comisión de Economía, para dictamen.

10. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los con-
gresos de los estados a armonizar su legislación con la Ley
General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en
Materia de Trata de Personas, suscrito por la diputada Sara
Paola Gálico Félix Díaz y diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México. 

Turno: Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.

11. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobier-
no municipal de El Higo, Veracruz y a la Conagua, a tomar
medidas necesarias para garantizar la potabilidad del agua
que se distribuye para el consumo humano en la red de
agua potable, con el propósito de garantizar que ésta tenga
la calidad adecuada para los habitantes de este municipio,
a cargo de la diputada María Antonia Cárdenas Mariscal,
del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Recursos Hidráulicos, para dictamen.

12. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob,
restringir permisos publicitarios que fomenten la ludopatía
durante la transmisión de encuentros deportivos, a cargo
del diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen.



13. Con punto de acuerdo, relativo a la instrumentación de
acciones encaminadas a fortalecer la capacitación de servi-
dores públicos y los protocolos de actuación, a efecto de
subsanar fallas al debido proceso y al buen funcionamien-
to del sistema de justicia penal, a cargo de la diputada An-
gélica Reyes Ávila, del Grupo Parlamentario Nueva Alian-
za. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

14. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SEP,
a realizar las gestiones necesarias para incluir en los pro-
gramas y planes de estudio de todos los niveles educativos
el tema de medidas de protección integral contra la violen-
cia de género, a cargo del diputado Gonzalo Guízar Valla-
dares, del Grupo Parlamentario del Partido Encuentro So-
cial. 

Turno: Comisión del Educación Pública y Servicios Edu-
cativos, para dictamen.

15. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, a realizar acciones que impulsen el desarrollo
regional del sureste de México, y beneficiar a los estados
de Yucatán, Tabasco, Campeche y Quintana Roo, en aras
de mejorar la calidad de vida de sus habitantes, a cargo del
diputado Liborio Vidal Aguilar, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Asuntos Frontera Sur-Sureste, para
dictamen.

16. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Profe-
co, para que promueva y apoye la constitución de un co-
mité ciudadano externo que dé seguimiento a las verifica-
ciones de las gasolineras a nivel nacional, a cargo del
diputado J. Apolinar Casillas Gutiérrez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Economía, para dictamen.

17. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobier-
no del estado de México, a difundir la información relativa
al cumplimiento de los 6 mil compromisos de gobierno de
su administración, en la que detalle fechas de ejecución de
los compromisos, monto ejercido, instancia que lo ejecutó
y el impacto para la entidad, a cargo del diputado Omar Or-
tega Álvarez, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen.

18. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los con-
gresos de los estados y a la Asamblea Legislativa del Dis-
trito Federal, a promover la creación de comisiones de
atención a víctimas de trata de personas, suscrito por la
diputada Sara Paola Gálico Félix Díaz y diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México. 

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dictamen.

19. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Co-
misión de Justicia de esta Cámara, para que se discutan y
dictaminen las iniciativas de Ley para prevenir, investigar
y sancionar el Delito de Desaparición Forzada de Personas
que han sido previamente presentadas, a cargo del diputado
Juan Romero Tenorio, del Grupo Parlamentario de More-
na. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

20. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular
de la SCT, implantar las acciones necesarias para determi-
nar el nivel de riesgo geológico, que existe en el puente de
San Cristobal, ubicado en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, a car-
go de la diputada María Elena Orantes López, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Transportes, para dictamen.

21. Con punto de acuerdo, relativo a la emisión de un bi-
llete de lotería conmemorativo del Primer Patrimonio Mix-
to de la Humanidad en México, que comprende la zona ar-
queológica de la antigua ciudad maya y la reserva de la
biósfera de los bosques tropicales protegidos en Calakmul,
Campeche, a cargo de la diputada Adriana del Pilar Ortiz
Lanz, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Turno: Comisión de Cultura y Cinematografía, para dicta-
men.

22. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Co-
misión Ambiental de la Megalópolis, a evaluar la situación
de los Centros de Verificación en el Estado de Morelos y en
su caso determinar su reapertura, a cargo del diputado Ja-
vier Edmundo Bolaños Aguilar, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. 
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Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

23. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
marnat, para que a través de la Conanp, realice las acciones
correspondientes para recategorizar a la reserva forestal na-
cional y refugio de la fauna silvestre Bavispe, en el estado
de Sonora, en la categoría de área natural protegida, a car-
go de la diputada Cecilia Soto González, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

24. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titu-
lares de las demarcaciones Cuajimalpa de Morelos, Álvaro
Obregón, y al titular del Sistema de Aguas de la Ciudad de
México, implantar las acciones necesarias para solucionar
la problemática existente en la barranca Atzoyapan, así co-
mo también se exhorta a la reparación del pozo de visita,
ubicado en el pueblo de San Mateo Tlaltenango, suscrito
por la diputada Sara Paola Gálico Félix Díaz y diputados
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México. 

Turno: Comisión del Distrito Federal, para dictamen.

25. Con punto de acuerdo, que exhorta a la PGR, a inves-
tigar la denuncia interpuesta por la Organización Manos
Unidas por nuestros niños, el 30 de agosto por delitos en
contra de la administración de la justicia, en el caso, de la
guardería ABC; a cargo de la diputada Araceli Damián
González, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

26. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
marnat, Conagua y Profepa, a resolver la problemática re-
lacionada con la proliferación de cribas que afectan a los rí-
os Ameca y Mascota en los municipios de Bahia de
Banderas en el estado de Nayarit y Puerto Vallarta en el es-
tado de Jalisco, a cargo del diputado Moises Guerra Mota,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

27. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los go-
bernadores electos en el proceso electoral de 2016, a fin de

incorporar la perspectiva de género en el diseño de su pre-
supuesto, en su plan estatal de desarrollo y en la confor-
mación de su gabinete, suscrito por las diputadas Laura
Nereida Plascencia Pacheco y Erika Araceli Rodríguez
Hernández, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Turno: Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.

28. Con punto de acuerdo, que exhorta a la SEP, para que
el Programa de Apoyo a Niños Talento, que se aplica en al-
gunos estados del país, se vuelva un programa federal para
todas las escuelas públicas y privadas de educación básica,
suscrito por las diputadas María Cristina García Bravo y
María Luisa Beltrán Reyes, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Educación Pública y Servicios Edu-
cativos, para dictamen.

29. Con punto de acuerdo, relativo a las medidas que se
han tomado frente a las denuncias de la Asociación Mayo-
ye Angelitos Guerreros y las acciones emprendidas para
evitar los riesgos a la salud que enfrentan habitantes de la
Comunidad de la Calera, ubicada en el municipio de San
José Iturbide, Guanajuato y otros municipios del estado, así
como en otros estados por donde pasa el acuífero Lerma-
Chapala, a cargo de la diputada Araceli Damián González,
del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

30. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al munici-
pio de Acapulco de Juárez, Guerrero, a implementar las ac-
ciones necesarias para el control del virus zika, de acuerdo
con los vectores establecidos por la OMS, a cargo de la
diputada Marbella Toledo Ibarra, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

31. Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la Se-
marnat y a la Sagarpa, realicen una campaña a nivel nacio-
nal de reconocimiento al bambú como un recurso natural
estratégico e incluyan a su cadena productiva como bene-
ficiaria de programas de apoyo, financiamiento y fomento
a su cultivo, suscrito por el diputado José Luis Orozco Sán-
chez Aldana, y diversos diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 



Turno: Comisión de Agricultura y Sistemas de Riego, pa-
ra dictamen.

32. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobier-
no del estado de Puebla, comunique la resolución de las
demandas de agua potable de la comunidad indígena de
Huaxcaleca, en ese estado; y para que se cancelen las ór-
denes de aprehensión contra vecinos de esa región, acusa-
dos injustamente por defender los recursos naturales de su
comunidad, a cargo de la diputada Araceli Damián Gonzá-
lez, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dictamen.

33. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titu-
lares de la Conagua, SSA, y al gobierno de Jalisco, a im-
plantar las acciones necesarias para atender los múltiples
casos de insuficiencia renal que se presentan en la comuni-
dad de Agua Caliente, Jalisco, así como también llevar a
cabo campañas preventivas para abatirla, a cargo de la
diputada Rosa Alba Ramírez Nachis, del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

34. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
cretaria de Salud, realice una campaña a nivel nacional so-
bre los riesgos en la salud al adquirir medicamentos en la
vía pública o a través de los servicios de internet, intensifi-
que las medidas para erradicar su venta y establezca las
normas para prohibir y, en su caso, sancionar su comercia-
lización por medio de servicios de internet, a cargo del
diputado José Luis Orozco Sánchez Aldana, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

35. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la PGR,
a difundir la información relativa a las aplicaciones que se
han dado al equipo electrónico de espionaje Pegasus, así
como detener el uso de todo programa informático de es-
pionaje en los casos en que no exista mandamiento jurídi-
co, por atentar contra la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, los tratados internacionales de los
que el Estado mexicano es parte y las normas mexicanas
que protegen la vida privada, a cargo de la diputada Arace-
li Damián González, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

36. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la ASF, pa-
ra que inicie las auditorias correspondientes al contrato para
presentar el espectáculo Joya, el convenio para la produc-
ción del espectáculo Luzia con clave mtb/drna/025/2014, y
el contrato para la construcción del primer parque temático
en Nuevo Vallarta, Nayarit, suscritos por el consejo de Pro-
moción Turística de México con el Grupo Vidanta y el Cir-
que du Soleil, a cargo del diputado Angel Antonio Hernán-
dez de la Piedra, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

37. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a Pemex,
a la Sener, a la SHCP y a la STPS, a buscar alternativas pa-
ra evitar más despidos en la empresa productiva del estado
Petróleos Mexicanos, igualmente se les solicita difundan
su política de empleo en la industria petrolera mexicana y
la reinstalación de personal profesional, técnico y califica-
do, recientemente despedido, así como se respete su dere-
cho a la sindicalización, a cargo de la diputada Rocío Nah-
le García, del Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dic-
tamen.

38. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, para que en uso de sus facultades separe del car-
go a Tomás Zerón de Lucio, secretario técnico del Consejo
de Seguridad Nacional, por la presunta alteración y mani-
pulación de las investigaciones en el caso de los 43 jóvenes
de la normal rural de Ayotzinapa desaparecidos durante los
ataques del 26 y 27 de septiembre de 2014 en Iguala, Gue-
rrero, a cargo de la diputada Araceli Damián González, del
Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen.

39. Con punto de acuerdo, relativo a las fosas clandestinas
encontradas en el predio Colinas de Santa Fe, en el Muni-
cipio de Veracruz (Puerto), suscrito por el diputado Cuitlá-
huac García Jiménez y diversos diputados integrantes del
Grupo Parlamentario de Morena. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.»
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INICIATIVAS 

LEY ORGÁNICA DE LOS TRIBUNALES AGRARIOS

«Iniciativa que reforma los artículos 72 y 137 de la Ley
Agraria y 3o. de la Ley Orgánica de los Tribunales Agra-
rios, a cargo del diputado José Hernán Cortés Berumen, del
Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, diputado federal
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, y 78, fracción III, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; 55, fracción II, del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, frac-
ción I; 76, numeral 1, fracción II; 77, numeral 1, y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta a consi-
deración de esta soberanía la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforman diversos artículos
de la Ley Agraria y de la Ley Orgánica de los Tribunales
Agrarios, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
Federación1, la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo capital de
los Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes de la
Unión, pero con cambios fundamentales en su naturaleza.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con
autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y
su organización política administrativa, habiendo la posibi-
lidad de darse su propia constitución política, con una for-
ma de gobierno republicano, representativo, democrático y
laico, que tendrá mayor autonomía con los Poderes federa-
les, por ejemplo, en relación a la designación y remoción
de sus funcionarios.

El artículo décimo cuarto transitorio señala que a partir de
la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento jurídico
al Distrito Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad
de México.

Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,

político y social de relevancia, pero como elemento esen-
cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.

Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado, ge-
nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar
el lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la
seguridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier es-
tado de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro
sistema, tiene una ratio fundamental para el estado de de-
recho, pues busca que el gobernado tenga plena certeza de
los actos de autoridad y de las reglas con que debe condu-
cirse en relación a los demás. Es pues, un principio que fra-
gua, delimita, o perfecciona a otros de su misma especie o
rango constitucional, pero que por su categoría, goza de su-
premacía, pues ninguno de ellos podría gozar de autonomía
si finalmente su origen no se supedita al estado de derecho.

El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación del
derecho; la realidad de la experiencia de la palabra, es un
hecho sine qua non de la existencia jurídica. Diversos au-
tores han puesto de manifiesto este carácter lingüístico y
dialogante del derecho, haciéndolo incluso depender del
lenguaje; de manera que las prescripciones -escribe von
Wright- presuponen el uso del lenguaje en la formulación
de las normas, y en coincidencia con Kalinowski, es evi-
dente que todo término jurídico es o se manifiesta a través
de una expresión lingüística.2

Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a
los gobernados, el realizar el cambio legislativo material,
cierra el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio
de posibles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea
de buena o mala fe, y contribuye al cambio cultural que im-
plican.

Es pues la intención de esta propuesta, agilizar la homolo-
gación de nuestro marco jurídico vigente a la terminología
derivada de la reciente reforma, sustituyendo en cada cuer-
po normativo federal los términos superados, por los de re-
ciente acuño.

Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de



otras instancias, y en tanto estas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
Distrito Federal, deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite
legislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los
salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal, estos de-
berán permanecer en tanto se expide la legislación deriva-
da de la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el
Diario Oficial de la Federación, mediante la cual se crea la
Unidad de Medida y Actualización a efecto de desvincular
al salario mínimo del pago de diversas obligaciones.

Para facilitar el proceso legislativo interno de la Cámara, se
agruparon las leyes de acuerdo con su más probable turno
a Comisiones, permitiendo un proceso de dictamen senci-
llo y célere.

En términos generales los turnos de la Mesa Directiva a las
reformas de las siguientes leyes: Ley Agraria y Ley Orgá-
nica de los Tribunales Agrarios, se han dado a la Comisión
de la Reforma Agraria, por tanto se agrupan en esta inicia-
tiva, para los procesos legislativos a que haya lugar.

Por las consideraciones expuestas, es que se somete a la
consideración de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman la Ley Agraria y la Ley
Orgánica de los Tribunales Agrarios

Artículo Primero. Se reforman los artículos 72 párrafo
segundo y 137 de la Ley Agraria, para quedar como sigue:

Artículo 72. …

La puesta en marcha y los costos de operación de la unidad
serán cubiertos por sus integrantes, quienes podrán recurrir
a los programas de financiamiento y asesoría de la Federa-
ción, estados, Ciudad de México y municipios.

Artículo 137. La Procuraduría tendrá su domicilio en la
Ciudad de México, y establecerá delegaciones en todas las
entidades federativas, así como oficinas en todos aquellos
lugares que estime necesario.

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 3 de la Ley Or-
gánica de los Tribunales Agrarios, para quedar como sigue:

Artículo 3o. …

El Tribunal Superior tendrá su sede en la Ciudad de Méxi-
co.

…

…

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5424043&fecha=29/01/
2016 Consultado el 27 de abril de 2016.

2 Platas Pacheco María del Carmen, “Elementos para una aproxima-
ción hermenéutica del lenguaje jurídico.” Revista Razonamiento Judi-

cial, número 7, septiembre de 2007.

Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, Ciudad de México, a
27 de septiembre de 2016.— Diputado José Hernán Cortés Berumen
(rúbrica).»

Se remite a la Comisión del Distrito Federal, para dic-
tamen.

LEY DE CAPITALIZACIÓN DEL PROCAMPO, LEY
DE DESARROLLO SUSTENTABLE DE LA CAÑA DE
AZÚCAR, LEY DE PROMOCIÓN Y DESARROLLO 
DE LOS BIOENERGÉTICOS Y LEY FEDERAL DE 
PRODUCCIÓN, CERTIFICACIÓN Y COMERCIO 
DE SEMILLAS

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de las leyes
de Capitalización del Procampo; de Desarrollo Sustentable
de la Caña de Azúcar; de Promoción y Desarrollo de los
Bioenergéticos; y Federal de Producción, Certificación y
Comercio de Semillas, a cargo del diputado José Hernán
Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, diputado federal
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
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71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral
1, fracción II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presento a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman la Ley de Capitalización del Procampo; la
Ley de Desarrollo Sustentable de la Caña de Azúcar; la Ley
de Promoción y Desarrollo de los Bioenergéticos, y la Ley
Federal de Producción, Certificación y Comercio de Semi-
llas, conforme a la siguiente,

Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
Federación,1 la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo Capital
de los Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes de
la Unión, pero con cambios fundamentales en su naturale-
za.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con
autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y
su organización política administrativa, habiendo la posibi-
lidad de darse su propia constitución política, con una for-
ma de gobierno republicano, representativo, democrático y
laico, que tendrá mayor autonomía con los Poderes federa-
les, por ejemplo, en relación a la designación y remoción
de sus funcionarios.

El artículo décimo cuarto transitorio señala que a partir de
la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento jurídico
al Distrito Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad
de México.

Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,
político y social de relevancia, pero como elemento esen-
cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.

Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado, ge-
nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar
el lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la

seguridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier es-
tado de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro
sistema, tiene una ratio fundamental para el estado de de-
recho, pues busca que el gobernado tenga plena certeza de
los actos de autoridad y de las reglas con que debe condu-
cirse en relación a los demás. Es pues, un principio que fra-
gua, delimita, o perfecciona a otros de su misma especie o
rango constitucional, pero que por su categoría, goza de su-
premacía, pues ninguno de ellos podría gozar de autonomía
si finalmente su origen no se supedita al estado de derecho.

El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación del
derecho; la realidad de la experiencia de la palabra, es un
hecho sine qua non de la existencia jurídica. Diversos au-
tores han puesto de manifiesto este carácter lingüístico y
dialogante del derecho, haciéndolo incluso depender del
lenguaje; de manera que las prescripciones -escribe von
Wright- presuponen el uso del lenguaje en la formulación
de las normas, y en coincidencia con Kalinowski, es evi-
dente que todo término jurídico es o se manifiesta a través
de una expresión lingüística.2

Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a
los gobernados, el realizar el cambio legislativo material,
cierra el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio
de posibles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea
de buena o mala fe, y contribuye al cambio cultural que im-
plican.

Es pues la intención de esta propuesta, agilizar la homolo-
gación de nuestro marco jurídico vigente a la terminología
derivada de la reciente reforma, sustituyendo en cada cuer-
po normativo federal los términos superados, por los de re-
ciente acuño.

Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de
otras instancias, y en tanto estas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
Distrito Federal, deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite
legislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los
salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal, estos de-
berán permanecer en tanto se expide la legislación deriva-
da de la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el
Diario Oficial de la Federación, mediante la cual se crea la
Unidad de Medida y Actualización a efecto de desvincular
al salario mínimo del pago de diversas obligaciones.



Para facilitar el proceso legislativo interno de la Cámara, se
agruparon las leyes de acuerdo con su más probable turno
a Comisiones, permitiendo un proceso de dictamen senci-
llo y célere.

En términos generales los turnos de la Mesa directiva a las
reformas de las siguientes leyes: Ley de Capitalización del
Procampo; la Ley de Desarrollo Sustentable de la Caña de
Azúcar; Ley de Promoción y Desarrollo de los Bioenergé-
ticos, y Ley Federal De Producción, Certificación y Co-
mercio de Semillas, se ha dado a la Comisión de Agricul-
tura y Sistemas de Riego, por tanto se agrupan en esta
iniciativa, para los procesos legislativos a que haya lugar.

Por las consideraciones expuestas, es que se somete a la
consideración de esta asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Ley de Capitalización del Procampo; la Ley de Desa-
rrollo Sustentable de la Caña de Azúcar; la Ley de Pro-
moción y Desarrollo de los Bioenergéticos, y la Ley Fe-
deral de Producción, Certificación y Comercio de
Semillas

Artículo Primero. Se reforma el primer párrafo del artícu-
lo 4 de la Ley de Capitalización del Procampo, para quedar
como sigue:

Artículo 4. La Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desa-
rrollo Rural, Pesca y Alimentación, en adelante “La Secre-
taría”, será responsable de aplicar las disposiciones del pre-
sente ordenamiento, para lo cual establecerá los convenios
de coordinación necesarios con otras dependencias y enti-
dades de la administración pública federal, los gobiernos
de los estados, de la Ciudad de México y municipales.

…

Artículo Segundo. Se reforman los artículos 7, primer pá-
rrafo; 8; 9; 130 y 145 de la Ley de Desarrollo Sustentable
de la Caña de Azúcar, para quedar como sigue:

Artículo 7. La Secretaría, en coordinación con las depen-
dencias y entidades competentes de los gobiernos federal,
estatales y de la Cuidad de México, así como de los mu-
nicipios, en el ámbito de sus atribuciones realizará lo si-
guiente:

I. a XVIII. …

Artículo 8. La Secretaría, en coordinación con el Comité
Nacional, deberá formular el Programa Nacional de la
Agroindustria de la Caña de Azúcar con carácter especial,
que será presentado para su aprobación al titular del Ejecu-
tivo federal, el que deberá considerar como mínimo, el ba-
lance azucarero y el balance general de edulcorantes, las
políticas de financiamiento de inversión para el campo ca-
ñero y fábrica, las políticas comerciales, los estímulos fis-
cales y apoyos gubernamentales, la competitividad en cos-
tos y precios, el desarrollo y aplicación de nuevas
tecnologías, los tratados comerciales celebrados con otros
países y el comportamiento del mercado nacional e inter-
nacional, con el objeto de establecer, para el corto y el me-
diano plazos, los objetivos, metas, estrategias, líneas de ac-
ción, asignación de recursos, responsabilidades,
instrumentos de evaluación, y mecanismos de colaboración
y coordinación interinstitucional con los gobiernos federal,
estatales, de la Ciudad de México y municipales, para
propiciar el ordenamiento, fortalecimiento y transparencia
en las actividades de la agroindustria de la caña de azúcar.

Artículo. 9. En términos de lo dispuesto en el artículo 14
de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, se consti-
tuye el Comité Nacional para el Desarrollo Sustentable de
la Caña de Azúcar como un organismo público descentra-
lizado, dependiente de la administración pública federal,
cuyo objeto será la coordinación y la realización de todas
las actividades previstas en esta ley relacionadas con la
agroindustria de la caña de azúcar; su domicilio legal será
la Ciudad de México.

Artículo 130. La Junta Permanente tendrá su domicilio en
la Ciudad de México.

Artículo 145. Las partes deberán señalar en su escrito de
demanda o de contestación domicilio ubicado en la Ciudad
de México, a efecto de que se les notifiquen los acuerdos y
laudos Dictados por la Junta Permanente, de no hacerlo, las
notificaciones se les harán por lista.

Artículo Tercero. Se reforman los artículos 1 fracción V;
7; 17 tercer párrafo, y 18 primer párrafo, de la Ley de Pro-
moción y Desarrollo de los Bioenergéticos, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 1. …

I. a IV. …
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V. Coordinar acciones entre los gobiernos federal, esta-
tales, de la Ciudad de México y municipales, así como
la concurrencia con los sectores social y privado, para el
desarrollo de los Bioenergéticos.

Artículo 7. En el marco previsto en la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, el Ejecutivo federal,
en coordinación con los gobiernos de las entidades federa-
tivas, la Ciudad de México y de los Municipios, impulsa-
rá las políticas, programas y demás acciones que considere
necesarios para el cumplimiento de esta ley.

Para tal efecto, el Ejecutivo federal, a través de sus depen-
dencias y entidades, podrá suscribir convenios de coordi-
nación con los gobiernos de las entidades federativas, Ciu-
dad de México y de los municipios, con el objeto de
establecer las bases de participación, en el ámbito de sus
competencias, para instrumentar las acciones necesarias
para el cumplimiento de esta Ley.

Artículo 17. …

…

Para diversificar las fuentes de energía, el gobierno federal
incentivará a la producción de Bioenergéticos a partir de
insumos; atendiendo a lo establecido en el artículo 1 frac-
ción I y artículo 11 fracción VIII de esta Ley. Asimismo el
Ejecutivo federal promoverá la coordinación de acciones
con los gobiernos estatales, la Ciudad de México y muni-
cipales para los mismos efectos.

Articulo 18 Para impulsar, desarrollar e incentivar la pro-
ducción de los bioenergéticos, las secretarías y los gobier-
nos de las entidades federativas y la Cuidad de México en
el ámbito de sus respectivas competencias promoverán la
creación de infraestructura para la producción de bioener-
géticos.

…

Artículo Cuarto. Se reforma la fracción I del artículo 13
de la Ley Federal de Producción, Certificación y Comercio
y de Semillas, para quedar como sigue:

Artículo 13. …

I. Las aportaciones que efectúen los gobiernos federal,
estatales, de la Cuidad de México y municipales;

II. a V. …

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5424043&fecha=29/
01/2016

Consultado el 27 de abril de 2016.

2 Platas Pacheco María del Carmen, “Elementos para una aproxima-
ción hermenéutica del lenguaje jurídico.” Revista Razonamiento Judi-
cial, número 7, septiembre de 2007.

Palacio Legislativo de San Lázaro. Ciudad de México, a 27 de sep-
tiembre de 2016.— Diputado José Hernán Cortés Berumen (rúbrica).»

Se turna a la Comisión del Distrito Federal, para dicta-
men.

LEY DE LA POLICÍA FEDERAL, LEY FEDERAL DE
SEGURIDAD PRIVADA, LEY GENERAL DEL SISTEMA
NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA Y LEY
GENERAL PARA LA PREVENCIÓN SOCIAL DE LA
VIOLENCIA Y LA DELINCUENCIA

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes de la Policía Federal, Federal de Seguridad
Privada, General del Sistema Nacional de Seguridad Públi-
ca, y General para la Prevención Social de la Violencia y la
Delincuencia, a cargo del diputado José Hernán Cortés Be-
rumen, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, diputado inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral 1,
fracción II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presenta a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el



que se reforman diversos artículos de la Ley de la Policía
Federal, Ley Federal de Seguridad Privada, Ley General
del Sistema Nacional de Seguridad Pública y la Ley Gene-
ral para la Prevención Social de la Violencia y la Delin-
cuencia, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
Federación1, la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo capital de
los Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes de la
Unión, pero con cambios fundamentales en su naturaleza.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con
autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y
su organización política administrativa, habiendo la posibi-
lidad de darse su propia constitución política, con una for-
ma de gobierno republicano, representativo, democrático y
laico, que tendrá mayor autonomía con los Poderes federa-
les, por ejemplo, en relación a la designación y remoción
de sus funcionarios.

El artículo décimo cuarto transitorio señala que a partir de
la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento jurídico
al Distrito Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad
de México.

Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,
político y social de relevancia, pero como elemento esen-
cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.

Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado, ge-
nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar
el lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la
seguridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier es-
tado de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro
sistema, tiene una ratio fundamental para el estado de de-
recho, pues busca que el gobernado tenga plena certeza de
los actos de autoridad y de las reglas con que debe condu-

cirse en relación a los demás. Es pues, un principio que fra-
gua, delimita, o perfecciona a otros de su misma especie o
rango constitucional, pero que por su categoría, goza de su-
premacía, pues ninguno de ellos podría gozar de autonomía
si finalmente su origen no se supedita al estado de derecho.

“El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación
del derecho; la realidad de la experiencia de la palabra, es
un hecho sine qua non de la existencia jurídica. Diversos
autores han puesto de manifiesto este carácter lingüístico y
dialogante del derecho, haciéndolo incluso depender del
lenguaje; de manera que las prescripciones -escribe von
Wright- presuponen el uso del lenguaje en la formulación
de las normas, y en coincidencia con Kalinowski, es evi-
dente que todo término jurídico es o se manifiesta a través
de una expresión lingüística”2.

Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a
los gobernados, el realizar el cambio legislativo material,
cierra el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio
de posibles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea
de buena o mala fe, y contribuye al cambio cultural que im-
plican.

Es pues la intención de esta propuesta, agilizar la homolo-
gación de nuestro marco jurídico vigente a la terminología
derivada de la reciente reforma, sustituyendo en cada cuer-
po normativo federal los términos superados, por los de re-
ciente acuño.

Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de
otras instancias, y en tanto éstas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
Distrito Federal, deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite
legislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los
salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal, estos de-
berán permanecer en tanto se expide la legislación deriva-
da de la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el
Diario Oficial de la Federación, mediante la cual se crea la
Unidad de Medida y Actualización a efecto de desvincular
al salario mínimo del pago de diversas obligaciones.

Para facilitar el proceso legislativo interno de la Cámara, se
agruparon las leyes de acuerdo con su más probable turno
a comisiones, permitiendo un proceso de dictamen sencillo
y célere.
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En términos generales los turnos de la Mesa Directiva a las
reformas de las siguientes leyes: Ley de la Policía Federal,
Ley Federal de Seguridad Privada, Ley General del Siste-
ma Nacional de Seguridad Pública y la Ley General para la
Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia, se han
dado a la Comisión de Seguridad Pública, por tanto se
agrupan en esta iniciativa, para los procesos legislativos a
que haya lugar.

Por las consideraciones expuestas, es que se somete a la
consideración de esta asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Ley de la Policía Federal, Ley Federal de Seguridad
Privada, Ley General del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública y La Ley General para la Prevención So-
cial de la Violencia y la Delincuencia

Artículo Primero. Se reforman los artículos 10, fracción
XVI y 43, fracción II, de la Ley de la Policía Federal, para
quedar como sigue:

Artículo 10. …

I. a XV. …

XVI. Establecer la coordinación con autoridades fede-
rales, estatales, del gobierno de la Ciudad de México y
municipales en el ámbito de su competencia;

XVII. a XX. …

Artículo 43. …

I. …

II. Las policías de la Ciudad de México, de los estados
y de los municipios, en los términos que señala la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública;

III. a V. …

Artículo Segundo. Se reforman los siguientes artículos: 2,
fracción XIII; 3, fracción VII; 7 párrafo primero; 9, y 32
fracción VII de la Ley Federal de Seguridad Privada, para
quedar como sigue:

Artículo 2. …

I. a XII. … 

XIII. Entidades Federativas.- Los Estados y la Ciudad
de México.

XIV. a XVII. … 

Artículo 3. …

I. a VI. …

VII. Procurar políticas, lineamientos y acciones, me-
diante la suscripción de convenios con las autoridades
competentes de los estados, Ciudad de México y muni-
cipios, para la mejor organización, funcionamiento, re-
gulación y control de los servicios de seguridad privada,
en el marco de las normas que se contienen en la Ley
General que Establece las Bases de Coordinación del
Sistema Nacional de Seguridad Pública.

Artículo 7. La Secretaría, con la intervención que corres-
ponda al Sistema Nacional de Seguridad Pública, podrá
suscribir convenios o acuerdos con las autoridades compe-
tentes de los estados, Ciudad de México y municipios, con
el objeto de establecer lineamientos, acuerdos y mecanis-
mos relacionados con los servicios de seguridad privada,
que faciliten:

I. a V. …

Artículo 9. Para la debida integración del Registro, la Se-
cretaría, por conducto del Sistema Nacional de Seguridad
Pública, celebrará convenios de coordinación con los go-
biernos estatales y de la Ciudad de México a fin de que
éstos últimos remitan la información correspondiente a ca-
da uno de los prestadores de servicios autorizados en su
ámbito territorial, misma que podrá ser consultada por las
autoridades locales correspondientes.

Artículo 32. …

I. a VI. …

VII. Coadyuvar con las autoridades y las instituciones
de seguridad pública en situaciones de urgencia, desas-
tre o en cualquier otro caso, previa solicitud de la auto-
ridad competente de la Federación, los estados, la Ciu-
dad de México y los municipios;

VIII. a XXXII. …



Artículo Tercero. Se reforman los siguientes artículos: 1,
párrafo primero; 2, párrafo primero; 4, párrafo segundo; 5,
fracción XI; 7, párrafo primero; 12, fracción VIII; 14, frac-
ción VII; 16, último párrafo; 20, fracción VI; 22, párrafo
primero; 23; 27, párrafo primero; 30, párrafo primero; 32,
párrafo primero; 34, párrafos primero y segundo, 36, pá-
rrafo segundo; 39, párrafo primero, fracción I y primer pá-
rrafo del apartado B; 43, párrafo primero; 44, párrafo pri-
mero; 77, párrafo primero; 80, párrafo primero; 82, párrafo
tercero; 93, párrafo primero; 99, párrafo segundo; 108, úl-
timo párrafo; 109, párrafo primero; 111, párrafo primero;
117; 120; 122, párrafo primero; 123, párrafo primero; 124,
párrafo primero; 129, párrafo primero; 130, párrafo prime-
ro; 134, párrafo primero; 137; 147, y 151 de la Ley Gene-
ral del Sistema Nacional de Seguridad Pública, para quedar
como sigue:

Artículo 1. La presente ley es reglamentaria del artículo 21
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos en materia de Seguridad Pública y tiene por objeto re-
gular la integración, organización y funcionamiento del
Sistema Nacional de Seguridad Pública, así como estable-
cer la distribución de competencias y las bases de coordi-
nación entre la Federación, los estados, la Ciudad de Mé-
xico y los municipios, en esta materia.

…

Artículo 2. La seguridad pública es una función a cargo de
la Federación, la Ciudad de México, los estados y los mu-
nicipios, que tiene como fines salvaguardar la integridad y
derechos de las personas, así como preservar las libertades,
el orden y la paz públicos y comprende la prevención es-
pecial y general de los delitos, la investigación para hacer-
la efectiva, la sanción de las infracciones administrativas,
así como la investigación y la persecución de los delitos y
la reinserción social del individuo, en términos de esta Ley,
en las respectivas competencias establecidas en la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

…

Artículo 4. …

La coordinación en un marco de respeto a las atribuciones
entre las instancias de la Federación, los Estados, la Ciu-
dad de México y los Municipios, será el eje del Sistema
Nacional de Seguridad Pública.

Artículo 5. …

I. a X. …

XI. Institutos: a los órganos de las instituciones de se-
guridad pública de la Federación, de los estados y de la
Ciudad de México encargados de la formación y actua-
lización especializada de aspirantes y servidores públi-
cos de las funciones ministerial, pericial y de policía mi-
nisterial;

XII. a XVI. …

Artículo 7. Conforme a las bases que establece el artículo
21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, las Instituciones de Seguridad Pública de la Federa-
ción, la Ciudad de México, los estados y los municipios,
en el ámbito de su competencia y en los términos de esta
ley, deberán coordinarse para:

I. a XVI.

Artículo 12. …

I. a VII. …

VIII. El jefe del gobierno de la Ciudad de México, y

IX. …

…

…

Artículo 14. …

I. a VI. …

VII. Vigilar que en los criterios para la distribución de
recursos de los fondos de aportaciones federales para la
seguridad pública de los estados y de la Ciudad de Mé-
xico, se observen las disposiciones establecidas en la
Ley de Coordinación Fiscal;

VIII a XIX. …

Artículo 16. …

I. a III. …

…
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Los gobernadores y el jefe de gobierno de la Ciudad de
México deberán designar por oficio a sus representantes
permanentes ante el secretario ejecutivo del sistema, los
cuales deberán ser servidores públicos con un nivel je-
rárquico igual o superior a director general en las secre-
tarías competentes en la entidad federativa respectiva,
para la aplicación de esta Ley.

Artículo 20. …

I. a V. …

VI. Promover la inclusión de contenidos relativos a la
prevención del delito en los programas educativos, de
salud, de desarrollo social y en general en los diversos
programas de las dependencias y entidades federales,
así como colaborar con los estados, la Ciudad de Mé-
xico y los municipios en esta misma materia;

VII. a X. …

Artículo 22. Corresponde al Centro Nacional de Certifica-
ción y Acreditación, verificar que los centros de evaluación
y control de confianza de la federación, estados y Ciudad
de México realizan sus funciones de conformidad con las
normas técnicas y estándares mínimos en materia de eva-
luación y control de confianza de los servidores públicos
de las instituciones de seguridad pública. Para tal efecto,
tendrá las facultades siguientes

I. a X. …

Artículo 23. La Conferencia Nacional de Procuración de
Justicia estará integrada por los titulares de las institucio-
nes de procuración de justicia de la federación, la Ciudad
de México y los estados, y será presidida por el procurador
general de la República Dicha conferencia contará con un
secretario técnico que será nombrado y removido por el
presidente de la misma.

Artículo 27. La Conferencia Nacional de Secretarios de
Seguridad Pública estará integrada por los titulares de las
dependencias encargadas de la Seguridad Pública de la Fe-
deración, los estados y la Ciudad de México y será presi-
dida por el secretario de Seguridad Pública federal.

…

…

Artículo 30. La Conferencia Nacional del Sistema Peni-
tenciario, se integrará por los titulares de los órganos de
prevención y de reinserción social o sus equivalentes de la
Federación, los estados y la Ciudad de México y será pre-
sidida por quien designe el titular de la Secretaría.

…

Artículo 32. La Conferencia Nacional de Seguridad Públi-
ca Municipal, estará integrada por los presidentes munici-
pales y alcaldes de las demarcaciones territoriales de la
Ciudad de México, que participarán de conformidad con
las siguientes reglas:

I. a II. …

…

…

Artículo 34. En la Ciudad de México y en los estados se
establecerán consejos locales encargados de la coordina-
ción, planeación e implementación del sistema en los res-
pectivos ámbitos de gobierno. Asimismo, serán los respon-
sables de dar seguimiento a los acuerdos, lineamientos y
políticas emitidos por el Consejo Nacional, en sus respec-
tivos ámbitos de competencia.

En los consejos locales de cada estado participarán los mu-
nicipios en los términos de la legislación de cada entidad
federativa. En el caso de la Ciudad de México participa-
rán los alcaldes de las demarcaciones territoriales, de con-
formidad con la legislación aplicable. Estos Consejos invi-
tarán a cada sesión al menos a dos representantes de la
sociedad civil o de la comunidad, de conformidad con los
temas a tratar. Su participación será de carácter honorífico.

…

…

Artículo 36. …

Del mismo modo, podrán establecerse instancias intermu-
nicipales, con apego a los ordenamientos estatales corres-
pondientes. En el caso de las zonas conurbadas entre dos o
más entidades federativas, se podrán suscribir convenios e
instalar instancias regionales con la participación de los
municipios respectivos y de las demarcaciones territoria-
les, tratándose de la Ciudad de México.



Artículo 39. La concurrencia de facultades entre la Fede-
ración, la Ciudad de México, los estados y los municipios,
quedará distribuida conforme a lo siguiente:

A. …

I. Proponer las acciones tendientes a asegurar la coordi-
nación entre la Federación, la Ciudad de México, los
estados y los municipios;

II. a IV. …

B. Corresponde a la Federación, la Ciudad de México, los
estados y los municipios, en el ámbito de sus respectivas
competencias:

I. a XV. …

…

…

Artículo 43. La Federación, la Ciudad de México y los
estados, establecerán en las disposiciones legales corres-
pondientes que los integrantes de las instituciones policia-
les deberán llenar un informe policial homologado que
contendrá, cuando menos, los siguientes datos:

I. a VIII. …

…

Artículo 44. Las legislaciones de la Federación, la Ciudad
de México y los estados establecerán las sanciones aplica-
bles al incumplimiento de los deberes previstos en esta ley,
los procedimientos y los órganos competentes que conoce-
rán de éstos. Las sanciones serán al menos, las siguientes:

a) a c) …

Artículo 77. Las legislaciones de la Federación, la Ciudad
de México y los estados establecerán las funciones que re-
alizarán las unidades operativas de investigación que po-
drán ser, entre otras, las siguientes:

I. a XIV. …

Artículo 80. Las legislaciones de la Federación, la Ciudad
de México y los estados establecerán la organización je-

rárquica de las instituciones policiales, considerando al
menos las categorías siguientes:

I. a IV. …

…

Artículo 82. …

…

Las instituciones estatales y de la Ciudad de México de-
berán satisfacer, como mínimo, el mando correspondiente
al octavo grado de organización jerárquica.

…

Artículo 93. Las legislaciones de la Federación, la Ciudad
de México y los estados establecerán que la antigüedad se
clasificará y computará para cada uno de los integrantes de
las Instituciones Policiales, de la siguiente forma:

I. a II. …

Artículo 99. …

Las legislaciones de la Federación, la Ciudad de México
y los estados establecerán sus regímenes disciplinarios, so-
bre las bases mínimas previstas en el presente capítulo.

…

…

…

Artículo 108. …

I a XV. …

La Federación, los estados, la Ciudad de México y los
municipios implementarán medidas de registro y segui-
miento para quienes sean separados del servicio por no
obtener el certificado referido en esta ley.

Artículo 109. La Federación, los estados, la Ciudad de
México y los municipios, suministrarán, intercambiarán,
sistematizarán, consultarán, analizarán y actualizarán, la
información que diariamente se genere sobre seguridad pú-
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blica mediante los sistemas e instrumentos tecnológicos
respectivos.

…

…

…

…

Artículo 111. La Federación, los estados, la Ciudad de
México y los municipios, realizarán los trabajos para lo-
grar la compatibilidad de los servicios de telecomunicacio-
nes de su red local correspondiente, con las bases de datos
criminalísticos y de personal del sistema, previstas en la
presente ley.

…

Artículo 117. La Federación, los estados, la Ciudad de
México y los municipios serán responsables de integrar y
actualizar el sistema único de información criminal, con la
información que generen las instituciones de procuración
de justicia e instituciones policiales, que coadyuve a salva-
guardar la integridad y derechos de las personas, así como
preservar las libertades, el orden y la paz públicos, me-
diante la prevención, persecución y sanción de las infrac-
ciones y delitos, así como la reinserción social del delin-
cuente y del adolescente.

Artículo 120. El Sistema Nacional de Información Peni-
tenciaria es la base de datos que, dentro del sistema único
de información criminal, contiene, administra y controla
los registros de la población penitenciaria de la Federación,
la Ciudad de México, los estados y los municipios en sus
respectivos ámbitos de competencia.

Artículo 122. El Registro Nacional de Personal de Seguri-
dad Pública, conforme lo acuerden las Conferencias Na-
cionales de Procuración de Justicia y de Secretarios de Se-
guridad Pública, contendrá la información actualizada,
relativa a los integrantes de las instituciones de la Federa-
ción, la Ciudad de México, los estados y los municipios,
el cual contendrá, por lo menos:

I. a III. …

…

Artículo 123. Las autoridades competentes de la Federa-
ción, la Ciudad de México, los estados y los municipios
inscribirán y mantendrán actualizados permanentemente
en el Registro los datos relativos a los integrantes de las
instituciones de seguridad pública, en los términos de esta
ley.

…

…

Artículo 124. Además de cumplir con las disposiciones
contenidas en otras leyes, las autoridades competentes de
la Federación, la Ciudad de México, los estados y los mu-
nicipios manifestarán y mantendrán permanentemente ac-
tualizado el Registro Nacional de Armamento y Equipo, el
cual incluirá:

I. a II. …

Artículo 129. El Centro Nacional de Prevención del Deli-
to y Participación Ciudadana impulsará las acciones nece-
sarias para que la Federación, los estados, la Ciudad de
México y los municipios, establezcan un servicio para la
localización de personas y bienes, que promueva la cola-
boración y participación ciudadana.

…

Artículo 130. El Centro Nacional de Prevención del Deli-
to y Participación Ciudadana promoverá que la Federación,
los estados, la Ciudad de México y los municipios esta-
blezcan un servicio de comunicación que reciba los repor-
tes de la comunidad, sobre las emergencias, faltas y delitos
de que tenga conocimiento.

…

Artículo 134. Las legislaciones de la Federación, la Ciu-
dad de México y los estados establecerán políticas públi-
cas de atención a la víctima, que deberán prever, al menos
los siguientes rubros:

I a IV. …

Artículo 137. La Auditoría Superior de la Federación fis-
calizará los recursos federales que ejerzan la Federación, la
Ciudad de México, los estados y los municipios en mate-
ria de seguridad pública, en términos de las disposiciones
aplicables.



Artículo 147. La Ciudad de México, los estados y los
municipios coadyuvarán en la protección y desarrollo de
las acciones necesarias para la vigilancia de las instalacio-
nes estratégicas y para garantizar su integridad y opera-
ción.

Artículo 151. Los servicios de seguridad privada son auxi-
liares a la función de seguridad pública. Sus integrantes co-
adyuvarán con las autoridades y las instituciones de segu-
ridad pública en situaciones de urgencia, desastre o cuando
así lo solicite la autoridad competente de la Federación, los
estados, la Ciudad de México y los municipios, de acuer-
do a los requisitos y condiciones que establezca la autori-
zación respectiva.

Artículo Cuarto. Se reforman los artículos 1; 15, fracción
XIV; 17, párrafo segundo; 19, párrafo primero; 20, último
párrafo, 27, y 28 de la Ley General para la Prevención So-
cial de la Violencia y la Delincuencia, para quedar como si-
gue:

Artículo 1. La presente ley es de orden público e interés
social y de observancia general en todo el territorio nacio-
nal y tiene por objeto establecer las bases de coordinación
entre la Federación, los estados, la Ciudad de México y
los municipios en materia de prevención social de la vio-
lencia y la delincuencia en el marco del Sistema Nacional
de Seguridad Pública, previsto en el artículo 21 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 15. …

I. a XIII. …

XIV. Promover entre las autoridades los gobiernos Fe-
deral, de los estados, la Ciudad de México y los muni-
cipios la participación ciudadana y comunitaria en las
tareas de prevención social de la violencia y la delin-
cuencia;

XV. a XXVI. …

Artículo 17. …

Los programas tenderán a lograr un efecto multiplicador,
fomentando la participación de las autoridades de los go-
biernos Federal, de los estados, la Ciudad de México y los
municipios, organismos públicos de derechos humanos y
de las organizaciones civiles, académicas y comunitarias

en el diagnóstico, diseño, implementación y evaluación de
las políticas públicas y de la prevención social de la vio-
lencia y la delincuencia.

Artículo 19. En el cumplimiento del objeto de esta ley, las
autoridades de los gobiernos federal, de los estados, la
Ciudad de México y los municipios, en el ámbito de sus
atribuciones, deberán:

I. a VIII. …

Artículo 20. …

I. a VIII. …

Las autoridades de los gobiernos federal, los estados, la
Ciudad de México y los municipios en el ámbito de sus
respectivas atribuciones, deberán incluir a la prevención
social de la violencia y la delincuencia en sus planes y pro-
gramas.

Artículo 27. Los programas federales, de los estados, la
Ciudad de México o municipales, en materia de preven-
ción social de la violencia y de la delincuencia, deberán cu-
brirse con cargo a sus respectivos presupuestos y sujetarse
a las bases que establecen la presente ley, la Ley General
del Sistema Nacional de Seguridad Pública y demás dispo-
siciones legales aplicables.

Artículo 28. La Federación, los estados, la Ciudad de Mé-
xico y los municipios preverán en sus respectivos presu-
puestos recursos para el diagnóstico, diseño, ejecución y
evaluación de programas y acciones de prevención social
de la violencia y la delincuencia derivados de la presente
ley.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5424043&fecha=29/01/
2016 Consultado el 27 de abril de 2016.

2 Platas Pacheco María del Carmen, “Elementos para una aproxima-
ción hermenéutica del lenguaje jurídico.” Revista Razonamiento Judi-
cial, número 7, septiembre de 2007.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de septiembre de 2016.—
Diputado José Hernán Cortés Berumen (rúbrica).»

Se remite a la Comisión del Distrito Federal, para dic-
tamen.

LEY DE VIVIENDA Y LEY DEL INSTITUTO DEL
FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS
TRABAJADORES

«Iniciativa que reforma los artículos 18 de la Ley de Vi-
vienda y 42 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de
la Vivienda para los Trabajadores, a cargo del diputado Jo-
sé Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del
PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, diputado federal
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral
1, fracción II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presenta a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman la Ley de Vivienda y la Ley del Instituto
del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores,
conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
Federación,1 la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo Capital
de los Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes
de la Unión, pero con cambios fundamentales en su natu-
raleza.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con
autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y
su organización política administrativa, habiendo la posibi-
lidad de darse su propia constitución política, con una for-
ma de gobierno republicano, representativo, democrático y
laico, que tendrá mayor autonomía con los Poderes federa-
les, por ejemplo, en relación a la designación y remoción
de sus funcionarios.

El artículo décimo cuarto transitorio señala que a partir de
la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento jurídico
al Distrito Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad
de México.

Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,
político y social de relevancia, pero como elemento esen-
cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.

Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado, ge-
nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar
el lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la
seguridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier es-
tado de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro
sistema, tiene una ratio fundamental para el estado de de-
recho, pues busca que el gobernado tenga plena certeza de
los actos de autoridad y de las reglas con que debe condu-
cirse en relación a los demás. Es pues, un principio que fra-
gua, delimita, o perfecciona a otros de su misma especie o
rango constitucional, pero que por su categoría, goza de su-
premacía, pues ninguno de ellos podría gozar de autonomía
si finalmente su origen no se supedita al Estado de derecho.

El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación del
derecho; la realidad de la experiencia de la palabra, es un
hecho sine qua non de la existencia jurídica. Diversos au-
tores han puesto de manifiesto este carácter lingüístico y
dialogante del derecho, haciéndolo incluso depender del
lenguaje; de manera que las prescripciones -escribe von
Wright- presuponen el uso del lenguaje en la formulación
de las normas, y en coincidencia con Kalinowski, es evi-
dente que todo término jurídico es o se manifiesta a través
de una expresión lingüística.2

Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a
los gobernados, el realizar el cambio legislativo material,
cierra el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio
de posibles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea
de buena o mala fe, y contribuye al cambio cultural que im-
plican.



Es pues la intención de esta propuesta, agilizar la homolo-
gación de nuestro marco jurídico vigente a la terminología
derivada de la reciente reforma, sustituyendo en cada cuer-
po normativo federal los términos superados, por los de re-
ciente acuño.

Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de
otras instancias, y en tanto estas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
Distrito Federal, deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite
legislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los
salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal, estos de-
berán permanecer en tanto se expide la legislación deriva-
da de la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el
Diario Oficial de la Federación, mediante la cual se crea la
Unidad de Medida y Actualización a efecto de desvincular
al salario mínimo del pago de diversas obligaciones.

Para facilitar el proceso legislativo interno de la Cámara, se
agruparon las leyes de acuerdo con su más probable turno
a Comisiones, permitiendo un proceso de dictamen senci-
llo y célere.

En términos generales los turnos de la Mesa Directiva a las
reformas de las siguientes leyes: Ley de vivienda y Ley del
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Tra-
bajadores, se ha dado a la Comisión de Vivienda, por tanto
se agrupan en esta iniciativa, para los procesos legislativos
a que haya lugar.

Por las consideraciones expuestas, es que se somete a la
consideración de esta Asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman la Ley de Vivienda y la
Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda pa-
ra los Trabajadores

Artículo Primero. Se reforma el primer párrafo del artícu-
lo 18 de la Ley de Vivienda, para quedar como sigue:

Artículo 18. Se crea la comisión como un organismo des-
centralizado, de utilidad pública e interés social, no secto-
rizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio. Su
domicilio será en la Ciudad de México.

…

…

Artículo Segundo. Se reforma el segundo párrafo del ar-
tículo 42 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la
Vivienda para los Trabajadores, para quedar como sigue:

Artículo 42. …

I. a VI. …

Los contratos y las operaciones relacionados con los in-
muebles a que se refiere este artículo, así como el desa-
rrollo y ejecución de los conjuntos de habitaciones que
se lleven a cabo con financiamiento del instituto, esta-
rán exentos del pago de toda clase de impuestos, dere-
chos o contribuciones de la federación, de los estados o
de la Ciudad de México y, en su caso, el precio de ven-
ta a que se refiere el artículo 48 se tendrá como valor de
avalúo de las habitaciones. El impuesto predial y los de-
rechos por consumo de agua, así como las donaciones y
equipamiento urbano se causaran y cumplirán en los tér-
minos de las disposiciones legales aplicables. Tanto las
garantías como las inscripciones correspondientes se
ajustarán en los términos del artículo 44 sin que se cau-
se impuesto o derecho alguno, ni deban efectuarse trá-
mites de registro adicionales.

…

…

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5424043&fecha=29/01/
2016 Consultado el 27 de abril de 2016.

2 Platas Pacheco María del Carmen, “Elementos para una aproxima-
ción hermenéutica del lenguaje jurídico.” Revista Razonamiento Judi-

cial, número 7, septiembre de 2007.

Palacio de San Lázaro, Ciudad de México a 27 de septiembre de
2016.— Diputado José Hernán Cortés Berumen (rúbrica).»

Se turna a la Comisión del Distrito Federal, para dicta-
men.
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LEY FEDERAL DE SANIDAD ANIMAL

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
Federal de Sanidad Animal, a cargo del diputado José Her-
nán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, diputado federal
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral
1, fracción II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presenta a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman diversos artículos de la Ley Federal de Sa-
nidad Animal, conforme a la siguiente,

Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
Federación,1 la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo Capital de
los Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes de la
Unión, pero con cambios fundamentales en su naturaleza.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con
autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y
su organización política administrativa, habiendo la posibi-
lidad de darse su propia constitución política, con una for-
ma de gobierno republicano, representativo, democrático y
laico, que tendrá mayor autonomía con los Poderes federa-
les, por ejemplo, en relación a la designación y remoción
de sus funcionarios.

El artículo décimo cuarto transitorio señala que a partir de
la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento jurídico
al Distrito Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad
de México.

Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,
político y social de relevancia, pero como elemento esen-
cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.

Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado, ge-

nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar
el lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la
seguridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier es-
tado de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro
sistema, tiene una ratio fundamental para el estado de de-
recho, pues busca que el gobernado tenga plena certeza de
los actos de autoridad y de las reglas con que debe condu-
cirse en relación a los demás. Es pues, un principio que fra-
gua, delimita, o perfecciona a otros de su misma especie o
rango constitucional, pero que por su categoría, goza de
supremacía, pues ninguno de ellos podría gozar de autono-
mía si finalmente su origen no se supedita al Estado de de-
recho.

El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación del
derecho; la realidad de la experiencia de la palabra, es un
hecho sine qua non de la existencia jurídica. Diversos au-
tores han puesto de manifiesto este carácter lingüístico y
dialogante del derecho, haciéndolo incluso depender del
lenguaje; de manera que las prescripciones -escribe von
Wright- presuponen el uso del lenguaje en la formulación
de las normas, y en coincidencia con Kalinowski, es evi-
dente que todo término jurídico es o se manifiesta a través
de una expresión lingüística.2

Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a
los gobernados, el realizar el cambio legislativo material,
cierra el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio
de posibles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea
de buena o mala fe, y contribuye al cambio cultural que
implican.

Es pues la intención de esta propuesta, agilizar la homolo-
gación de nuestro marco jurídico vigente a la terminología
derivada de la reciente reforma, sustituyendo en cada cuer-
po normativo federal los términos superados, por los de re-
ciente acuño.

Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de
otras instancias, y en tanto estas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
Distrito Federal, deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite
legislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los



salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal, estos de-
berán permanecer en tanto se expide la legislación deriva-
da de la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el
Diario Oficial de la Federación, mediante la cual se crea la
Unidad de Medida y Actualización a efecto de desvincular
al salario mínimo del pago de diversas obligaciones.

Para facilitar el proceso legislativo interno de la Cámara, se
agruparon las leyes de acuerdo con su más probable turno
a Comisiones, permitiendo un proceso de dictamen senci-
llo y célere. En términos generales los turnos de la Mesa
Directiva a las reformas de la Ley Federal de Sanidad Ani-
mal, se han dado a la Comisión de Ganadería.

Por las consideraciones expuestas, es que se somete a la
consideración de esta Asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Ley Federal de Sanidad Animal

Artículo Único. Se reforman los artículos: 2, párrafos ter-
cero y cuarto; 6, fracciones XXV y XXXI; 7, segundo pá-
rrafo; 60, segundo párrafo; 67, segundo párrafo; 79, primer
párrafo; 81; 142, primer párrafo, y 154, tercer párrafo, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 2. …

…

La inspección, verificación y supervisión del debido cum-
plimiento de las disposiciones aplicables en establecimien-
tos, dedicados al sacrificio de animales y procesamiento de
bienes de origen animal de competencia municipal, estatal
o de la Ciudad de México, se realizará a través de la Se-
cretaría o la Secretaría de Salud, de acuerdo a su ámbito de
competencia.

La certificación de establecimientos, dedicados al sacrifi-
cio de animales y procesamiento de bienes de origen ani-
mal de competencia municipal, estatal o de la Ciudad de
México, se realizará a través de la Secretaría, a petición de
los ayuntamientos, de los gobiernos de los estados y del
gobierno de la Ciudad de México de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 108 de la presente ley.

Artículo 6. …

I. a XXIV. …

XXV. Promover, coordinar y vigilar, las actividades de
sanidad animal y servicios veterinarios en los que deban
participar las diversas dependencias y entidades de la
Administración Pública Federal, gobiernos estatales, de
la Ciudad de México y municipales, órganos de coad-
yuvancia y particulares vinculados con la materia;

XXVI. a XXX. …

XXXI. Celebrar acuerdos y convenios en materia de sa-
nidad animal o de buenas prácticas pecuarias de mer-
cancías reguladas, con las dependencias o entidades de
la Administración Pública Federal o gobiernos de las
entidades federativas, la Ciudad de México y munici-
pios;

XXXII. a LXXI. …

Artículo 7. ...

Los acuerdos o convenios que suscriba la Secretaría con
los gobiernos estatales o la Ciudad de México, con el ob-
jeto de que coadyuven en el desempeño de sus facultades,
para la ejecución y operación de establecimientos y presta-
ción de servicios en materias de sanidad animal y de bue-
nas prácticas pecuarias de bienes de origen animal en tér-
minos de lo previsto en esta Ley, deberán publicarse en el
Diario Oficial de la Federación.

Artículo 60. …

La Secretaría podrá acordar y convenir con los gobiernos
de los estados, de la Ciudad de México y los municipios,
organismos auxiliares de sanidad animal y particulares in-
volucrados, la constitución de un fondo de contingencia
para la despoblación y demás gastos que se deriven.

Artículo 67. …

La Secretaría podrá suscribir convenios o acuerdos de co-
ordinación con los gobiernos de los Estados o de la Ciu-
dad de México, con la participación, en su caso, de los mu-
nicipios, con el objeto de coordinar acciones para la
vigilancia del cumplimiento de las medidas zoosanitarias
que en materia de movilización de mercancías reguladas
determine la Secretaría.

Artículo 79. La Secretaría podrá acordar y convenir con
las entidades federativas, la Ciudad de México y los mu-
nicipios, órganos de coadyuvancia y particulares interesa-
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dos, la creación de uno o varios fondos de contingencia pa-
ra afrontar inmediatamente las emergencias zoosanitarias
que surjan por la presencia de enfermedades y plagas exó-
ticas, de notificación obligatoria, erradicadas, desconoci-
das o inexistentes que pongan en peligro el patrimonio pe-
cuario en el territorio nacional; o las emergencias de
contaminación en los bienes de origen animal cuando éstos
excedan los límites máximos permisibles o se encuentre
prohibida su presencia o existan contaminantes microbio-
lógicos que afecten a los consumidores o animales.

…

Artículo 81. Para el desarrollo de infraestructura y opera-
ción de los programas, servicios y actividades de sanidad
animal y de buenas prácticas pecuarias, la Secretaría podrá
acordar y convenir con los gobiernos de los Estados, de la
Ciudad de México y los municipios, órganos de coadyu-
vancia, sectores organizados de productores, importadores,
exportadores, industriales, profesionales y demás particu-
lares interesados, asignando en cada caso las aportaciones,
compromisos y obligaciones de las partes involucradas.

Artículo 142. El Consejo Técnico Consultivo Nacional de
Sanidad Animal se apoyará en consejos consultivos estata-
les que, en su caso, se constituirán en cada entidad federa-
tiva de la misma manera que el nacional, invitándose tam-
bién a representantes de los gobiernos de los estados, la
Ciudad de México y municipios, así como de los organis-
mos auxiliares de sanidad animal.

...

Artículo 154. … 

…

Las autoridades locales de los estados, municipios y la
Ciudad de México promoverán que los establecimientos
en donde se sacrifican animales o procesan, envasan, em-
pacan, refrigeran o industrializan bienes de origen animal,
obtengan la certificación y en su caso, la contraseña co-
rrespondiente una vez que hayan cumplido con lo dispues-
to en el reglamento de esta ley, sin menoscabo de las atri-
buciones de la Secretaría y la Secretaría de Salud.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5424043&fecha=29/01/
2016 Consultado el 27 de abril de 2016.

2 Platas Pacheco María del Carmen, “Elementos para una aproxima-
ción hermenéutica del lenguaje jurídico.” Revista Razonamiento Judi-

cial, número 7, septiembre de 2007.

Palacio de San Lázaro, Ciudad de México, a 27 de septiembre de
2016.— Diputado José Hernán Cortés Berumen (rúbrica).»

Se remite a la Comisión del Distrito Federal, para dic-
tamen.

LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y
RADIODIFUSIÓN

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, a cargo
del diputado José Hernán Cortés Berumen, del Grupo Par-
lamentario del PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, diputado federal
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral
1, fracción II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presenta a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman diversos artículos de la Ley Federal de Te-
lecomunicaciones y Radiodifusión, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
Federación,1 la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo Capital
de los Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes
de la Unión, pero con cambios fundamentales en su natu-
raleza.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con
autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y



su organización política administrativa, habiendo la posibi-
lidad de darse su propia constitución política, con una for-
ma de gobierno republicano, representativo, democrático y
laico, que tendrá mayor autonomía con los Poderes federa-
les, por ejemplo, en relación a la designación y remoción
de sus funcionarios.

El artículo décimo cuarto transitorio señala que a partir de
la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento jurídico
al Distrito Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad
de México.

Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,
político y social de relevancia, pero como elemento esen-
cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.

Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado, ge-
nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar
el lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la
seguridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier es-
tado de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro
sistema, tiene una ratio fundamental para el estado de de-
recho, pues busca que el gobernado tenga plena certeza de
los actos de autoridad y de las reglas con que debe condu-
cirse en relación a los demás. Es pues, un principio que fra-
gua, delimita, o perfecciona a otros de su misma especie o
rango constitucional, pero que por su categoría, goza de su-
premacía, pues ninguno de ellos podría gozar de autonomía
si finalmente su origen no se supedita al Estado de derecho.

El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación del
derecho; la realidad de la experiencia de la palabra, es un
hecho sine qua non de la existencia jurídica. Diversos au-
tores han puesto de manifiesto este carácter lingüístico y
dialogante del derecho, haciéndolo incluso depender del
lenguaje; de manera que las prescripciones -escribe von
Wright- presuponen el uso del lenguaje en la formulación
de las normas, y en coincidencia con Kalinowski, es evi-
dente que todo término jurídico es o se manifiesta a través
de una expresión lingüística.2

Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a
los gobernados, el realizar el cambio legislativo material,
cierra el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio
de posibles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea
de buena o mala fe, y contribuye al cambio cultural que im-
plican.

Es pues la intención de esta propuesta, agilizar la homolo-
gación de nuestro marco jurídico vigente a la terminología
derivada de la reciente reforma, sustituyendo en cada cuer-
po normativo federal los términos superados, por los de re-
ciente acuño.

Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de
otras instancias, y en tanto estas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
Distrito Federal, deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite
legislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los
salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal, estos de-
berán permanecer en tanto se expide la legislación deriva-
da de la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el
Diario Oficial de la Federación, mediante la cual se crea la
Unidad de Medida y Actualización a efecto de desvincular
al salario mínimo del pago de diversas obligaciones.

Para facilitar el proceso legislativo interno de la Cámara, se
agruparon las leyes de acuerdo con su más probable turno
a Comisiones, permitiendo un proceso de dictamen senci-
llo y célere. En términos generales los turnos de la Mesa
Directiva a las reformas de la Ley Federal de Telecomuni-
caciones y Radiodifusión, se han dado a la Comisión de
Radio y Televisión.

Por las consideraciones expuestas, es que se somete a la
consideración de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
reforma Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodi-
fusión

Artículo Único. Se reforman los artículos: 3, fracción
LXVII, inciso e); 5, párrafos segundo y cuarto; 9, fracción
VI; 15, fracción XXIX; 27, párrafo segundo, fracción V;
36, fracción IV; 53; 67, fracción II; 76, primer párrafo de la
fracción II; 110, párrafo noveno; 147, párrafo tercero; 185,
párrafos primero y tercero; 201, y 211, párrafo segundo;
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267, fracción XIX, de la Ley Federal de Telecomunicacio-
nes y Radiodifusión, para quedar como sigue:

Artículo 3. …

I. a LXVI. …

LXVII. …

a) a d) …

e) Espacios abiertos tales como plazas, parques, cen-
tros deportivos y áreas públicas de uso común para
la población en general, cuya construcción o conser-
vación está a cargo de autoridades federales, estata-
les, municipales o de la Ciudad de México;

f) a g) …

LXVIII. a LXXI. …

Artículo 5. …

Se considera de interés y utilidad públicos la instalación,
operación y mantenimiento de infraestructura destinada al
servicio de las redes públicas de telecomunicaciones, las
estaciones de radiodifusión y equipos complementarios, las
cuales estarán sujetas exclusivamente a los poderes federa-
les, en sus respectivos ámbitos de atribuciones, debiendo
respetarse las disposiciones estatales, municipales y de la
Ciudad de México que resulten aplicables en materia de
desarrollo urbano.

…

El Ejecutivo Federal, los Estados, los Municipios y el Go-
bierno de la Ciudad de México en el ámbito de sus atribu-
ciones, colaborarán y otorgarán facilidades para la instala-
ción y despliegue de infraestructura y provisión de los
servicios públicos de interés general de telecomunicacio-
nes y radiodifusión. En ningún caso se podrá restringir la
instalación de infraestructura de telecomunicaciones y ra-
diodifusión para la prestación de los servicios públicos que
regula esta Ley.

…

Artículo 9. ..

I. a V. …

VI. Realizar las acciones tendientes a garantizar el ac-
ceso a Internet de banda ancha en edificios e instalacio-
nes de las dependencias y entidades de la Administra-
ción Pública Federal y coadyuvar con los gobiernos de
la Ciudad de México Estatales y Municipales para el
cumplimiento de este objetivo;

VII. a XXIII. …

Artículo 15. …

I. a XXVIII. …

XXIX. Coordinarse con las autoridades federales, del
Gobierno de la Ciudad de México, estatales y munici-
pales, así como con los órganos autónomos, a fin de re-
cabar información y documentación necesaria para el
ejercicio de sus atribuciones;

XXX. a LXIII. …

Artículo 27. …

…

I. a IV. …

V. No haber sido Secretario de Estado, Procurador Ge-
neral de la República o de Justicia de la Ciudad de Mé-
xico, Senador, Diputado Federal, Gobernador de algún
Estado o Jefe de Gobierno de la Ciudad de México, di-
rigente de algún partido político, ni haber sido postula-
do para cargo de elección popular en los cuatro años an-
teriores a la propia designación;

VI. a VIII. …

Artículo 36. …

I. a III. …

IV. No haber sido Secretario de Estado, Procurador Gene-
ral de la República o de Justicia de la Ciudad de México
o de las entidades federativas, Senador, Diputado Federal,
Gobernador de algún Estado o Jefe de Gobierno de la Ciu-
dad de México, dirigente, miembro de órgano rector o al-
to ejecutivo de algún partido político, ni haber sido postu-



lado para cargo de elección popular en los cuatro años an-
teriores a la propia

Artículo 53. Para el ejercicio de sus atribuciones, el Insti-
tuto podrá solicitar la colaboración y apoyo de otros órga-
nos constitucionales autónomos y de los Poderes de la
Unión; en particular de las dependencias y entidades del
Gobierno Federal; así como de los gobiernos estatales, de
la Ciudad de México y de los municipales. A su vez, el
Instituto prestará la colaboración que le soliciten, en el ám-
bito de sus atribuciones, en términos de los convenios de
colaboración que al efecto celebre.

Artículo 67. …

I. …

II. Para uso público: Confiere el derecho a los Poderes
de la Unión, de los Estados, los órganos de Gobierno de
la Ciudad de México, los Municipios, los órganos
constitucionales autónomos y las instituciones de edu-
cación superior de carácter público para proveer servi-
cios de telecomunicaciones y radiodifusión para el cum-
plimiento de sus fines y atribuciones.

…

…

III. a IV. …

…

…

Artículo 76. …

I. …

II. Para uso público: Confiere el derecho a los Poderes
de la Unión, de los Estados, los órganos de Gobierno de
la Ciudad de México, los Municipios, los órganos
constitucionales autónomos y las instituciones de edu-
cación superior de carácter público para proveer servi-
cios de telecomunicaciones y radiodifusión para el cum-
plimiento de sus fines y atribuciones.

…

…

III. a IV. …

Artículo 110. …

…

…

….

…

…

…

…

Las concesiones de uso público o comercial cuyos titulares
sean los Poderes de la Unión, de los Estados, los órganos
de Gobierno de la Ciudad de México, los Municipios y los
órganos constitucionales autónomos se podrán ceder a en-
tes de carácter público incluso bajo esquemas de asocia-
ción público-privado, previa autorización del Instituto.

Artículo 147. …

…

El Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría, emitirá re-
comendaciones a los gobiernos estatales, al Gobierno de la
Ciudad de México y gobiernos municipales, para el desa-
rrollo de infraestructura, obra pública, desarrollo territorial
y bienes inmuebles, que fomenten la competencia, libre
concurrencia y cobertura del servicio de telecomunicacio-
nes. En particular, el Ejecutivo Federal promoverá activa-
mente, dentro de sus potestades legales, el uso de los bie-
nes a los que hace referencia este capítulo para el
despliegue de redes de telecomunicaciones.

…

…

Artículo 185. Los concesionarios, autorizados, las depen-
dencias y entidades de la Administración Pública Federal,
de la Ciudad de México, estatal y municipal y los órganos
autónomos deberán entregar al Instituto la información de
infraestructura pasiva y derechos de vía, para su inscrip-
ción en el Sistema Nacional de Información de Infraestruc-
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tura de Telecomunicaciones, en los términos y plazos que
determine el Instituto.

…

Cuando la Secretaría ofrezca conectividad a sitios y espa-
cios públicos de los estados, Gobierno de la Ciudad de
México y sus demarcaciones territoriales, municipios,
organismos e instituciones públicas, ésta se proporcionará
siempre que tales entidades proporcionen previamente a la
Secretaría y al Instituto, la información de su infraestructu-
ra pasiva y derechos de vía.

Artículo 201. Los portales de Internet de las dependencias
de la Administración Pública Federal, así como de organis-
mos públicos descentralizados, empresas de participación
estatal, del Congreso de la Unión, del Poder Judicial de la
Federación, de los órganos constitucionales autónomos; así
como de las dependencias de la Administración Pública, de
los poderes legislativo y judicial de las entidades federati-
vas y de la Ciudad de México, deberán contar con funcio-
nes de accesibilidad para personas con discapacidad. En el
caso de la Administración Pública Federal, los portales de-
berán atender a las disposiciones establecidas en el marco
de la Estrategia Digital Nacional conforme a las mejores
prácticas internacionales, así como a las actualizaciones
tecnológicas. El Ejecutivo promoverá la implementación
de dichas funciones de accesibilidad en los sectores priva-
do y social.

Artículo 211. …

Para la elaboración del programa de cobertura social, la Se-
cretaría se coordinará con los gobiernos de las entidades
federativas, el Gobierno de la Ciudad de México, los mu-
nicipios y el Instituto. También recibirá y evaluará las pro-
puestas de cualquier interesado por el medio que establez-
ca la Secretaría para tal efecto.

…

Artículo 267. …

I. a XVIII. …

XIX. En materia de adquisiciones gubernamentales por
parte de dependencias y entidades de la Administración
Pública Federal, estatal o municipal, de la Ciudad de
México, de los otros poderes federales o de organismos
autónomos, deberá:

a) a b) …

XX. …

…

…

…

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5424043&fecha=29/01/
2016 Consultado el 27 de abril de 2016.

2 Platas Pacheco María del Carmen, “Elementos para una aproxima-
ción hermenéutica del lenguaje jurídico.” Revista Razonamiento Judi-

cial, número 7, septiembre de 2007.

Palacio de San Lázaro, Ciudad de México, a 27 de septiembre de
2016.— Diputado José Hernán Cortés Berumen (rúbrica).»

Se turna a la Comisión del Distrito Federal, para dicta-
men.

LEY GENERAL DE CAMBIO CLIMÁTICO

«Iniciativa que reforma los artículos 5o., 12 y 91 de la Ley
General de Cambio Climático, a cargo del diputado José
Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, diputado federal
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral
1, fracción II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presenta a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman diversos artículos de la Ley General de
Cambio Climático, conforme a la siguiente



Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
Federación,1 la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo Capital
de los Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes
de la Unión, pero con cambios fundamentales en su natu-
raleza.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con
autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y
su organización política administrativa, habiendo la posibi-
lidad de darse su propia constitución política, con una for-
ma de gobierno republicano, representativo, democrático y
laico, que tendrá mayor autonomía con los Poderes federa-
les, por ejemplo, en relación a la designación y remoción
de sus funcionarios.

El Artículo Décimo Cuarto Transitorio señala que a partir
de la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento jurídico
al Distrito Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad
de México.

Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,
político y social de relevancia, pero como elemento esen-
cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.

Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado, ge-
nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar
el lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la
seguridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier es-
tado de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro
sistema, tiene una ratio fundamental para el estado de de-
recho, pues busca que el gobernado tenga plena certeza de
los actos de autoridad y de las reglas con que debe condu-
cirse en relación a los demás. Es pues, un principio que fra-
gua, delimita, o perfecciona a otros de su misma especie o
rango constitucional, pero que por su categoría, goza de su-
premacía, pues ninguno de ellos podría gozar de autonomía
si finalmente su origen no se supedita al Estado de derecho.

El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación del
derecho; la realidad de la experiencia de la palabra, es un
hecho sine qua non de la existencia jurídica. Diversos au-
tores han puesto de manifiesto este carácter lingüístico y
dialogante del derecho, haciéndolo incluso depender del
lenguaje; de manera que las prescripciones -escribe von
Wright- presuponen el uso del lenguaje en la formulación
de las normas, y en coincidencia con Kalinowski, es evi-
dente que todo término jurídico es o se manifiesta a través
de una expresión lingüística.2

Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a
los gobernados, el realizar el cambio legislativo material,
cierra el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio
de posibles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea
de buena o mala fe, y contribuye al cambio cultural que im-
plican.

Es pues la intención de esta propuesta, agilizar la homolo-
gación de nuestro marco jurídico vigente a la terminología
derivada de la reciente reforma, sustituyendo en cada cuer-
po normativo federal los términos superados, por los de re-
ciente acuño.

Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de
otras instancias, y en tanto estas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
Distrito Federal, deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite
legislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los
salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal, estos de-
berán permanecer en tanto se expide la legislación deriva-
da de la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el
Diario Oficial de la Federación, mediante la cual se crea la
Unidad de Medida y Actualización a efecto de desvincular
al salario mínimo del pago de diversas obligaciones.

Para facilitar el proceso legislativo interno de la Cámara, se
agruparon las leyes de acuerdo con su más probable turno
a Comisiones, permitiendo un proceso de dictamen senci-
llo y célere. En términos generales los turnos de la Mesa
Directiva a las propuestas de reforma a la Ley General de
Cambio Climático, se han dado a la Comisión de Cambio
Climático.

Por las consideraciones expuestas, es que se somete a la
consideración de esta asamblea el siguiente proyecto de
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Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Ley General de Cambio Climático

Artículo Único. Se reforman los artículos 5, 12 y 91 de la
Ley General de Cambio Climático, para quedar como si-
gue: 

Artículo 5o. La federación, las entidades federativas, la
Ciudad de México y los municipios ejercerán sus atribu-
ciones para la mitigación y adaptación al cambio climático,
de conformidad con la distribución de competencias pre-
vista en esta ley y en los demás ordenamientos legales apli-
cables.

Artículo 12. Corresponde al gobierno de la Ciudad de
México ejercer las facultades y obligaciones que este orde-
namiento confiere a las entidades federativas y a los muni-
cipios en lo que resulte aplicable.

Artículo 91. La Federación, los Estados y la Ciudad de
México, en el ámbito de sus respectivas competencias, di-
señarán, desarrollarán y aplicarán instrumentos económi-
cos que incentiven el cumplimiento de los objetivos de la
política nacional en materia de cambio climático.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio de San Lázaro, Ciudad de México, a 27 de septiembre de
2016.— Diputado José Hernán Cortés Berumen (rúbrica).»

Se remite a la Comisión del Distrito Federal, para dic-
tamen.

LEY GENERAL DE PESCA Y ACUACULTURA
SUSTENTABLES

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
General de Pesca y Acuacultura Sustentables, a cargo del
diputado José Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parla-
mentario del PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la

LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
6, numeral 1, fracción I, 76, numeral 1, fracción II, 77, nu-
meral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
presenta a consideración de esta soberanía iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman diversos artícu-
los de la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables,
conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
Federación1 la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo capital de
los Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes de la
Unión, pero con cambios fundamentales en su naturaleza.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con
autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y
su organización política administrativa, habiendo la posibi-
lidad de darse su propia constitución política, con una for-
ma de gobierno republicano, representativo, democrático y
laico, que tendrá mayor autonomía con los Poderes federa-
les, por ejemplo, en relación a la designación y remoción
de sus funcionarios.

El artículo décimo cuarto transitorio señala que a partir de
la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento al Dis-
trito Federal deberán entenderse hechas a la Ciudad de Mé-
xico.

Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,
político y social de relevancia, pero como elemento esen-
cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.

Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado, ge-
nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar
el lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la
seguridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier es-
tado de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro



sistema, tiene una ratio fundamental para el estado de de-
recho, pues busca que el gobernado tenga plena certeza de
los actos de autoridad y de las reglas con que debe condu-
cirse en relación a los demás. Es pues, un principio que fra-
gua, delimita, o perfecciona a otros de su misma especie o
rango constitucional, pero que por su categoría, goza de su-
premacía, pues ninguno de ellos podría gozar de autonomía
si finalmente su origen no se supedita al estado de derecho.

El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación del
derecho; la realidad de la experiencia de la palabra es un
hecho sine qua non de la existencia jurídica. Diversos au-
tores han puesto de manifiesto este carácter lingüístico y
dialogante del derecho, haciéndolo incluso depender del
lenguaje, de manera que las prescripciones –escribe Von
Wright– presuponen el uso del lenguaje en la formulación
de las normas, y en coincidencia con Kalinowski, es evi-
dente que todo término jurídico es o se manifiesta a través
de una expresión lingüística.2

Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a
los gobernados, el realizar el cambio legislativo material,
cierra el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio
de posibles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea
de buena o mala fe, y contribuye al cambio cultural que im-
plican.

La intención de esta propuesta es agilizar la homologación
de nuestro marco jurídico vigente a la terminología deriva-
da de la reciente reforma, sustituyendo en cada cuerpo
normativo federal los términos superados por los de re-
ciente acuño.

Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de
otras instancias, y en tanto éstas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
Distrito Federal deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite
legislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los
salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal, éstos de-
berán permanecer en tanto se expide la legislación deriva-
da de la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el
Diario Oficial de la Federación, mediante la cual se crea la
Unidad de Medida y Actualización a efecto de desvincular
al salario mínimo del pago de diversas obligaciones.

Para facilitar el proceso legislativo interno de la Cámara, se
agruparon las leyes de acuerdo con su más probable turno

a comisiones, permitiendo un proceso de dictamen sencillo
y célere. En términos generales, los turnos de la Mesa Di-
rectiva a las reformas de la Ley General de Pesca y Acua-
cultura Sustentables se han dado a la Comisión de Pesca.

Por las consideraciones expuestas se somete a considera-
ción de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables

Único. Se reforman los artículos 6o.; 12, párrafo primero;
15; 27, fracción I; 29, fracción VIII; y 80 de la Ley Gene-
ral de Pesca y Acuacultura Sustentables, para quedar como
sigue:

Artículo 6o. La federación, las entidades federativas, la
Ciudad de México y los municipios ejercerán sus atribu-
ciones en materia de pesca y acuacultura sustentables de
conformidad con la distribución de competencias prevista
en esta ley y en otros ordenamientos legales.

Artículo 12. Los convenios y acuerdos de coordinación
que suscriba la federación, por conducto de la secretaría,
con los gobiernos de las entidades federativas, con la par-
ticipación, en su caso, de sus municipios y la Ciudad de
México deberán sujetarse a lo siguiente:

I. a V. …

…

Artículo 15. Los congresos de los estados, con arreglo a
sus respectivas constituciones, y la legislatura de la Ciu-
dad de México expedirán las disposiciones legales que se-
an necesarias para regular las materias de su competencia
previstas en esta ley. Los ayuntamientos, por su parte, dic-
tarán los bandos de policía y buen gobierno, los reglamen-
tos, circulares y disposiciones administrativas que corres-
pondan, para que en sus respectivas circunscripciones, se
cumplan las previsiones del presente ordenamiento.

En el ejercicio de sus atribuciones, los estados, la Ciudad
de México y los municipios observarán las disposiciones
de esta ley y las que de ella se deriven.

Artículo 27. …

I. Las aportaciones que efectúen los gobiernos federal,
estatales, de la Ciudad de México y municipales;

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 27 de septiembre de 2016 / Apéndice  I 47



Año II, Primer Periodo, 27 de septiembre de 2016 / Apéndice  I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados48

II. a VI. …

Artículo 29. …

…

I. a VII. …

VIII. Formular estudios y propuestas para el ordena-
miento de la actividad pesquera y acuícola en coordina-
ción con centros de investigación, universidades, autori-
dades federales, de los gobiernos de las entidades
federativas y de la Ciudad de México;

IX. a XVIII. …

…

Artículo 80. El Programa Nacional de Acuacultura, como
parte del Programa Nacional de Pesca y Acuacultura, se su-
jetará a las previsiones del Plan Nacional de Desarrollo y
contemplará la concurrencia que en materia de acuacultura
lleven a cabo la federación, las entidades federativas, la
Ciudad de México y los municipios, de acuerdo con la
distribución de competencias establecidas en esta ley.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5424043&fecha=29/01/
2016 Consultado el 27 de abril de 2016.

2 Platas Pacheco, María del Carmen. “Elementos para una aproxima-
ción hermenéutica del lenguaje jurídico”, en revista Razonamiento Ju-

dicial, número 7, septiembre de 2007.

Palacio Legislativo de San Lázaro. Ciudad de México, a 27 de sep-
tiembre de 2016.— Diputado José Hernán Cortés Berumen (rúbrica).»

Se turna a la Comisión del Distrito Federal, para dicta-
men.

LEY GENERAL DE PROTECCIÓN CIVIL

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
General de Protección Civil, a cargo del diputado José
Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
6, numeral 1, fracción I, 76, numeral 1, fracción II, 77, nu-
meral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
presenta a consideración de esta soberanía iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman diversos artícu-
los de la Ley General de Protección Civil, conforme a la si-
guiente

Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
Federación1 la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo capital de
los Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes de la
Unión, pero con cambios fundamentales en su naturaleza.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con
autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y
su organización política administrativa, habiendo la posibi-
lidad de darse su propia constitución política, con una for-
ma de gobierno republicano, representativo, democrático y
laico, que tendrá mayor autonomía con los poderes federa-
les, por ejemplo, en relación a la designación y remoción
de sus funcionarios.

El artículo décimo cuarto transitorio señala que a partir de
la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento jurídico
al Distrito Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad
de México.

Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,
político y social de relevancia, pero como elemento esen-
cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.

Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado, ge-



nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar
el lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la
seguridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier es-
tado de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro
sistema, tiene una ratio fundamental para el estado de de-
recho, pues busca que el gobernado tenga plena certeza de
los actos de autoridad y de las reglas con que debe condu-
cirse en relación a los demás. Es pues, un principio que fra-
gua, delimita, o perfecciona a otros de su misma especie o
rango constitucional, pero que por su categoría, goza de su-
premacía, pues ninguno de ellos podría gozar de autonomía
si finalmente su origen no se supedita al estado de derecho.

El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación del
derecho; la realidad de la experiencia de la palabra, es un
hecho sine qua non de la existencia jurídica. Diversos au-
tores han puesto de manifiesto este carácter lingüístico y
dialogante del derecho, haciéndolo incluso depender del
lenguaje; de manera que las prescripciones –escribe Von
Wright– presuponen el uso del lenguaje en la formulación
de las normas, y en coincidencia con Kalinowski, es evi-
dente que todo término jurídico es o se manifiesta a través
de una expresión lingüística.2

Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a
los gobernados, el realizar el cambio legislativo material,
cierra el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio
de posibles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea
de buena o mala fe, y contribuye al cambio cultural que im-
plican.

La intención de esta propuesta es agilizar la homologación
del marco jurídico vigente a la terminología derivada de la
reciente reforma, sustituyendo en cada cuerpo normativo
federal los términos superados por los de reciente acuño.

Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de
otras instancias, y en tanto estas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
Distrito Federal deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite
legislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los
salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal, estos de-
berán permanecer en tanto se expide la legislación deriva-

da de la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el
Diario Oficial de la Federación, mediante la cual se crea la
unidad de medida y actualización a efecto de desvincular al
salario mínimo del pago de diversas obligaciones.

Para facilitar el proceso legislativo interno de la Cámara, se
agruparon las leyes de acuerdo con su más probable turno
a comisiones, permitiendo un proceso de dictamen sencillo
y célere. En términos generales, los turnos de la Mesa Di-
rectiva a las reformas de la Ley General de Protección Ci-
vil se han dado a la Comisión de Protección Civil.

Por las consideraciones expuestas se somete a considera-
ción de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Ley General de Protección Civil

Único. Se reforman los artículos 2, fracciones XV y LVII;
8; 9, párrafo primero; 14; 16; 17, párrafos primero, tercero
y quinto; 18, párrafo primero; 19, fracciones XIV, XXII,
párrafo segundo, XXIII y XXVIII; 20, párrafo tercero; 21,
párrafo quinto; 22; 26, fracción VIII; 27, párrafo primero;
29, fracción XII; 33, párrafo primero; 37; 41, párrafo pri-
mero; 57; 59; 60; 65, párrafos segundo y tercero; 66; 67,
párrafos primero y segundo; 70; 73; 74, párrafo tercero; 75,
párrafo primero; 82; 85, fracciones IV y V; 88; y 89 de la
Ley General de Protección Civil, para quedar como sigue:

Artículo 2. …

I. a XIV. …

XV. Demarcaciones territoriales: Las demarcaciones
territoriales de la Ciudad de México, previstas en su
Constitución;

XVI. a LVI. …

LVII. Unidades de Protección Civil: Los organismos de
la administración pública de las entidades federativas,
municipales o de las demarcaciones territoriales, en-
cargados de la organización, coordinación y operación
del sistema nacional, en su demarcación territorial;

LVIII. a LXI. …

Artículo 8. Los Poderes Legislativo y Judicial de la Unión,
las entidades federativas, los municipios, las demarcacio-
nes territoriales, los organismos descentralizados, los or-
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ganismos constitucionales autónomos y los sectores priva-
do y social, así como la población en general, deberán co-
adyuvar para que las acciones de protección civil se reali-
cen en forma coordinada y eficaz.

Artículo 9. La organización y la prestación de la política
pública de protección civil corresponden al Estado, que de-
berá realizarlas en los términos de esta ley y de su regla-
mento, por conducto de la federación, los estados, la Ciu-
dad de México, los municipios y las demarcaciones
territoriales, en sus respectivos ámbitos de competencia.

…

Artículo 14. El sistema nacional es un conjunto orgánico y
articulado de estructuras, relaciones funcionales, métodos,
normas, instancias, principios, instrumentos, políticas, pro-
cedimientos, servicios y acciones, que establecen corres-
ponsablemente las dependencias y entidades del sector pú-
blico entre sí, con las organizaciones de los diversos grupos
voluntarios, sociales, privados y con los Poderes Legislati-
vo, Ejecutivo y Judicial, de los organismos constituciona-
les autónomos, de las entidades federativas, de los munici-
pios y las demarcaciones territoriales, a fin de efectuar
acciones coordinadas, en materia de protección civil.

Artículo 16. El sistema nacional se encuentra integrado
por todas las dependencias y entidades de la administración
pública federal, por los sistemas de protección civil de las
entidades federativas, sus municipios y las demarcaciones
territoriales; por los grupos voluntarios, vecinales y orga-
nizaciones de la sociedad civil, los cuerpos de bomberos,
así como por los representantes de los sectores privado y,
social, los medios de comunicación y los centros de inves-
tigación, educación y desarrollo tecnológico.

Artículo 17. Los gobernadores de los estados, el jefe del
gobierno de la Ciudad de México, los presidentes munici-
pales y los alcaldes de las demarcaciones territoriales,
tendrán dentro de su jurisdicción la responsabilidad sobre
la integración y funcionamiento de los sistemas de protec-
ción civil, conforme a lo que establezca la presente ley y la
legislación local correspondiente.

…

Aquellos servidores públicos que desempeñen una respon-
sabilidad en las unidades estatales, municipales y en las de-
marcaciones territoriales de protección civil, deberán

contar con certificación de competencia expedida por algu-
na de las instituciones registradas en la escuela nacional.

…

Sobre la denominación que a nivel nacional se tiene de las
unidades estatales, municipales, de la Ciudad de México
y sus demarcaciones territoriales, se dispondrá por virtud
de la presente ley llamarse coordinación local de protec-
ción civil del estado o en su caso, coordinación municipal
de protección civil.

Artículo 18. Es responsabilidad de los gobiernos de los es-
tados y del gobierno de la Ciudad de México, conforme a
su disponibilidad presupuestaria, la contratación de segu-
ros y demás instrumentos de administración y transferencia
de riesgos para la cobertura de daños causados por un de-
sastre natural en los bienes e infraestructura de sus entida-
des federativas.

…

…

Artículo 19. …

I. a XIII. …

XIV. Asesorar a las entidades federativas, al gobierno
de la Ciudad de México y dependencias federales en la
aplicación de los instrumentos financieros de gestión de
riesgos;

XV. a XXI. …

XXII. …

El atlas se integra con la información a nivel nacional,
estatal, de la Ciudad de México, municipal y de las de-
marcaciones territoriales. Consta de bases de datos,
sistemas de información geográfica y herramientas para
el análisis y la simulación de escenarios, así como la es-
timación de pérdidas por desastres. Por la naturaleza di-
námica del riesgo, deberá mantenerse como un instru-
mento de actualización permanente.

…

XXIII. Coordinar el apoyo y asesoría a las dependen-
cias y entidades de la administración pública federal, a



los demás Poderes de la Unión y a los órganos constitu-
cionales autónomos en la prevención de desastres y, con
base en la suscripción de convenios, a los gobiernos de
las entidades federativas, municipios o demarcaciones
territoriales, así como a las instituciones de carácter so-
cial y privado;

XXIV. a XXVII. …

XXVIII. Promover que los gobiernos de las entidades
federativas y de los municipios o de las demarcaciones
territoriales, según corresponda, elaboren y mantengan
actualizados sus respectivos programas de protección
civil y formen parte de sus planes de desarrollo;

XXIX. a XXX. …

Artículo 20. …

…

Asimismo, el Sistema Nacional de Protección Civil coad-
yuvará a realizar las acciones necesarias de protección ci-
vil, de forma coordinada y eficaz, entre el gobierno federal,
las entidades federativas, el gobierno de la Ciudad de Mé-
xico, los municipios, las demarcaciones territoriales, los
sectores privado y social, así como la población en general,
ante el peligro o riesgo específico derivado de un agente
perturbador espacial.

Artículo 21. …

…

…

…

En caso de que la emergencia o desastre supere la capaci-
dad de respuesta del municipio o delegación, acudirá a la
instancia estatal o de la Ciudad de México correspondien-
te, en los términos de la legislación aplicable. Si ésta resul-
ta insuficiente, se procederá a informar a las instancias fe-
derales correspondientes, las que actuarán de acuerdo con
los programas establecidos al efecto, en los términos de es-
ta ley y de las demás disposiciones jurídicas aplicables.

…

Artículo 22. Las políticas, lineamientos y acciones de
coordinación entre la federación, las entidades federativas,
los municipios y las demarcaciones territoriales, se lle-
varán a cabo mediante la suscripción de convenios de co-
ordinación, en los términos de la normatividad aplicable, o
con base en los acuerdos y resoluciones que se tomen en el
consejo nacional y en las demás instancias de coordina-
ción, con pleno respeto de la autonomía de las entidades fe-
derativas y de los municipios.

Artículo 26. …

I. a VII. …

VIII. Convocar, coordinar y armonizar, con pleno res-
peto a sus respectivas soberanías, la participación de las
entidades federativas y por conducto de éstas, de los
municipios, las demarcaciones territoriales y de los
diversos grupos sociales locales organizados, en la defi-
nición y ejecución de las acciones que se convenga rea-
lizar en materia de protección civil;

IX. a XIV. …

Artículo 27. El consejo nacional estará integrado por el
presidente de la República, quien lo presidirá, y por los ti-
tulares de las secretarías de Estado, los gobernadores de los
estados, el jefe del gobierno de la Ciudad de México,
quienes podrán ser suplidos por servidores públicos que os-
tenten cargos con nivel inmediato inferior, y la mesa direc-
tiva de la Comisión de Protección Civil de la Cámara de
Senadores y la de Diputados. En el caso del presidente de
la República, lo suplirá el secretario de Gobernación, quien
a su vez será suplido por el coordinador nacional de Pro-
tección Civil.

…

…

Artículo 29. …

I. a XI. …

XII. Supervisar, en coordinación con las demás instan-
cias competentes, la correcta aplicación de los recursos
de los fondos por las entidades federativas, por los mu-
nicipios y las demarcaciones territoriales; y

XIII. …
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Artículo 33. El comité nacional estará constituido por los
titulares o por un representante de las dependencias y enti-
dades de la administración pública federal, con rango no
inferior al de director general o equivalente, que de acuer-
do a su especialidad asume la responsabilidad de asesorar,
apoyar y aportar, dentro de sus funciones, programas, pla-
nes de emergencia y sus recursos humanos y materiales, al
sistema nacional, así como por el representante que al efec-
to designe el o los gobernadores de los estados afectados o
por el jefe del gobierno de la Ciudad de México, en su ca-
so.

…

…

…

Artículo 37. En la elaboración de los programas de pro-
tección civil de las entidades federativas, municipios y de-
marcaciones territoriales, deberán considerarse las líneas
generales que establezca el programa nacional, así como
las etapas consideradas en la gestión integral de riesgos y
conforme lo establezca la normatividad local en materia de
planeación.

Artículo 41. Las autoridades federales, de las entidades fe-
derativas, de la Ciudad de México, municipales y de las
demarcaciones territoriales fomentarán la cultura en ma-
teria de protección civil entre la población, mediante su
participación individual y colectiva.

…

…

Artículo 57. Le corresponde a la secretaría, a través de la
coordinación nacional, asesorar a las entidades federativas,
al gobierno de la Ciudad de México y dependencias fede-
rales en la aplicación de los instrumentos financieros de
gestión de riesgos.

Artículo 59. La declaratoria de emergencia es el acto me-
diante el cual la secretaría reconoce que uno o varios mu-
nicipios o demarcaciones territoriales de una o más enti-
dades federativas se encuentran ante la inminencia, alta
probabilidad o presencia de una situación anormal genera-
da por un agente natural perturbador y por ello se requiere
prestar auxilio inmediato a la población cuya seguridad e
integridad está en riesgo.

Artículo 60. La declaratoria de desastre natural es el acto
mediante el cual la Secretaría reconoce la presencia de un
agente natural perturbador severo en determinados munici-
pios o demarcaciones territoriales de una o más entida-
des federativas, cuyos daños rebasan la capacidad finan-
ciera y operativa local para su atención, para efectos de
poder acceder a recursos del instrumento financiero de
atención de desastres naturales.

Artículo 65. …

Dichos fenómenos encuentran responsabilidad en su aten-
ción, regulación y supervisión en el marco de las compe-
tencias establecidas por las Leyes locales a las entidades
federativas, municipios o demarcaciones territoriales, y
en el ámbito federal, a través de las instancias públicas fe-
derales, según corresponda.

La coordinación nacional y las unidades de protección ci-
vil de las entidades federativas, municipios y demarcacio-
nes territoriales, promoverán con las diversas instancias
del sistema nacional, para que desarrollen programas espe-
ciales destinados a reducir o mitigar los riesgos antropogé-
nicos, así como de atención a la población en caso de con-
tingencias derivadas de tales fenómenos.

Artículo 66. Cada entidad federativa creará y administrará
un fondo estatal de protección civil, cuya finalidad será la
de promover la capacitación, equipamiento y sistematiza-
ción de las unidades de protección civil de las entidades fe-
derativas, municipios y demarcaciones territoriales.

Artículo 67. Los fondos estatales de protección civil se in-
tegrarán a través de los recursos aportados por la respecti-
va entidad federativa y, en su caso, municipios y demar-
caciones territoriales.

El gobierno federal otorgará subsidios a dichos fondos de
protección civil conforme a los recursos que, en su caso,
sean aprobados para dicho fin en el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación, sin rebasar las aportaciones que hu-
biesen realizado en el ejercicio fiscal correspondiente las
entidades federativas y, en su caso, los municipios y de-
marcaciones territoriales.

…

…



Artículo 70. Sin menoscabo de lo que expresa el artículo
anterior, el Ejecutivo federal deberá promover al interior
del consejo nacional un mecanismo ágil, transparente y
efectivo de control y coordinación para que los recursos
donados sean administrados y entregados en beneficio de
la población de las entidades, municipios, demarcaciones
territoriales o comunidades en emergencia o desastre.

Artículo 73. En caso de riesgo inminente, sin perjuicio de
la emisión de una declaratoria de emergencia o desastre na-
tural y de lo que establezcan otras disposiciones legales, las
dependencias y entidades de la administración pública fe-
deral, de las entidades federativas, de los municipios y de
las demarcaciones territoriales, ejecutarán las medidas
de seguridad que les competan, a fin de proteger la vida de
la población y sus bienes, la planta productiva y su entor-
no, para garantizar el funcionamiento de los servicios
esenciales de la comunidad, informando en forma inme-
diata a las autoridades de protección civil correspondientes
sobre las acciones emprendidas, quienes instalarán en los
casos que se considere necesario y conforme a la normati-
vidad aplicable, el centro de operaciones, como centro de
comando y de coordinación de las acciones en el sitio.

Artículo 74. …

…

El plazo para que gobiernos de las entidades federativas y
de la Ciudad de México tengan acceso a los recursos ten-
dientes a la atención de desastres naturales, será de hasta
10 días naturales, contados a partir del día en que se emita
la declaratoria de desastre natural respectiva.

Artículo 75. Las unidades estatales, municipales y de las
demarcaciones territoriales de protección civil, así como
la de la Ciudad de México, tendrán la facultad de aplicar
las siguientes medidas de seguridad:

I. a VII. …

…

Artículo 82. El gobierno federal, con la participación de
las entidades federativas y el gobierno de la Ciudad de
México, deberán buscar concentrar la información clima-
tológica, geológica, meteorológica y astronómica de que se
disponga a nivel nacional.

Artículo 83. El gobierno federal, con la participación de
las entidades federativas y el gobierno de la Ciudad de
México, promoverá la creación de las bases que permitan
la identificación y registro en los atlas nacional, estatales y
municipales de riesgos de las zonas en el país con riesgo
para la población, el patrimonio público y privado, que po-
sibilite a las autoridades competentes regular la edificación
de asentamientos.

Artículo 85. …

I. a III. …

IV. El gobierno de la Ciudad de México; y

V. Los municipios y las demarcaciones territoriales.

Artículo 88. El gobierno federal, los de las entidades fede-
rativas, y el de la Ciudad de México buscarán y propon-
drán mecanismos para la transferencia de riesgos a través
de la contratación de seguros o de otros instrumentos fi-
nancieros.

Artículo 89. Las autoridades federales, de las entidades fe-
derativas, el Gobierno de la Ciudad de México, los muni-
cipios y las demarcaciones territoriales, determinarán
qué autoridad bajo su estricta responsabilidad, tendrá com-
petencia y facultades para autorizar la utilización de una
extensión territorial en consistencia con el uso de suelo
permitido, una vez consideradas las acciones de preven-
ción o reducción de riesgo a que se refieren los artículos de
este capítulo.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5424043&fecha=29
/01/2016 Consultado el 27 de abril de 2016.

2 Platas Pacheco, María del Carmen. “Elementos para una aproxima-
ción hermenéutica del lenguaje jurídico”, en revista Razonamiento Ju-

dicial, número 7, septiembre de 2007.
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Palacio Legislativo de San Lázaro. Ciudad de México, a 27 de sep-
tiembre de 2016.— Diputado José Hernán Cortés Berumen (rúbrica).»

Se remite a la Comisión del Distrito Federal, para dic-
tamen.

LEY GENERAL DE SALUD, LEY DE ASISTENCIA
SOCIAL Y LEY DE LOS INSTITUTOS NACIONALES
DE SALUD

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de las Leyes
General de Salud, de Asistencia Social, y de los Institutos
Nacionales de Salud, a cargo del diputado José Hernán
Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, diputado federal
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, y 78, fracción III, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; 55, fracción II, del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, frac-
ción I; 76, numeral 1, fracción II; 77, numeral 1, y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta a consi-
deración de esta soberanía la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforman diversos artículos
de la Ley General de Salud, la Ley de Asistencia Social y
la Ley de los Institutos Nacionales de Salud, conforme a la
siguiente

Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
Federación1, la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo Capital
de los Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes
de la Unión, pero con cambios fundamentales en su natu-
raleza.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con
autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y
su organización política administrativa, habiendo la posibi-
lidad de darse su propia constitución política, con una for-
ma de gobierno republicano, representativo, democrático y
laico, que tendrá mayor autonomía con los Poderes federa-

les, por ejemplo, en relación a la designación y remoción
de sus funcionarios.

El artículo décimo cuarto transitorio señala que a partir de
la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento jurídico
al Distrito Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad
de México.

Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,
político y social de relevancia, pero como elemento esen-
cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.

Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado, ge-
nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar
el lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la
seguridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier es-
tado de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro
sistema, tiene una ratio fundamental para el estado de de-
recho, pues busca que el gobernado tenga plena certeza de
los actos de autoridad y de las reglas con que debe condu-
cirse en relación a los demás. Es pues, un principio que fra-
gua, delimita, o perfecciona a otros de su misma especie o
rango constitucional, pero que por su categoría, goza de su-
premacía, pues ninguno de ellos podría gozar de autonomía
si finalmente su origen no se supedita al estado de derecho.

El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación del
derecho; la realidad de la experiencia de la palabra, es un
hecho sine qua non de la existencia jurídica. Diversos au-
tores han puesto de manifiesto este carácter lingüístico y
dialogante del derecho, haciéndolo incluso depender del
lenguaje; de manera que las prescripciones –escribe von
Wright– presuponen el uso del lenguaje en la formulación
de las normas, y en coincidencia con Kalinowski, es evi-
dente que todo término jurídico es o se manifiesta a través
de una expresión lingüística.2

Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a
los gobernados, el realizar el cambio legislativo material,
cierra el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio
de posibles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea



de buena o mala fe, y contribuye al cambio cultural que im-
plican.

Es pues la intención de esta propuesta, agilizar la homolo-
gación de nuestro marco jurídico vigente a la terminología
derivada de la reciente reforma, sustituyendo en cada cuer-
po normativo federal los términos superados, por los de re-
ciente acuño.

Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de
otras instancias, y en tanto estas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
Distrito Federal, deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite
legislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los
salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal, estos de-
berán permanecer en tanto se expide la legislación deriva-
da de la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el
Diario Oficial de la Federación, mediante la cual se crea la
Unidad de Medida y Actualización a efecto de desvincular
al salario mínimo del pago de diversas obligaciones.

Para facilitar el proceso legislativo interno de la Cámara, se
agruparon las leyes de acuerdo con su más probable turno
a comisiones, permitiendo un proceso de dictamen sencillo
y célere.

En términos generales los turnos de la Mesa Directiva a las
reformas de las siguientes leyes: Ley General de Salud,
Ley de Asistencia Social y Ley de los Institutos Nacionales
de Salud, se han dado a la Comisión de Salud, por tanto se
agrupan en esta iniciativa, para los procesos legislativos a
que haya lugar.

Por las consideraciones expuestas, es que se somete a la
consideración de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Ley General de Salud, la Ley de Asistencia Social y la
Ley de los Institutos Nacionales de Salud

Artículo Primero. Se reforma el artículo 4 fracción IV y
el artículo 314 Bis 1 párrafo primero de la Ley General de
Salud, para quedar como sigue:

Artículo 4o. …

I. a III. …

IV. Los gobiernos de las entidades federativas, inclu-
yendo el Gobierno de la Ciudad de México.

Artículo 314 Bis 1. El Subsistema Nacional de Donación
y Trasplantes está constituido por las dependencias y enti-
dades de la Administración Pública, tanto federal como de
las entidades federativas, el Centro Nacional de Trasplan-
tes, los Centros Estatales de Trasplantes y el de la Ciudad
de México y las personas físicas o morales de los sectores
público, social y privado que presten servicios de salud o
se dediquen a actividades relacionadas con los trasplantes
o la donación de órganos, tejidos y células, así como por
los programas y los mecanismos de vinculación, coordina-
ción y colaboración de acciones que se establezcan entre
éstas.

…

Artículo Segundo. Se reforman los artículos: 1; 14 frac-
ción VII; 17; 18, y 19 de la Ley de Asistencia Social, para
quedar como sigue:

Artículo 1. La presente Ley se fundamenta en las disposi-
ciones que en materia de Asistencia Social contiene la Ley
General de Salud, para el cumplimiento de la misma, ga-
rantizando la concurrencia y colaboración de la Federa-
ción, las Entidades Federativas, la Ciudad de México y los
sectores social y privado.

Artículo 14. …

I. a VI. …

VII. La instrumentación de mecanismos de coordina-
ción para la operación, control y evaluación de los pro-
gramas de asistencia social que las entidades federati-
vas, la Ciudad de México y los municipios realicen
apoyados total o parcialmente con recursos federales;

VIII. a IX. …

Artículo 17. Las atribuciones que en materia de asistencia
social correspondan a las entidades federativas, la Ciudad
de México y a los Municipios, se regirán de acuerdo con lo
estipulado por el Artículo 7 de esta Ley.

Artículo 18. Las entidades federativas, la Ciudad de Méxi-
co y los municipios asumirán el ejercicio de las funciones
que, en materia de asistencia social, les transfiera la Fede-
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ración a través de los convenios respectivos y conforme a
lo dispuesto en este ordenamiento.

Artículo 19. La Secretaría de Salud a través del Organis-
mo, y en su caso, con la intervención de otras dependencias
y entidades, podrá celebrar acuerdos de coordinación en
materia de asistencia social con los gobiernos de las Enti-
dades Federativa y de la Ciudad de México.

Artículo Tercero. Se reforma el artículo 8 de la Ley de los
Institutos Nacionales de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 8. El domicilio legal de cada uno de los Institutos
Nacionales de Salud será la Ciudad de México, con excep-
ción del Instituto Nacional de Salud Pública, cuyo domici-
lio legal será la ciudad de Cuernavaca, Estado de Morelos,
sin perjuicio de que, en su caso, se puedan establecer en
cualquier parte del territorio nacional.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5424043&fecha=29/01/
2016 Consultado el 27 de abril de 2016.

2 Platas Pacheco María del Carmen, “Elementos para una aproxima-
ción hermenéutica del lenguaje jurídico.” Revista Razonamiento Judi-

cial, número 7, septiembre de 2007.

Palacio de San Lázaro, Ciudad de México a 27 de septiembre de
2016.— Diputado José Hernán Cortés Berumen (rúbrica).»

Se turna a la Comisión del Distrito Federal, para dicta-
men.

LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA
INFORMACIÓN PÚBLICA Y LEY FEDERAL ANTICO-
RRUPCIÓN EN CONTRATACIONES PÚBLICAS

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de las Leyes
General de Transparencia y Acceso a la Información Públi-
ca, y Federal Anticorrupción en Contrataciones Públicas, a
cargo del diputado José Hernán Cortés Berumen, del Gru-
po Parlamentario del PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, diputado federal
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, y 78, fracción III, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; 55, fracción II, del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, frac-
ción I; 76, numeral 1, fracción II; 77, numeral 1, y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta a consi-
deración de esta soberanía la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforman diversos artículos
de la Ley General de Transparencia y la Ley Federal Anti-
corrupción en Contrataciones Públicas, conforme a la si-
guiente,

Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
Federación1, la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo capital de
los Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes de la
Unión, pero con cambios fundamentales en su naturaleza.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con
autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y
su organización política administrativa, habiendo la posibi-
lidad de darse su propia constitución política, con una for-
ma de gobierno republicano, representativo, democrático y
laico, que tendrá mayor autonomía con los Poderes federa-
les, por ejemplo, en relación a la designación y remoción
de sus funcionarios.

El artículo decimocuarto transitorio señala que a partir de
la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento jurídico
al Distrito Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad
de México.



Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,
político y social de relevancia, pero como elemento esen-
cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.

Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado, ge-
nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar
el lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la
seguridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier es-
tado de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro
sistema, tiene una ratio fundamental para el estado de de-
recho, pues busca que el gobernado tenga plena certeza de
los actos de autoridad y de las reglas con que debe condu-
cirse en relación a los demás. Es pues, un principio que fra-
gua, delimita, o perfecciona a otros de su misma especie o
rango constitucional, pero que por su categoría, goza de
supremacía, pues ninguno de ellos podría gozar de autono-
mía si finalmente su origen no se supedita al estado de de-
recho.

El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación del
derecho; la realidad de la experiencia de la palabra, es un
hecho sine qua non de la existencia jurídica. Diversos au-
tores han puesto de manifiesto este carácter lingüístico y
dialogante del derecho, haciéndolo incluso depender del
lenguaje; de manera que las prescripciones –escribe von
Wright– presuponen el uso del lenguaje en la formulación
de las normas, y en coincidencia con Kalinowski, es evi-
dente que todo término jurídico es o se manifiesta a través
de una expresión lingüística.2

Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a
los gobernados, el realizar el cambio legislativo material,
cierra el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio
de posibles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea
de buena o mala fe, y contribuye al cambio cultural que
implican.

Es pues la intención de esta propuesta, agilizar la homolo-
gación de nuestro marco jurídico vigente a la terminología
derivada de la reciente reforma, sustituyendo en cada cuer-
po normativo federal los términos superados, por los de re-
ciente acuño.

Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de
otras instancias, y en tanto estas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
Distrito Federal, deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite
legislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los
salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal, estos de-
berán permanecer en tanto se expide la legislación deriva-
da de la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el
Diario Oficial de la Federación, mediante la cual se crea la
Unidad de Medida y Actualización a efecto de desvincular
al salario mínimo del pago de diversas obligaciones.

Para facilitar el proceso legislativo interno de la Cámara, se
agruparon las leyes de acuerdo con su más probable turno
a comisiones, permitiendo un proceso de dictamen sencillo
y célere.

En términos generales los turnos de la Mesa Directiva a las
reformas de las siguientes leyes General de Transparencia,
y Federal Anticorrupción en Contrataciones Públicas, se
han dado a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción,
por tanto se agrupan en esta iniciativa, para los procesos le-
gislativos a que haya lugar.

Por las consideraciones expuestas, es que se somete a la
consideración de esta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Ley General de Transparencia y la Ley Federal Antico-
rrupción en Contrataciones Públicas

Artículo Primero. Se reforman los artículos: 3 fracciones
III, VIII y XVIII; 38 párrafo primero; 40 párrafo segundo;
41 fracción VI; 42 fracción XV; 71 fracción I y su inciso
a); 72 párrafo primero; 76 fracciones XV y XXIV; 91 frac-
ción IV; 98 párrafo tercero; 175, y 176 de la Ley General
de Transparencia, para quedar como sigue:

Artículo 3. …

I. y II. …

III. Comisionado: Cada uno de los integrantes del Pleno
del Instituto y de los Organismos garantes de los Esta-
dos y de la Ciudad de México.

IV. a VII. …
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VIII. Entidades Federativas: Las partes integrantes de la
Federación que son los Estados de Aguascalientes, Baja
California, Baja California Sur, Campeche, Coahuila de
Zaragoza, Colima, Chiapas, Chihuahua, Durango, Gua-
najuato, Guerrero, Hidalgo, Jalisco, México, Michoa-
cán, Morelos, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Puebla,
Querétaro, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sinaloa, So-
nora, Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz, Yucatán,
Zacatecas y la Ciudad de México.

IX. a XVII. …

XVIII. Servidores Públicos: Los mencionados en el pá-
rrafo primero del artículo 108 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos y sus correlativos
de las Entidades Federativas y municipios que establez-
can las Constituciones de los Estados y de la Ciudad de
México.

XIX. a XXI. …

Artículo 38. El Congreso de la Unión, los congresos de las
entidades federativas y la Legislatura de la Ciudad de Mé-
xico, a fin de garantizar la integración colegiada y autóno-
ma de los Organismos garantes, deberán prever en su con-
formación un número impar y sus integrantes se
denominarán comisionados. Procurarán en su conforma-
ción privilegiar la experiencia en materia de acceso a la in-
formación pública y protección de datos personales, así co-
mo procurar la igualdad de género. La duración del cargo
no será mayor a siete años y se realizará de manera escalo-
nada para garantizar el principio de autonomía.

…

Artículo 40. …

El Congreso de la Unión, los Congresos de las Entidades
Federativas y la Legislatura de la Ciudad de México debe-
rán otorgar un presupuesto adecuado y suficiente a los Or-
ganismos garantes para el funcionamiento efectivo y cum-
plimiento de la presente ley, las leyes federales y de las
entidades federativas, según corresponda, conforme a las
leyes en materia de presupuesto y responsabilidad hacen-
daria.

Artículo 41. …

I. a V. …

VI. Interponer, cuando así lo aprueben la mayoría de sus
comisionados, acciones de inconstitucionalidad en con-
tra de leyes de carácter federal, estatal o de la Ciudad de
México, así como de los tratados internacionales cele-
brados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Se-
nado de la República, que vulneren el derecho de acce-
so a la información;

VII. a XI. …

Artículo 42. …

I. a XIV. …

XV. Según corresponda, interponer acciones de incons-
titucionalidad en contra de leyes expedidas por las le-
gislaturas locales y la Asamblea Legislativa de la Ciu-
dad de México que vulneren el derecho de acceso a la
información pública y la protección de datos personales;

XVI. a XXII. …

Artículo 71. …

I. En el caso del Poder Ejecutivo federal, los poderes
ejecutivos de las entidades federativas, el órgano ejecu-
tivo de la Ciudad de México y los municipios:

a) El Plan Nacional de Desarrollo, los planes estata-
les de desarrollo o el Programa General de Desarro-
llo de la Ciudad de México según corresponda;

b) a g) …

II. …

Artículo 72. Además de lo señalado en el artículo 70 de la
presente ley, los sujetos obligados de los Poderes Legisla-
tivos federal, de las entidades federativas y la legislatura de
la Ciudad de México deberán poner a disposición del pú-
blico y actualizar la siguiente información:

I. a XV. …

Artículo 76. …

I. a XIV. …

XV. El directorio de sus órganos de direcciones nacio-
nales, estatales, municipales, de la Ciudad de México y,



en su caso, regionales, de las demarcaciones territoria-
les y distritales;

XVI. a XXIII. …

XXIV. Los montos de financiamiento público otorgados
mensualmente, en cualquier modalidad, a sus órganos
nacionales, estatales, municipales y de la Ciudad de Mé-
xico así como los descuentos correspondientes a sancio-
nes;

XXV. a XXX. …

Artículo 91. …

I a III. …

IV. En caso de que la denuncia se presente por escrito,
el denunciante deberá señalar el domicilio en la juris-
dicción que corresponda o la dirección de correo elec-
trónico para recibir notificaciones. En caso de que la de-
nuncia se presente por medios electrónicos, se entenderá
que se acepta que las notificaciones se efectúen por el
mismo medio. En caso de que no se señale domicilio o
dirección de correo electrónico o se señale un domicilio
fuera de la jurisdicción respectiva, las notificaciones,
aún las de carácter personal, se practicarán a través de
los estrados físicos del Instituto u Organismo garante
competente de las Entidades Federativas o de la Ciudad
de México, y

V. …

Artículo 98. ...

…

Cuando los organismos garantes de los estados o de la Ciu-
dad de México, según corresponda, consideren que existe
un incumplimiento total o parcial de la resolución, le noti-
ficarán, por conducto de la Unidad de Transparencia del
sujeto obligado, al superior jerárquico del servidor público
responsable de dar cumplimiento, para el efecto de que, en
un plazo no mayor a cinco días, se dé cumplimiento a la re-
solución.

Artículo 175. Una vez cumplimentada la resolución a que
se refiere el artículo anterior por parte del sujeto obligado,
éste deberá informar al organismo garante de las entidades

federativas o de la Ciudad de México, según corresponda,
respecto de su cumplimiento, lo cual deberá hacer dentro
del plazo previsto en el artículo anterior.

Artículo 176. Corresponderá a los Organismos garantes de
las Entidades Federativas y de la Ciudad de México en el
ámbito de su competencia, realizar el seguimiento y vigi-
lancia del debido cumplimiento por parte del sujeto obliga-
do respectivo de la nueva resolución emitida como conse-
cuencia de la inconformidad, en términos del Capítulo IV
del presente Título.

Artículo Segundo. Se reforman los artículos 3, fracción
VIII; 4, fracción I, y 11 de la Ley Federal Anticorrupción
en Contrataciones Públicas, para quedar como sigue:

Artículo 3. …

I. a VII. …

VIII. Instituciones públicas contratantes: Las dependen-
cias y entidades de la Administración Pública Federal;
los fideicomisos públicos no paraestatales, los mandatos
y contratos análogos; la Procuraduría; las entidades fe-
derativas y los municipios, incluidos los entes públicos
de unas y otros, así como las alcaldías de las demarca-
ciones territoriales de la Ciudad de México, que realicen
contrataciones públicas con cargo total o parcial a fon-
dos federales, en términos de las disposiciones jurídicas
aplicables, y las áreas u órganos competentes de las au-
toridades que refieren las fracciones II a XI del artículo
4 de esta Ley, encargadas de las contrataciones públicas
de carácter federal;

IX. a XVI. …

Artículo 4. …

I. La Secretaría, en el ámbito de la Administración Pú-
blica Federal y de la Procuraduría, así como de las enti-
dades federativas, los municipios y las alcaldías de las
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México que
lleven a cabo contrataciones públicas de carácter fede-
ral;

II. a XI. …

…
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Artículo 11. Todo servidor público tendrá la obligación de
denunciar por escrito las acciones u omisiones que en ejer-
cicio de sus funciones tuviere conocimiento y que pudieren
ser sancionadas en términos de esta Ley. El incumplimien-
to de dicha obligación será motivo de las sanciones previs-
tas en la Ley Federal de Responsabilidades Administrati-
vas de los Servidores Públicos o del ordenamiento legal
aplicable de las entidades federativas, tratándose de con-
trataciones públicas federales que realicen dichas entidades
federativas, los municipios, incluidos los entes públicos de
unas y otros y las alcaldías de las demarcaciones territoria-
les de la Ciudad de México.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5424043&fecha=29/01/
2016 Consultado el 27 de abril de 2016.

2 Platas Pacheco María del Carmen, “Elementos para una aproxima-
ción hermenéutica del lenguaje jurídico.” Revista Razonamiento Judi-

cial, número 7, septiembre de 2007.

Palacio de San Lázaro, Ciudad de México, a 27 de septiembre de
2016.— Diputado José Hernán Cortés Berumen (rúbrica).»

Se remite a la Comisión del Distrito Federal, para dic-
tamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

«Iniciativa que adiciona los artículos 26, 115 y 116 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo del diputado Juan Pablo Piña Kurczyn, del Grupo
Parlamentario del PAN, y suscrita por integrantes de la Co-
misión de Fortalecimiento al Federalismo

Los que suscriben, diversos integrantes de la Comisión de
Fortalecimiento al Federalismo de la en la LXIII Legisla-
tura de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión
y, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, someto a consideración del pleno
de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se adiciona un inciso d al ar-
tículo 26, se adiciona un párrafo segundo a la fracción IX
del artículo 115 y se adiciona un párrafo tercero al inciso b
de la fracción I del artículo 116, todos de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos al tenor de lo si-
guiente

Exposición de Motivos

El federalismo, podemos entenderlo como una forma de
organización política moderna, dotada de ciertos princi-
pios, reglas y relaciones entre sus miembros cuyas funcio-
nes se encuentran distribuidas y bien delimitadas entre los
órganos que constituyen los distintos niveles.

Su esencia es la estructura institucional dual y la autonomía
política que conservan las partes, esto es, la capacidad pa-
ra decidirse a sí mismas: “autogobierno mas gobierno com-
partido”.1

Dicha forma de organización política, permite la descen-
tralización del poder público, el equilibrio de poderes para
coadyuvar a la democratización en la toma de decisiones, y
la distribución de competencias y responsabilidades insti-
tucionales. 

De igual forma, es garantía de diversidad, al tiempo que
también lo es de la unidad de las partes en un todo. En el
federalismo coexisten la exigencia de mantener identida-
des diversas, con la necesidad de conformar un todo unifi-
cado. 

Es posible observar en los estados federales diversos me-
canismos que tienden a lograr la cohesión del conjunto en
la elaboración de políticas públicas. Dichos mecanismos
no son otra cosa que el sistema de relaciones interguberna-
mentales.

Así, nuestra Carta Magna establece diversos mecanismos
de relación entre los órdenes de gobierno, ya sea a través
de instrumentos de coordinación fiscal, en materia de se-
guridad pública o bien a través de leyes generales expedi-
das por el Congreso de la Unión en las que el Constituyen-
te Permanente ha establecido diversas materias en las que
los distintos órdenes de gobierno se coordinan para un de-
terminado fin. 



Nuestro texto constitucional reconoce en los gobiernos loca-
les, distintos mecanismos de colaboración y coordinación
para lograr objetivos concretos en un marco de cooperación
local. Así por ejemplo, el artículo 115 constitucional esta-
blece que los municipios pueden celebrar convenios con el
estado al que pertenecen para que éste, de manera directa o
a través de un organismo específico que para el efecto se
cree, se haga cargo en forma temporal de algunos de los
servicios públicos y funciones que le corresponde realizar
a los municipios, o bien para que se presten o se ejerzan
de manera coordinada por el estado y por el propio muni-
cipio.

Igualmente, el inciso a) de la fracción IV del artículo 115
permite que los municipios celebren convenios con el esta-
do para que éste se haga cargo de algunas de las funciones
relacionadas con la administración de las contribuciones
municipales.

Por otro lado, los municipios pueden celebrar convenios
con la federación para la administración y custodia de las
zonas federales (fracción V, inciso i) del artículo 115). Y la
federación y los estados pueden celebrar convenios por
medio de los cuales los segundos pueden ejercer funciones
de aquélla, o la ejecución y operación de obras y la presta-
ción de servicios públicos “cuando el desarrollo económi-
co y social lo haga necesario”; por último, los estados pue-
den celebrar convenios con sus municipios, para que éstos
asuman la prestación de los servicios o la atención de las
funciones que mediante convenio de la federación hubiera
transferido a los estados (artículo 116, fracción VII). 

En otros casos, la posibilidad de celebrar convenios deriva
de leyes federales relativas a materias exclusivas de la fe-
deración. Sin embargo, en estos supuestos la facultad ex-
clusiva que tiene el Congreso de la Unión para expedir le-
yes sobre ciertas materias, incluye la posibilidad de
celebrar convenios para compartir con estados y munici-
pios la ejecución de la ley federal (pero no para compartir
la potestad legislativa, como sería el caso de las leyes mar-
co o generales). 

Otro mecanismo característico del sistema de relaciones
intergubernamentales en nuestro país son los convenios
que pueden celebrarse en distintas materias entre federa-
ción y estados, entre la federación y municipios, entre es-
tados y municipios, o entre municipios. La posibilidad de
celebrar convenios deriva en algunos casos directamente
de la Constitución.

Las relaciones intergubernamentales han ido cobrando ca-
da vez más importancia en la práctica del federalismo me-
xicano.

Conferencia Nacional de Municipios de México

En todo sistema federal es preciso construir factores que
permitan la integración y la cohesión entre los distintos ór-
denes de gobierno, entre sus órganos legislativos, jurisdic-
cionales, gubernamentales y administrativos. 

En años recientes los titulares de los gobiernos municipa-
les comenzaron a buscar nuevas formas de colaboración y
participación que les permitiera contar con mecanismos de
coordinación entre mandatarios municipales en la búsque-
da de nuevas rutas de entendimiento y colaboración entre
municipio, con el ejecutivo estatal y el poder federal. Este
mecanismo derivó en la creación de la Conferencia Nacio-
nal de Municipios de México (Conamm), que significó un
esfuerzo inédito para lograr que el federalismo mexicano
tuviera un cauce distinto al que se había construido duran-
te los siglos XIX y XX. La Conamm implicó también la
oportunidad de coordinar los esfuerzos de los alcaldes con
la finalidad de construir mejores condiciones de desarrollo
para los municipios que gobiernan.

La Conamm, constituida formalmente el 6 de octubre de
2014 en León, Guanajuato, se ha distinguido por ser un fo-
ro democrático permanente de diálogo, concertación y en-
cuentro entre los titulares de los Poderes Ejecutivos de los
municipios y otros actores, con el compromiso de impulsar
una visión democrática y federalista desde el seno de las
municipalidades, a fin de fortalecer los espacios institucio-
nales y privilegiar los acuerdos que incidan en el desarro-
llo y bienestar de los habitantes de sus localidades. 

El primer antecedente de la Conamm surgió con la firma de
la Declaración de Río de Janeiro el 4 de mayo de 2001, en
el marco de los trabajos del congreso mundial de alcaldes
y en cuyo acuerdo se destaca la necesidad de unificar el
movimiento municipal en México. Posteriormente se reali-
zaron reuniones donde se analizaron los temas relaciona-
dos con la nueva organización, aprobando un conjunto de
acuerdos generales para la conformación de la Conamm. 

Posteriormente el 7 de septiembre de 2007 en la ciudad de
Cancún, Quintana Roo, se firmó un documento que com-
prende compromisos y acuerdos para el establecimiento de
la Conamm. Esos acuerdos permitieron desarrollar una
etapa de posicionamiento nacional de la Conferencia.
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En una etapa más reciente se logró la reunificación del mo-
vimiento municipalista, destacándose la suscripción por
parte de las asociaciones nacionales de municipios (AAL-
MAC, ANAC y FENAMM) de la Declaración Municipa-
lista de San Luis Potosí, en el marco del Foro desde lo Lo-
cal celebrado en la misma ciudad en septiembre de 2012. 

Lo anterior derivo en una nueva etapa de unidad para el
asociacionismo municipal mexicano, el cual permitió que
el 31 de enero de 2013, se presentara a la Conamm como
una mesa política de dialogo de alto nivel, buscado ser la
instancia de representación política de todos los munici-
pios mexicanos.

El artículo 5 de los Estatutos de la Conferencia Nacional de
Municipios de México establece que “el objeto de la con-
ferencia es constituirse como la organización que represen-
ta a los gobiernos municipales, locales y delegacionales,
así como a las asociaciones y a las redes municipalistas del
país, con el propósito de impulsar una agenda nacional pa-
ra el fortalecimiento de la vida municipal y de lograr el me-
joramiento de la calidad de vida en las ciudades y en las co-
munidades locales, con la visión de respetar los principios
de institucionalidad, representatividad, pluralidad, consen-
so, equidad, transparencia y legalidad”. 

Ante la situación en la que nos encontramos, resulta nece-
sario transitar hacia un régimen en el cual la federación, los
estados y los municipios generen mecanismos de encuen-
tro, de intercambio de información, de deliberación y pro-
puesta. 

Por ello, la presente iniciativa busca reconocer a la Co-
namm como mecanismo de relaciones intergubernamenta-
les en nuestra ley fundamental, a fin de que su participa-
ción en la vida institucional fortalezca la vida democrática
de nuestro país, y le imprima una suma de esfuerzos para
lograr el desarrollo sostenido regional y nacional.

Conferencia Nacional de Gobernadores

La Conferencia Nacional de Gobernadores (Conago) se au-
todefine como un foro permanente, el cual busca fortalecer
el federalismo mediante mecanismos democráticos, mante-
niendo pleno respeto de las instituciones de México. Éste
es un espacio incluyente, abierto a todas las entidades del
país, sin distinción de partidos políticos.

Dicha organización, impulsa el fortalecimiento de las enti-
dades federativas para que contribuyan en mayor medida al

desarrollo nacional, así como para que cuenten con los re-
cursos y capacidad de respuesta de las demandas de sus co-
munidades.

Esta conferencia propone el diseño de programas incluyen-
tes que satisfagan las demandas de seguridad, justicia,
bienestar social, democracia y transparencia así como pro-
mueve la consolidación de una nueva relación de respeto y
colaboración entre los órdenes de gobierno.

La Conago tiene dentro de sus objetivos realizar proyectos
y estudios políticos, económicos, sociales y jurídicos, para
así deliberar y proponer soluciones sobre asuntos relativos
a política presupuestaria, transferencia de potestades y re-
cursos, desarrollo social, seguridad pública, servicios pú-
blicos, procesos de desarrollo y descentralización adminis-
trativa, políticas de inversión pública, fortalecimiento a los
gobiernos locales y relaciones intergubernamentales.

La Conferencia Nacional de Gobernadores es un foro per-
manente de diálogo, concertación y encuentro entre los ti-
tulares de los Ejecutivos estatales y otros actores, con el
compromiso de impulsar una visión democrática y federa-
lista desde el seno de las entidades federativas, a fin de for-
talecer los espacios institucionales y privilegiar los acuer-
dos que incidan en el desarrollo y bienestar de todos los
mexicanos.

El primer antecedente de la Conago se da en la reunión de
gobernadores en Mazatlán, Sinaloa, el 10 de agosto de
2001 a la que asistieron veinte gobernadores. Sin embargo,
como tal, la Conago se constituye el 13 de julio de 2002 en
Cancún, Quintana Roo, con la presencia o representación
de todos los gobernadores del Partido Revolucionario Ins-
titucional (PRI) y del Partido de la Revolución Democráti-
ca (PRD), reafirmando la voluntad superior de los estados
con el pacto federal.

Durante la X reunión ordinaria de la Conago celebrada en
San Luis Potosí el 30 de julio de 2003, se integran plena-
mente los gobernadores de todos los partidos políticos,
quienes se manifestaron por establecer una agenda común,
de buscar el mejor diálogo posible y fortalecer el pacto fe-
deral y trabajar de una manera integral.

La época conocida como porfiriato fue marcada por un ab-
solutismo en el que Porfirio Díaz imponía gobernadores se-
gún sus intereses. Este hecho nos señala que existe la ne-
cesidad de agrupación de los gobernadores, no sólo como
una forma de equilibrar el poder frente al Ejecutivo fede-



ral, sino como una manera de enfrentar de una manera co-
laborativa los problemas que enfrenta este gran país.

Es así como surge la Conago, casi un siglo después que su
homóloga en los Estados Unidos de América. Allá, la Na-
tional Governors Association, (NGA, por su siglas en in-
glés), fue fundada en 1908, como la voz colectiva de los
gobernadores. Sus miembros son los gobernadores de los
50 estados, y también pertenecen los gobernadores de los 5
territorios y mancomunidades de los EUA La NGA realiza
un trabajo sistemático de apoyo a gobernadores y a sus
equipos, especialmente en el cruce de información y expe-
riencias en distintos programas. De manera especial, los
gobernadores se turnan para tomar posición a nombre de
todos frente a temas nacionales. El conjunto de trabajos
que se tienen en la NGA es una parte valiosísima de la his-
toria de ese país. De igual manera, la NGA apoya a gober-
nadores entrantes y gestiona y cabildea por los gobernado-
res en el Congreso Federal.2

Contenido de la iniciativa

La iniciativa que hoy se presenta, tiene por objeto incorpo-
rar a la Conamm, y a la Conago como organismos públicos
conformados por los titulares de los poderes ejecutivos mu-
nicipales y estatales, respectivamente, y como foros demo-
cráticos permanentes de diálogo y concertación entre sus
integrantes. 

Consideramos que la inclusión de dichos órganos en el tex-
to constitucional, podrá dotar de mayores facultades a los
mismos, de manera que sean escuchadas sus propuestas y
permitan enfrentar de la mejor manera las problemáticas
comunes que se les presentan todos los días.

Consideramos que la solución a los problemas de las enti-
dades federativas, deben ser propuestas desde el ámbito lo-
cal.

A efecto de tener un mejor panorama de la propuesta, se
presenta el siguiente cuadro comparativo:

En tal virtud, sometemos a la consideración de esta Hono-
rable Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto

Único. Se adiciona un apartado D al artículo 26; se adicio-
na una fracción IX al artículo 115 y se adiciona un párrafo
tercero al inciso b de la fracción I del artículo 116, todos de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
para quedar como sigue:

Artículo 26.

A…

B…

C…

D. La federación contará con la Conferencia Nacio-
nal de Gobernadores y la Conferencia Nacional de
Municipios de México como organismos autónomos,
responsables de brindar apoyo técnico en el diseño,
implementación y evaluación de políticas públicas
que atiendan las necesidades de los estados y muni-
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cipios que propicien el desarrollo equilibrado entre
los tres niveles de gobierno.

Artículo 115. …

I. a VIII. …

IX. La Conferencia Nacional de Municipios de Mé-
xico, estará integrada por los titulares de los gobier-
nos municipales, teniendo como objetivo impulsar el
desarrollo local y promover políticas públicas que
permitan el progreso de los municipios con pleno
respeto a las autonomías de cada uno de ellos.

Artículo 116. …

…

I. …

…

…

…

a)…

b)…

…

La Conferencia Nacional de Gobernadores estará
integrado por los titulares de los ejecutivos esta-
tales, teniendo como objetivo impulsar el desa-
rrollo local y promover políticas públicas que
permitan el progreso de las entidades federativas
con pleno respeto a las autonomías de cada uno
de ellos.

II. a IX. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Los organismos a que hace referencia el aparta-
do D del artículo 26 se regirán bajo la Ley reglamentaria

correspondiente, la cual deberá ser expedida en un plazo de
180 días naturales a partir de la entrada en vigor del pre-
sente decreto.

Notas:

1 Elazar Daniel J. “Exploración del federalismo”, citado en “Federa-
lismo, gobiernos locales y democracia”; disponible en http://biblio.ju-
ridicas.unam.mx/libros/2/512/4.pdf 

2 http://elfederalista.mx/?p=144622

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de septiembre de 2016.—
Diputados: Juan Pablo Piña Kurczyn, María del Rocío Rebollo Men-
doza, José Lorenzo Rivera Sosa, Salomón Fernando Rosales Reyes,
Óscar Valencia García, María García Pérez, Candelario Pérez Alvara-
do, Arturo Álvarez Angli, Delfina Gómez Álvarez, secretarios; Gabriel
Casillas Zanatta, Manuel de Jesús Espino Barrientos, Sergio René Can-
cino Barffuson, Pedro Garza Treviño, María Isabel Maya Pineda, Ar-
mando Soto Espino (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY DE COORDINACIÓN FISCAL

«Iniciativa que reforma los artículos 2o. y 6o. de la Ley de
Coordinación Fiscal, a cargo del diputado Juan Pablo Piña
Kurczyn, del Grupo Parlamentario del PAN, y suscrita por
integrantes de la Comisión de Fortalecimiento al Federa-
lismo

Los que suscriben, diversos integrantes de la Comisión de
Fortalecimiento al Federalismo de la LXIII Legislatura de
la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión y, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, 6, numeral
1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someten a consideración del pleno de esta ho-
norable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se adicionan los artículos 2 y 6 de la Ley
de Coordinación Fiscal, de conformidad con el siguiente

Considerando

La distribución de los recursos es un aspecto importante
para la vida democrática y federal del país, por ello, es im-
portante establecer las bases para que los mismos sean dis-



tribuidos de forma equitativa y justa para el mejor desarro-
llo de México.

Es por lo anterior, la importancia de tener una coordinación
fiscal fuerte, con la finalidad de distribuir las facultades tri-
butarias, así como las relaciones fiscales entre los distintos
niveles de gobierno.

La coordinación fiscal en México, tiene su fundamento en
la Ley de Coordinación Fiscal, la cual tiene los siguientes
objetivos:

• Coordinar el Sistema Fiscal de la Federación con los
de los Estados, Municipios y la Ciudad de México.

• Establecer la participación que corresponda a los dis-
tintos niveles de gobierno de los ingresos federales.

• Distribuir las participaciones.

• Fijar las reglas de colaboración administrativa entre
las diversas autoridades fiscales.

• Construir los organismos en materia de coordinación
fiscal.

• Sentar las bases para su organización y funciona-
miento.1

De acuerdo con la ley citada, los recursos que obtiene el
Estado, son distribuidos de distintas formas, es por ello,
que el Presupuesto de Egresos de la Federación, aprobado
por la Cámara de Diputados de forma anual, está com-
puesta de distintos ramos, un total de 53, todos ellos con el
objetivo de distribuir las participaciones a todos los niveles
de gobierno.

Uno de los ramos es el de las Participaciones a Entidades
Federativas y Municipios o “Ramo 28”, el cual, contiene
los recursos que serán asignados a los estados y municipios
en los términos de la Ley de Coordinación Fiscal y los
Convenios de Adhesión al Sistema de Coordinación Fiscal,
suscritos por las entidades federativas y la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público.

Los ingresos federales y los incentivos que contiene el Ra-
mo 28, se entregan a las entidades federativas y municipios
mediante los siguientes Fondos:

• Fondo General de Participaciones.

• Fondo de Fomento Municipal Impuesto Especial sobre
Producción y Servicios.

• Fondo de Fiscalización y Recaudación.

• Fondo de Compensación.

• Fondo de Extracción de Hidrocarburos.

• Participaciones del impuesto especial sobre produc-
ción y servicios.

• Fondo de Compensación del Impuesto sobre Automó-
viles Nuevos.

• Participaciones por 0.136 por ciento de la recaudación
federal participable.

• Participaciones por 3.17 por ciento del derecho adicio-
nal sobre la extracción de petróleo.

• Incentivos a la venta final de gasolinas y diésel.

• Participaciones por la recaudación del impuesto sobre
la renta del personal de las entidades.

• Participación del impuesto sobre automóviles nuevos.

Uno de los fondos que compone el Ramo 28, es el Fondo
General de Participaciones, el cual se compone por 20 por
ciento de la recaudación federal participable.

Estos recursos son utilizados tanto por los estados como los
municipios, para satisfacer las necesidades que la pobla-
ción demanda, como lo son la seguridad, salud, educación,
esparcimiento y comunicación.

Es por lo anterior, que los estados y municipios deben con-
tar con los recursos suficientes con el fin de cumplir las
obligaciones y satisfacer las necesidades que la ley y la so-
ciedad demandan, además de fortalecer su autonomía y ca-
pacidad de gestión.

Sin embargo la realidad que vive el país es otra, los recur-
sos que actualmente son distribuidos, no son suficientes y
los mismos son distribuidos de manera inequitativa; el Pre-
supuesto actual de Egresos, únicamente tuvo un aumento
necesario para a penas mitigar la inflación que existirá
para este año que se calcula sea de 3 por ciento y 3.5 por
ciento.
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La labor de los municipios de satisfacer las necesidades de
sus comunidades se ve reducida y en muchos casos escaza,
debido al financiamiento y la insuficiencia presupuestal
que presenta nuestro país, todo esto por la desigualdad po-
testativa de las autoridades de los tres niveles de gobierno
en materia impositiva y recaudatoria.

Actualmente los municipios en México son dependientes
de los ingresos de carácter federal, ya que 80 por ciento de
sus ingresos anuales dependen de los recursos que son dis-
tribuidos por la federación, en los que se encuentra el Fon-
do General de Participaciones contenido en el Ramo 28.

El artículo 2o. de la Ley de Coordinación Fiscal, establece
lo siguiente:

Artículo 2o. El Fondo General de Participaciones se
constituirá con 20 por ciento de la recaudación federal
participable que obtenga la federación en un ejercicio.

…

De lo anterior se desprende que los estados únicamente re-
ciben 20 por ciento de la recaudación federal participable
que obtenga la federación en un ejercicio, es decir, que de
cada peso participable que recibe la federación, sólo 20
centavos corresponde a los estados.

Ahora bien, de acuerdo con el artículo 6 de la misma ley,
se señala lo siguiente:

Artículo 6o. Las participaciones federales que recibirán
los municipios del total del Fondo General de Participa-
ciones incluyendo sus incrementos, nunca serán inferio-
res a 20 por ciento de las cantidades que correspondan
al estado, el cual habrá de cubrírselas. Las legislaturas
locales establecerán su distribución entre los municipios
mediante disposiciones de carácter general, atendiendo
principalmente a los incentivos recaudatorios y princi-
pios resarcitorios, en la parte municipal, considerados
en el artículo 2o. del presente ordenamiento.

…

De lo anterior, se concluye que del Fondo General del Par-
ticipaciones, el 20% corresponde a los Municipios, es de-
cir, que de los 20 centavos que le corresponde a los esta-
dos, los municipios recibirán únicamente 4 centavos.

Es por lo anterior, que la presente iniciativa busca mejorar
el financiamiento de los Estados y Municipios aumento el
porcentaje al Fondo General de Participaciones lo cual se
traducirá en el fortalecimiento y saneamiento de las finan-
zas municipales que se han arrastrado durante varios años.

Esta iniciativa, tiene por objeto reformar los artículos 2 y 6
de la Ley de Coordinación Fiscal, para que los estados y
municipios reciban 25 por ciento de la recaudación federal
participable que obtenga la federación en un ejercicio, ya
que actualmente sólo reciben 20 por ciento.

A sabiendas, que un incremento como el que se propone re-
presenta una reducción de los recursos de la federación, es-
ta iniciativa, en busca de mitigar dicha afectación, propone
un incremento gradual de 1 por ciento anual a partir de su
publicación, es decir, que en el próximo año, el Fondo
mencionado, deberá componerse por 21 por ciento, y así
sucesivamente hasta llegar a 25 por ciento en un lapso de 5
años.

En conclusión, es necesario mejorar los instrumentos a la
realidad que vive el país, propiciando un mejor flujo de los
recursos a estados y municipios para que estos, a su vez
puedan cumplir a cabalidad sus obligaciones contempladas
en nuestra Constitución para garantizar el bien común, el
desarrollo sustentable y se puedan reducir las brechas de
desigualdad en todo el país.

Por lo expuesto, sometemos a la consideración de esta Ho-
norable Cámara de Diputados el siguiente

Decreto

Único. Se reforman los artículos 2 y 6 de la Ley de Coor-
dinación Fiscal, para quedar como sigue:

Artículo 2o. El Fondo General de Participaciones se cons-
tituirá con el 25 por ciento de la recaudación federal parti-
cipable que obtenga la federación en un ejercicio.

…

I. a X. …

…

…

…
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…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

Artículo 6o. Las participaciones federales que recibirán
los municipios del total del Fondo General de Participacio-
nes incluyendo sus incrementos, nunca serán inferiores a
25 por ciento de las cantidades que correspondan al Esta-
do, el cual habrá de cubrírselas. Las legislaturas locales es-
tablecerán su distribución entre los municipios mediante
disposiciones de carácter general, atendiendo principal-
mente a los incentivos recaudatorios y principios resarcito-
rios, en la parte municipal, considerados en el artículo 2o.
del presente ordenamiento.

…

…

…

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El porcentaje establecido en los artículos 2 y 6
de la presente ley, se incrementará de manera gradual, en 1
por ciento anual, a partir de que entre en vigor el presente
decreto, hasta llegar al porcentaje establecido en dichos ar-
tículos.

Tercero. Se derogan aquellas disposiciones que se opon-
gan al presente decreto.

Nota:

1 http://hacienda.gob.mx/ApartadosHaciendaParaTodos/aportacio-
nes/28/pdf/2.1.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de septiembre de
2016.— Diputados: Juan Pablo Piña Kurczyn, María del Rocío Rebo-
llo Mendoza, José Lorenzo Rivera Sosa, Salomón Fernando Rosales
Reyes, Óscar Valencia García, María García Pérez, Candelario Pérez
Alvarado, Arturo Álvarez Angil, Delfina Gómez Álvarez, Daniel Igna-
cio Olivas Gutiérrez, Gabriel Casillas Zanatta, Manuel de Jesús Espi-
no, Sergio René Cancino Barffusón, Pedro Garza Treviño, María Isa-
bel Maya Pineda, Ingrid Krasopani Schemelensky Castro, Armando
Soto Espino (rúbricas).»

Se remite a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 3o. y 145
de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, a cargo del
diputado José Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parla-
mentario del PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, diputado federal
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
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71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral
1, fracción II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presento a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman diversos artículos de la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable, conforme a la siguiente,

Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
Federación,1 la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo capital de
los Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes de la
Unión, pero con cambios fundamentales en su naturaleza.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con
autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y
su organización política administrativa, habiendo la posibi-
lidad de darse su propia constitución política, con una for-
ma de gobierno republicano, representativo, democrático y
laico, que tendrá mayor autonomía con los Poderes federa-
les, por ejemplo, en relación a la designación y remoción
de sus funcionarios.

El artículo décimo cuarto transitorio señala que a partir de
la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento jurídico
al Distrito Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad
de México.

Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,
político y social de relevancia, pero como elemento esen-
cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.

Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado, ge-
nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar
el lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la
seguridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier es-
tado de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro
sistema, tiene una ratio fundamental para el estado de de-
recho, pues busca que el gobernado tenga plena certeza de

los actos de autoridad y de las reglas con que debe condu-
cirse en relación a los demás. Es pues, un principio que fra-
gua, delimita, o perfecciona a otros de su misma especie o
rango constitucional, pero que por su categoría, goza de su-
premacía, pues ninguno de ellos podría gozar de autonomía
si finalmente su origen no se supedita al Estado de derecho.

El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación del
derecho; la realidad de la experiencia de la palabra, es un
hecho sine qua non de la existencia jurídica. Diversos au-
tores han puesto de manifiesto este carácter lingüístico y
dialogante del derecho, haciéndolo incluso depender del
lenguaje; de manera que las prescripciones -escribe von
Wright- presuponen el uso del lenguaje en la formulación
de las normas, y en coincidencia con Kalinowski, es evi-
dente que todo término jurídico es o se manifiesta a través
de una expresión lingüística.2

Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a
los gobernados, el realizar el cambio legislativo material,
cierra el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio
de posibles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea
de buena o mala fe, y contribuye al cambio cultural que im-
plican.

Es pues la intención de esta propuesta, agilizar la homolo-
gación de nuestro marco jurídico vigente a la terminología
derivada de la reciente reforma, sustituyendo en cada cuer-
po normativo federal los términos superados, por los de re-
ciente acuño.

Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de
otras instancias, y en tanto estas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
Distrito Federal, deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite
legislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los
salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal, estos de-
berán permanecer en tanto se expide la legislación deriva-
da de la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el
Diario Oficial de la Federación, mediante la cual se crea la
Unidad de Medida y Actualización a efecto de desvincular
al salario mínimo del pago de diversas obligaciones.

Para facilitar el proceso legislativo interno de la Cámara, se
agruparon las leyes de acuerdo con su más probable turno
a Comisiones, permitiendo un proceso de dictamen senci-
llo y célere.
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En términos generales los turnos de la Mesa Directiva a las
reformas de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, se han
dado a la Comisión de Desarrollo Rural.

Por las consideraciones expuestas, es que se somete a la
consideración de esta asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable

Artículo Único. Se reforman los artículos 3, fracción XVI,
y 145 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, para que-
dar como sigue:

Artículo 3o. …

I. a XVI. …

XVII. Entidades Federativas. Los estados de la federa-
ción y la Ciudad de México;

XVIII. a XXXIII. …

Artículo 145. Se reconocen como formas legales de orga-
nización económica y social, las reguladas por la Ley
Agraria; las que se regulan en las leyes federales, estatales
y de la Ciudad de México vigentes, cualquiera que sea su
materia.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5424043&fecha=29/01/
2016 Consultado el 27 de abril de 2016.

2 Platas Pacheco María del Carmen, “Elementos para una aproxima-
ción hermenéutica del lenguaje jurídico.” Revista Razonamiento Judi-
cial, número 7, septiembre de 2007.

Palacio de San Lázaro, en la Ciudad de México, a 27 de septiembre de
2016.— Diputado José Hernán Cortés Berumen (rúbrica).»

Se turna a la Comisión del Distrito Federal, para dicta-
men.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma el artículo 115 de la Ley General
de Salud, a cargo de la diputada Maricela Contreras Julián,
del Grupo Parlamentario del PRD

Planteamiento del problema

La importancia que se concede al aspecto físico en la cul-
tura occidental y los estereotipos de belleza generados a
través de medios de información y utilizados en diversos
espacios comerciales, han influido en las personas para que
se sientan descontentas con su apariencia.

En la construcción de esos estereotipos, en las últimas dé-
cadas, la delgadez se ha querido ofrecer como un paso sin
el cual las personas no pueden conseguir logros profesio-
nales, a través de mensajes que hacen referencia a la ima-
gen corporal donde se transmite la idea de que estar delga-
do es el medio para obtener la felicidad y el éxito. A esos
elementos, debemos agregar otros en la oferta de productos
o servicios, es decir, la presentación de modelos jóvenes
con extrema delgadez como símbolos de diversa índole, in-
cluida, la sexual; o bien, en la industria de la ropa, alguna
se diseña y exhibe para los cuerpos delgados según los cá-
nones de la moda.

En el mundo occidental la idolatría por la delgadez se ha
reconocido como un factor de presión social acerca de la
apariencia física sobre todo en mujeres adolescentes o
adultas jóvenes.

Todo lo anterior ha derivado en lo que se ha denominado
como la Cultura de la Delgadez, que se manifiesta desde fi-
nales de la década de los años 70´s del siglo pasado rela-
cionada con la imagen corporal para la autoestima y el éxi-
to social y magnificada por la presión del modelo de
delgadez extrema llevado a ideal y condición de belleza.
Esa cultura e idolatría por la delgadez explica, en gran me-
dida, que la Anorexia y la Bulimia Nerviosas hayan incre-
mentado su incidencia en forma exponencial en los últimos
años como una forma de la búsqueda del cuerpo humano.

En la actualidad, algunas de estas acciones han cobrado
mayor énfasis entre la población adolescente gracias a la
difusión de información en las redes sociales y la facilidad
con la que se congregan personas con los mismos objeti-
vos. En México, alrededor de 3 millones de personas su-
fren bulimia o anorexia, estimaciones de la Fundación Me-
xicana para la Anorexia y la Bulimia manifiestan que 20%
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morirá por esos trastornos; 80% de los desórdenes alimen-
ticios se manifiesta en mujeres y que en los años recientes
los casos repuntaron 700%.

Los Trastornos de Conducta Alimenticia son una alteración
del comportamiento en relación con los alimentos en lo que
respecta a su elección, ingesta, eliminación y sus conexio-
nes con el peso y el cuerpo. La Organización Mundial de la
Salud (OMS), clasifica a la anorexia y a la bulimia como
trastornos mentales y de comportamiento.

La OMS señala que la anorexia nerviosa es un trastorno ca-
racterizado por la presencia de una pérdida deliberada de
peso inducida o mantenida por el mismo enfermo, con las
consecuencias negativas sobre la salud física y mental que
son resultado de la desnutrición, misma que puede causar
la muerta en las personas que la padecen, mientras que la
bulimia nerviosa se caracteriza por episodios repetidos de
ingesta excesiva de alimentos y por una preocupación casi
obsesiva por el peso corporal, lo que lleva al enfermo a
adoptar medidas compensatorias tales como el vómito au-
toinducido, el abuso de laxantes, diuréticos y enemas; o la
práctica de ayunos prolongados o de ejercicio compulsivo
para combatir así el temido aumento de peso como conse-
cuencia de los denominados atracones.

Actualmente no existe una causa única para la anorexia
nerviosa, aunque las investigaciones han arrojado ciertas
pistas en el campo médico y psicológico. Al igual que en la
bulimia, las causas son múltiples y difíciles de valorar, in-
dividuales, familiares, sociales y culturales. Una de las ca-
racterísticas de esos padecimientos es el temor obsesivo a
engordar y un peculiar trastorno del esquema corporal que
les hace verse más gruesas de lo que están y la obsesión
con la cultura de la delgadez es más fuerte entre las muje-
res. Su proceso comienza cuando existe algún grado de in-
satisfacción con la apariencia del cuerpo, en este caso, la
persona siempre se considerará con exceso de peso, aunque
la realidad sea otra; así, comenzará a hacer dieta y, viendo
que la imagen en el espejo no cambia, la dieta se intensifi-
cará hasta llegar a las prácticas bulímicas.

Según algunos expertos en psiquiatría desear una imagen
perfecta o casi perfecta no implica padecer una enfermedad
mental, sin embargo aumenta las posibilidades de que apa-
rezca, y en la adolescencia es cuando este tipo de obsesión
se puede convertir en una pesadilla, porque su personalidad
aún no está configurada ni aceptada.

En una encuesta realizada a 30 mil personas en Estados
Unidos de América y publicada en Psichology Today, des-
taca que un 93% de las mujeres y un 82% de hombres es-
tán preocupados por su apariencia y trabajan para mejorar-
la. En países como España a los 15 años una de cada cuatro
chicas hace régimen de dieta, sin que en casi ningún caso
tengan problemas de sobrepeso; en Suecia y los Estados
Unidos de América el 16% de mujeres menores de 16 años
realzan algún tipo de dieta, detectando que algunos co-
menzaron desde los 9 años.

Algunas de las consecuencias de la anorexia y bulimia ner-
viosas que se presentan son las siguientes, según informa-
ción de la OMS:

• Niñas de 17 años con corazones del tamaño de una de
siete que están literalmente, en los huesos provocando
alteraciones en el funcionamiento y en el tamaño del co-
razón

• Niñas menopaúsicas con pérdida de la menstruación
dicha pérdida ha sido asociada, junto a un aumento de
los niveles de ciertas hormonas, como el cortisol y la
aparición de osteoporosis

• Alteraciones digestivas: colon irritable, megacolon, re-
flujo gastrointestinal, hernia hiatal, perforación esofági-
ca, dilatación y rotura gástrica, pancreatitis.

• Alteraciones metabólicas: descenso de glucosa, cloro,
calcio y potasio en sangre y deshidratación entre otras.

• Alteraciones cardíacas: prolapso de la válvula mitral y
arritmia, con riesgo de muerte.

• Otras alteraciones pueden ser del tipo genitales, óseas
y renales.

Argumentos

En la actualidad, la anorexia y la bulimia se han converti-
do en prácticas de moda en casi todo el mundo. Aún en paí-
ses en vías de desarrollo, donde para muchas personas se
les imposibilita efectuar apenas una comida al día, para so-
brevivir. El concepto dieta para la gran mayoría es una res-
tricción o serie de restricciones alimenticias que tienen co-
mo objetivo adelgazar y no un régimen balanceado que
todos debemos seguir para gozar de buena salud.
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Tanta importancia tiene en la actualidad el aspecto físico
que las conversaciones sobre métodos para recobrar la lí-
nea son casi obsesivas. Siempre hay alguien que pretende
haber encontrado una dieta ideal e irreal, por supuesto, que
permite adelgazar como una gacela sin ningún sacrificio.

La mayoría de las personas, sobre todo las niñas, adoles-
centes y jóvenes están siempre en búsqueda de un icono de
belleza demasiado delgado, poco saludable y que no se
corresponde con las mujeres reales.

El Instituto Nacional de Salud de México, a través de la
Encuesta Nacional de Salud Pública 2012, estimó que el
90% de los pacientes que padecen anorexia y bulimia son
mujeres, mientras que el otro 10% son hombres, la propor-
ción de adolescentes (10 a 19 años) en registro de tener un
trastorno de la conducta alimentaria fue de 1.3% (1.9% en
el sexo femenino y 0.8%en el sexo masculino, el 57% de
los adolescentes pueden llegar a tener una vida normal con
un tratamiento médico; el 40% presenta curación total,
mientras que el 3% de los adolescentes fallecen antes de
empezar algún tipo de tratamiento, en México se registran
cada año 20 mil casos nuevos de bulimia y anorexia.

Por otra parte, nos encontramos con una obsesión muy po-
pular entre algunos jóvenes, plataformas como los blogs y
video blogs pro anorexia y pro bulimia que se difunden ba-
jo los seudónimos Ana (anorexia) y Mía (bulimia). Para la
Agencia de Calidad de Internet (IQUA) y la Asociación
contra la Anorexia y la Bulimia (ACAB), existen más de
500 mil sitios Web que favorecen la Anorexia y la Bulimia,
lo que representa equivalen un crecimiento de 470% en los
últimos 4 años, según el Informe anual sobre la difusión y
proliferación de contenidos de apología de la anorexia y la
bulimia en la red (2010) que fue presentado el 15 de febre-
ro de 2011.

En ese destacan los siguientes datos:

• Incremento de los sitios web que hacen apología de la
anorexia y la bulimia: en un buscador como Google apa-
recen alrededor de 500 mil páginas pro anorexia y pro
bulimia en menos de un segundo.

• Peligro que este tipo de páginas puede conllevar a la
sociedad ya la salud de las personas: el 75% de perso-
nas que consultan estos contenidos de la red son meno-
res de edad.

• La apología de la anorexia y la bulimia está prolife-
rando considerablemente a través de las redes sociales
como Facebook o Twitter.

• El perfil de los usuarios son preferentemente chicas, el
95%, que desean adelgazar a cualquier precio y se acer-
can de manera muy peligrosa a este tipo de trastornos.

Las jóvenes son las principales víctimas de este método
que consiste en remojar bolitas de algodón en jugos o li-
cuados y consumirlos para sentirse satisfechas y evitar el
consumo calórico. Sobra decir que este acto puede traer
graves consecuencias como asfixia, intoxicación, anemia,
obstrucción intestinal, úlceras en el estómago e incluso
cáncer. O bien, comparten entre sí las llamadas monodietas
que consisten en comer solamente un alimento por tres dí-
as para bajar de peso rápidamente. Existen muchas varian-
tes: la dieta de la manzana, la dieta de los dátiles, de los
plátanos, sin embargo, a pesar de lo aburrido que parece
ser, son muy socorridas, sobre todo entre niñas y mujeres
jóvenes sin importar que les provoque un terrible desequi-
librio en el cuerpo y sus funciones, además de la pérdida de
líquidos y masa muscular.

Para ejemplificar lo que aquí se ha manifestado, se citan di-
versos testimonios de sitios de Internet que reflejan la pro-
blemática que se ha expuesto:

“Yo empecé a padecer de anorexia a mis 14 años de
edad, siempre fui delgada pero cuando mi madre mu-
rió, di inicio a comer compulsivamente para llenar
ese vacío, subí 15 kilos de peso en una temporada de 4
meses, mis amigas me rechazaban, los chicos de mi
edad no me miraban como a las demás chicas, así
que empecé a investigar como bajar de peso y en-
contré las paginas pro anas en Internet y en una de
ellas conocí a una chica que me empezó a dar conse-
jos para bajar de peso, así que inicie por dejar de co-
mer un poco, pero esta obsesión por ser delgada se con-
virtió en toda mi vida, en el día solo tomaba agua y
comía 5 trozos de melón, y de noche tomaba mas agua,
y dos cucharadas de laxantes y de vaselina liquida;
cuando sentía hambre comía un poco, pero inmedia-
tamente iba a el baño y me provocaba el vómito, me
apretaba el estómago hasta vomitarlo todo ,duré 7 días
sin comer nada en absoluto, solo bebía agua y laxantes,
en ese momento creí que era mi mayor logro, pero de
repente empecé a sentir nuevamente ansiedad por
comer, me sentía tan asquerosa y tan culpable por el
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solo hecho de sentir hambre, que me cortaba las
piernas y el abdomen con un cuchillo, y con el dolor
me obligaba a olvidar el hambre, intente quitarme la
vida por lo menos 3 veces y nunca lo conseguí, hasta,
llegue a pesar 31 kilos, estuve al borde de la muerte has-
ta, que mi padre resolvió contratar a un nutricionista,
con el cual me entendí muy bien, Él, me saco de ese
maldito infierno”, infierno que nos crea la gente con
una imagen falsa de la mujer.”

Testimonio 7 tomado de www.TodoAnayMia.com 

“Para las princesas que son ANAS o MIAS deseo com-
partir un ritual especial para celebrar su cumpleaños:

Párate frente a un espejo y pon tus manos sobre su estó-
mago. Enciende una vela blanca. Recita con fe y senti-
miento estas palabras:

Diosa ANA, Diosa MIA
oigan mi pedir,
Háganme el peso al que quiero llegar,
Este peso (dí tu peso) es demasiado para mí,
Este peso (dí el peso que quieras alcanzar) es el que yo
quiero tener,
Entonces déjalo ser.

Una vez que termines haz una imagen mental de tu cuer-
po cuando alcances tu peso deseado.

(Esto está probado y funciona realmente siempre y
cuando lo hagas con fe y verdadera convicción)”

Tomado de http://prinzessinloreleiwannabeana.blogs-
pot.com 

“Plegaria

Ser ANA no es fácil. Ser perfecta o tratar de serlo, tam-
poco. Muchas veces la gente piensa que ser ANA es es-
tar loca o es fijarse en cosas superficiales, como el cuer-
po, como en estar lindas y flacas. Pero ser ANA es
mucho más que un cuerpo hermoso. Ser ANA es un tra-
bajo de todos los días. Es despertarse a la mañana y dar-
te cuenta de que empieza un nuevo día en el que te das
cuenta que no eres lo que deseas ser pero estás dispues-
ta a hacer lo que sea para lograrlo.

Ser ANA es no perder nunca la fuerza de voluntad,
cuando algún amigo te invita a comer. Ser ANA es sa-

ber decir NO a un montón de cosas. Es aprender a decir
NO cuando te ofrecen una torta enorme de chocolate.

Ser ANA no es fácil... y pensar que la gente dice que es-
tamos locas! Ser ANA es contar cada caloría que en-
tra a tu cuerpo para alimentarte sólo de lo necesario.

Ser ANA no es fácil, pero no imposible. Yo elegí ser
ANA aunque sepa que no es fácil serlo. Sé perfecta-
mente cómo usarla para mi beneficio personal.

Ella es una herramienta poderosa para lograr mi pe-
so ideal, y aunque la ame, jamás permitiré conver-
tirme en su títere, por eso, no me obsesiono. ANA no
es la destrucción (como muchos dicen), es el mejor
camino hacia la perfección.  Esa misma gente que te
dice que dejes de ser ANA es la que después ve a algu-
na persona gorda caminando por la calle y pone cara de
asco, esa misma gente es la que te destruye, te quiere
ayudar pero empeora las cosas. Ser ANA no es fácil, es
un trabajo de todos los días.”

Tomado de http://prinzessinloreleiwannabeana.blogs-
pot.com 

“Motivos por lo cual no comer

1. Quieres ser perfecta.
2. No quieres ser gorda.
3. Si eres delgada, serás deseada por todos.
4. Ser gorda es malo, te ves fea.
5. Las gordas son una basura y tú no quieres ser eso.
6. Por tu novio!!!
7. Quieres ser feliz.
8. Por que no quieres.
9. Por que no debes.
10. Por que si comes te pondrás fea.
11. Por que es tu objetivo.
12. Por que si logras esto vencerás cualquier cosa.
13. Por que eres ANA.

Estar gorda daña tu salud,

si no eres delgada nunca serás bonita,
estarás cumpliendo con una meta y te sentirás bien.
Las personas se burlan de ti porque paresemos (sic) ba-
llenas
haslo (sic) por tu novio, tus papas (sic) aunque no te lo
dijan (sic) por que te quieren saben que su hija es una
gracienta (sic) y están (sic) decepcionados (sic) de ti
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nadie te toma en serio solo como un medio de risa y
burla
las mujeres delgadas tienen mayores oportunidades
hoy en dia (sic) lo mas importante es estar delgada
nunca se esta lo suficientemente delgada ni alta
debemos de luchar en contra de la obesidad que cada dia
(sic) crece mas (sic)
la gente obesa no vale nada.”

Tomado de http://princesita0408.blogspot.com/ 

Por su parte, el Instituto Nacional de Estadísticas y Geo-
grafía presentó la Encuesta Nacional Sobre Disponibilidad
y Uso de Tecnologías de la Información en los Hogares,
2015, información que aporta datos estadísticos sobre la
disponibilidad y uso de las Tecnologías de la Información
y Comunicación (TIC). Los datos muestran que 14.7 mi-
llones de hogares (44.9 por ciento del total nacional) de-
clararon contar con al menos una computadora en condi-
ciones de uso. 55.7 millones de personas son usuarios de
una computadora y 62.4 millones utilizan internet en Mé-
xico.

El uso del TIC por género refleja que la participación de las
mujeres es del 50.8 por ciento, y de este universo el 71.5
por ciento lo utilizan para acceder a redes sociales, por lo
que revela que el uso de internet en la población joven es
más frecuente, 70.5 por ciento de la población de entre 6 a
17 años utilizan internet, mientras que el 76.5 por ciento de
los de 18 a 34 años lo utiliza.

Los argumentos expuestos urgen sobre la necesidad de po-
ner atención a los trastornos de la conducta alimentaria, en
particular de la anorexia y la bulimia nerviosas, pues si
bien existe una política que ha reconocido como problema
de salud pública el sobrepeso y la obesidad, los trastornos
mencionados, sin que lleguen a las cifras alarmantes de es-
tos últimos padecimientos, se convierten en un foco rojo
que puede ocasionar graves complicaciones en adolescen-
tes y jóvenes que son más propensos a los mismos, sin que
existan de manera específica acciones para su prevención y
atención.

Por ello, la importancia de establecer la atribución a la Se-
cretaría de Salud para que, en coordinación con las entida-
des federativas, realicen acciones de prevención y atención
e la anorexia y bulimia nerviosas en particular.

De igual forma, se propone que la instancia de salud fede-
ral establezca la coordinación con la Secretaría de Educa-

ción Pública para realizar acciones dirigidas a adolescentes
y jóvenes para promover estilos de vida saludable y valo-
ración de su propia imagen, procurando el uso de las Tec-
nologías de la Información y de las Comunicaciones, deri-
vado que a través de estos medios se ha popularizado la
adopción de la anorexia y la bulimia como hábitos de ali-
mentación, de acuerdo a estereotipos de belleza que resul-
tan perjudiciales para la salud de los adolescentes y jóve-
nes, afectando su autoestima y ahondando en conductas
que los discriminan.

Las propuestas de modificación a la Ley General de Salud
son las siguientes:
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Fundamento legal

La suscrita, Diputada Federal integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática de la
LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados; con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71 fracción II de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6,
numeral 1, fracción I y 77 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a consideración del pleno de la Hono-
rable Cámara de Diputados el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 115 de la Ley
General de Salud

Artículo Único. Se reforma el artículo 115 fracción IX de
la Ley General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 115. La Secretaría de Salud tendrá a su cargo:

I. a VIII. …

IX. Impulsar, en coordinación con las entidades federa-
tivas, la prevención y el control del sobrepeso, obesidad
y otros trastornos de la conducta alimentaria, en parti-
cular de la anorexia y la bulimia nerviosas y, en co-
ordinación con la Secretaría de Educación Pública, la
detección y seguimiento de peso, talla e índice de masa
corporal, en los centros escolares de educación básica,
así como la realización de acciones dirigidas a ado-
lescentes y jóvenes para promover estilos de vida sa-
ludable y  valoración de su propia imagen, procu-
rando el uso de las Tecnologías de la Información y
de las Comunicaciones;

X. a XI. …

Transitorio

Único.  El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados, a los 27 dí-
as de septiembre de 2016.— Diputada Maricela Contreras Julián
(rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY DEL SEGURO SOCIAL Y LEY DEL INSTITUTO
DEL FONDO NACIONAL PARA EL CONSUMO DE
LOS TRABAJADORES

«Iniciativa que reforma los artículos 254 de la Ley del Se-
guro Social y 3o. de la Ley del Instituto del Fondo Nacio-
nal para el Consumo de los Trabajadores, a cargo del dipu-
tado José Hernán Cortés Berumen, del Grupo
Parlamentario del PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, diputado federal
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral
1, fracción II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presento a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman la Ley del Seguro Social y Ley del Insti-
tuto del Fondo Nacional para el Consumo de los Trabaja-
dores, conforme a la siguiente:

Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
Federación,1 la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo Capital
de los Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes de
la Unión, pero con cambios fundamentales en su naturale-
za.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con
autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y
su organización política administrativa, habiendo la posibi-
lidad de darse su propia constitución política, con una for-
ma de gobierno republicano, representativo, democrático y
laico, que tendrá mayor autonomía con los Poderes federa-
les, por ejemplo, en relación a la designación y remoción
de sus funcionarios.

El artículo décimo cuarto transitorio señala que a partir de
la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento jurídico
al Distrito Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad
de México.

Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,
político y social de relevancia, pero como elemento esen-
cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.

Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado, ge-
nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar
el lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la
seguridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier es-
tado de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro
sistema, tiene una ratio fundamental para el estado de de-
recho, pues busca que el gobernado tenga plena certeza de
los actos de autoridad y de las reglas con que debe condu-
cirse en relación a los demás. Es pues, un principio que fra-
gua, delimita, o perfecciona a otros de su misma especie o
rango constitucional, pero que por su categoría, goza de su-
premacía, pues ninguno de ellos podría gozar de autonomía
si finalmente su origen no se supedita al Estado de derecho.

El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación del
derecho; la realidad de la experiencia de la palabra, es un
hecho sine qua non de la existencia jurídica. Diversos au-
tores han puesto de manifiesto este carácter lingüístico y
dialogante del derecho, haciéndolo incluso depender del
lenguaje; de manera que las prescripciones -escribe von
Wright- presuponen el uso del lenguaje en la formulación
de las normas, y en coincidencia con Kalinowski, es evi-
dente que todo término jurídico es o se manifiesta a través
de una expresión lingüística.2

Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a
los gobernados, el realizar el cambio legislativo material,
cierra el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio
de posibles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea
de buena o mala fe, y contribuye al cambio cultural que im-
plican.
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Es pues la intención de esta propuesta, agilizar la homolo-
gación de nuestro marco jurídico vigente a la terminología
derivada de la reciente reforma, sustituyendo en cada cuer-
po normativo federal los términos superados, por los de re-
ciente acuño.

Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de
otras instancias, y en tanto estas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
Distrito Federal, deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite
legislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los
salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal, estos de-
berán permanecer en tanto se expide la legislación deriva-
da de la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el
Diario Oficial de la Federación, mediante la cual se crea la
Unidad de Medida y Actualización a efecto de desvincular
al salario mínimo del pago de diversas obligaciones.

Para facilitar el proceso legislativo interno de la Cámara, se
agruparon las leyes de acuerdo con su más probable turno
a Comisiones, permitiendo un proceso de dictamen senci-
llo y célere.

En términos generales los turnos de la Mesa Directiva a las
reformas de las siguientes leyes: Ley del Seguro Social y
Ley del Instituto del Fondo Nacional para el Consumo de
los Trabajadores, se han dado a la Comisión de Seguridad
Social, por tanto se agrupan en esta iniciativa, para los pro-
cesos legislativos a que haya lugar.

Por las consideraciones expuestas, es que se somete a la
consideración de esta Asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforman la Ley del Seguro Social
y Ley del Instituto del Fondo Nacional para el Consu-
mo de los Trabajadores

Artículo Primero. Se reforma el artículo 254 de la Ley del
Seguro Social, para quedar como sigue:

Artículo 254. El Instituto Mexicano del Seguro Social, sus
dependencias y servicios, no serán sujetos de contribucio-
nes federales, estatales y municipales. La Federación, los
Estados, el Gobierno de la Ciudad de México y los Muni-
cipios, no podrán gravar con impuestos su capital, ingre-
sos, rentas, contratos, actos jurídicos, títulos, documentos,
operaciones o libros de contabilidad, aun en el caso de que

las contribuciones, conforme a una Ley general o especial
fueran a cargo del Instituto como organismo público o co-
mo patrón. En estos supuestos se consideran comprendidos
los impuestos indirectos y el franqueo postal. El Instituto y
demás entidades que formen parte o dependan de él, esta-
rán sujetos únicamente al pago de los derechos de carácter
municipal que causen sus inmuebles en razón de pavimen-
tos, atarjeas y limpia, así como por el agua potable de que
dispongan, en las mismas condiciones en que deben pagar
los demás causantes. Igualmente estarán sujetos a los dere-
chos de carácter federal correspondientes a la prestación de
servicios públicos.

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 3 de la Ley del
Instituto del Fondo Nacional para el Consumo de los Tra-
bajadores, para quedar como sigue:

Artículo 3.- El Instituto del Fondo Nacional para el Con-
sumo de los Trabajadores tendrá su domicilio en la Ciudad
de México. Para el cumplimiento de su objeto, podrá esta-
blecer delegaciones, sucursales, agencias o cualquier otro
tipo de oficinas en los lugares de la República Mexicana
que resulten convenientes.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Notas:

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5424043&fecha=29/01/
2016 Consultado el 27 de abril de 2016.

2 Platas Pacheco María del Carmen, “Elementos para una aproxima-
ción hermenéutica del lenguaje jurídico.” Revista Razonamiento Judi-
cial, número 7, septiembre de 2007.

Palacio de San Lázaro, en la Ciudad de México, a 27 de septiembre de
2016.— Diputado José Hernán Cortés Berumen (rúbrica).»

Se turna a la Comisión del Distrito Federal, para dicta-
men.
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LEY FEDERAL DEL TRABAJO Y LEY FEDERAL DE
LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO,
REGLAMENTARIA DEL APARTADO B) DEL ARTÍCU-
LO 123 CONSTITUCIONAL

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes Federales del Trabajo; y de los Trabajadores
al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B del
Artículo 123 Constitucional, a cargo del diputado José
Hernán Cortés Berumen, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, José Hernán Cortés Berumen, diputado inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal de la LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I; 76, numeral 1,
fracción II; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presenta a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman diversos artículos de la Ley Federal del
Trabajo y Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del
Estado, Reglamentaria del Apartado B) del Artículo 123
Constitucional, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

El pasado 29 de enero se publicó en el Diario Oficial de la
Federación1, la reforma constitucional que transforma el
otrora Distrito Federal en la Ciudad de México, lo cual im-
plica que la Ciudad de México continuará siendo capital de
los Estados Unidos Mexicanos y sede de los Poderes de la
Unión, pero con cambios fundamentales en su naturaleza.

La Ciudad de México es ahora una entidad federativa con
autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y
su organización política administrativa, habiendo la posibi-
lidad de darse su propia constitución política, con una for-
ma de gobierno republicano, representativo, democrático y
laico, que tendrá mayor autonomía con los Poderes federa-
les, por ejemplo, en relación a la designación y remoción
de sus funcionarios.

El artículo décimo cuarto transitorio señala que a partir de
la fecha de entrada en vigor del decreto, las referencias
constitucionales y de cualquier otro ordenamiento jurídico
al Distrito Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad
de México.

Esta reforma implica cambios de fondo, que se aparejan de
un cambio de forma. Es decir, tiene un trasfondo jurídico,
político y social de relevancia, pero como elemento esen-
cial, requiere el cambio de denominación, de Distrito Fe-
deral a Ciudad de México.

Ante las múltiples referencias que se tiene de este concep-
to en nuestro sistema jurídico, consideramos adecuado, ge-
nerar un mecanismo legislativo de actualización de todas y
cada una de las leyes que tiene referencias al Distrito Fe-
deral, para sustituirlo por Ciudad de México.

No se trata de una mera reforma estética, sino de adecuar
el lenguaje jurídico, el cual es un elemento esencial en la
seguridad jurídica que la ley debe proveer en cualquier es-
tado de derecho. El principio de certeza jurídica en nuestro
sistema, tiene una ratio fundamental para el estado de de-
recho, pues busca que el gobernado tenga plena certeza de
los actos de autoridad y de las reglas con que debe condu-
cirse en relación a los demás. Es pues, un principio que
fragua, delimita, o perfecciona a otros de su misma especie
o rango constitucional, pero que por su categoría, goza de
supremacía, pues ninguno de ellos podría gozar de autono-
mía si finalmente su origen no se supedita al estado de de-
recho.

“El lenguaje es el vehículo natural para la manifestación
del derecho; la realidad de la experiencia de la palabra,
es un hecho sine qua non de la existencia jurídica. Di-
versos autores han puesto de manifiesto este carácter
lingüístico y dialogante del derecho, haciéndolo incluso
depender del lenguaje; de manera que las prescripciones
-escribe von Wright- presuponen el uso del lenguaje en
la formulación de las normas, y en coincidencia con Ka-
linowski, es evidente que todo término jurídico es o se
manifiesta a través de una expresión lingüística”.2

Si bien la propia reforma se ha encargado de garantizar que
el cambio de denominación no genere perjuicio alguno a
los gobernados, el realizar el cambio legislativo material,
cierra el ciclo de dichas reformas, elimina todo resquicio
de posibles malinterpretaciones derivadas de éstas, ya sea
de buena o mala fe, y contribuye al cambio cultural que im-
plican.

Es pues la intención de esta propuesta, agilizar la homolo-
gación de nuestro marco jurídico vigente a la terminología
derivada de la reciente reforma, sustituyendo en cada cuer-
po normativo federal los términos superados, por los de re-
ciente acuño.
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Es importante señalar que algunas referencias deberán per-
manecer, pues el cambio de su denominación depende de
otras instancias, y en tanto estas no se generen, deben con-
servarse en sus términos. Por ejemplo, el Código Civil del
Distrito Federal, deberá mantenerse con su denominación
en tanto el Poder Legislativo local no resuelva su trámite
legislativo. Igualmente, en el caso de las menciones de los
salarios mínimos vigentes en el Distrito Federal, estos de-
berán permanecer en tanto se expide la legislación deriva-
da de la reforma publicada el 27 de enero de 2016 en el
Diario Oficial de la Federación, mediante la cual se crea la
Unidad de Medida y Actualización a efecto de desvincular
al salario mínimo del pago de diversas obligaciones.

Para facilitar el proceso legislativo interno de la Cámara, se
agruparon las leyes de acuerdo con su más probable turno
a comisiones, permitiendo un proceso de dictamen sencillo
y célere.

En términos generales los turnos de la Mesa Directiva a las
reformas de las siguientes leyes: Ley Federal del Trabajo y
Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, Re-
glamentaria del Apartado B) del Artículo 123 Constitucio-
nal, se han dado a la Comisión del Trabajo y Previsión So-
cial, por tanto se agrupan en esta iniciativa, para los
procesos legislativos a que haya lugar.

Por las consideraciones expuestas, es que se somete a la
consideración de esta asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforman diversos artículos de la
Ley Federal del Trabajo y Ley Federal de los Trabaja-
dores al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apar-
tado B) del Artículo 123 Constitucional

Artículo Primero. Se reforman los artículos 153-Q párra-
fo primero; 407; 409; 411 párrafo segundo; 415 fracción I;
419 fracciones II y IV; 512-B párrafo segundo; 512-C pá-
rrafo primero; 531; 539-B párrafos primero, segundo, ter-
cero y cuarto; 549 fracción III; 615 fracción III; 623 párra-
fo segundo; 624; 625 párrafo segundo; 633; 637 fracción
II; 656; 660 fracciones V y IX; 661; 663; 668; 669 fracción
II; 670; 674 fracción I; 709 fracción I inciso b); 795 párra-
fo segundo, y 845 fracción II inciso b) Ley Federal del Tra-
bajo, para quedar como sigue:

Artículo 153-Q. A nivel de las entidades federativas se es-
tablecerán Comisiones Estatales de Productividad.

…

Artículo 407. La solicitud se presentará a la Secretaría del
Trabajo y Previsión Social, si se refiere a dos o más enti-
dades federativas o a industrias de jurisdicción federal, o al
gobernador del estado o territorio o al jefe de gobierno de
la Ciudad de México si se trata de industrias de jurisdic-
ción local.

Artículo 409. La Secretaría del Trabajo y Previsión Social,
el gobernador del estado o territorio o el jefe del gobierno
de la Ciudad de México después de verificar el requisito
de mayoría, si a su juicio es oportuna y benéfica para la in-
dustria la celebración del contrato-ley, convocará a una
convención a los sindicatos de trabajadores y a los patrones
que puedan resultar afectados.

Artículo 411. La convención será presidida por el secreta-
rio del Trabajo y Previsión Social, o por el gobernador del
estado o territorio o por el jefe del gobierno de la Ciudad
de México o por el representante que al efecto designen.

…

Artículo 415. …

I. La solicitud deberá presentarse por los sindicatos de
trabajadores o por los patrones ante la Secretaría del
Trabajo y Previsión Social, el gobernador del estado o
territorio o el jefe de gobierno de la Ciudad de México
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 407;

II. a VI. …

Artículo 419. …

I. …

II. La solicitud se presentará a la Secretaría del Trabajo
y Previsión Social, al gobernador del estado o territorio
o al jefe de gobierno de la Ciudad de México noventa
días antes del vencimiento del contrato-ley, por lo me-
nos;

III. …

IV. Si los sindicatos de trabajadores y los patrones lle-
gan a un convenio, la Secretaría del Trabajo y Previsión
Social, el gobernador del estado o territorio o el jefe de
gobierno de la Ciudad de México ordenará su publica-
ción en el Diario Oficial de la Federación o en el perió-
dico oficial de la entidad federativa. Las reformas surti-
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rán efectos a partir del día de su publicación, salvo que
la convención señale una fecha distinta.

Artículo 512-B. …

Dichas comisiones consultivas estatales serán presididas
por los ejecutivos estatales y el jefe de gobierno de la Ciu-
dad de México y en su integración participarán represen-
tantes de las Secretarías del Trabajo y Previsión Social; de
Salud; de Gobernación, y de Medio Ambiente y Recursos
Naturales; del Instituto Mexicano del Seguro Social; así
como los que designen las organizaciones de trabajadores
y de patrones a las que convoquen.

…

Artículo 512-C. La organización de la Comisión Consulti-
va Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo y la de las
Comisiones Consultivas Estatales y de la Ciudad de Mé-
xico de Seguridad y Salud en el Trabajo, serán señaladas en
el reglamento que se expida en materia de seguridad, salud
y medio ambiente de trabajo.

…

Artículo 531. La Procuraduría de la Defensa del Trabajo se
integrará con un Procurador General y con el número de
Procuradores Auxiliares que se juzgue necesario para la de-
fensa de los intereses de los trabajadores. Los nombra-
mientos se harán por el Secretario del Trabajo y Previsión
Social, por los Gobernadores de los Estados o por el Jefe
de Gobierno de la Ciudad de México.

Artículo 539-B. Cuando se trate de empresas o estableci-
mientos sujetos a jurisdicción local y para la realización de
las actividades a que se contraen las fracciones III y IV del
artículo 539, la Secretaría del Trabajo y Previsión Social
será asesorada por Consejos Consultivos Estatales y de la
Ciudad de México del Servicio Nacional de Empleo.

Los Consejos Consultivos Estatales y de la Ciudad de
México del Servicio Nacional de Empleo estarán formados
por el Gobernador de la Entidad Federativa correspondien-
te o por el Jefe de Gobierno de la Ciudad de México ,
quien los presidirá; sendos representantes de la Secretaría
del Trabajo y Previsión Social, de la Secretaría de Educa-
ción Pública y del Instituto Mexicano del Seguro Social;
tres representantes de las organizaciones locales de traba-
jadores y tres representantes de las organizaciones patrona-
les de la Entidad. El representante de la Secretaría del Tra-

bajo y Previsión Social fungirá como Secretario del Con-
sejo.

La Secretaría del Trabajo y Previsión Social y el Goberna-
dor de la Entidad Federativa que corresponda o el Jefe de
Gobierno de la Ciudad de México expedirán, conjunta-
mente, las bases conforme a las cuales deban designarse
los representantes de los trabajadores y de los patrones en
los Consejos Consultivos mencionados y formularán, al
efecto, las invitaciones que se requieran.

El secretario del Trabajo y Previsión Social y el goberna-
dor de la entidad federativa o el jefe de gobierno de la Ciu-
dad de México, podrán invitar a participar en los consejos
consultivos estatales y de la Ciudad de México, del Ser-
vicio Nacional de Empleo, respectivamente, a tres perso-
nas con derecho a voz pero sin voto, que por su trayectoria
y experiencia puedan hacer aportaciones en la materia.

…

Artículo 549. …

I. a II. …

III. Cuando a juicio del director general la sanción apli-
cable sea la destitución, dará cuenta al secretario del
Trabajo y Previsión Social, al gobernador del estado o
territorio o al jefe de gobierno de la Ciudad de México
para su decisión.

Artículo 615. …

I. a II. …

III. Los presidentes de las juntas especiales en la Ciu-
dad de México, serán citados a la sesión y tendrán voz
informativa. Los representantes de los trabajadores y
patrones y los presidentes de las juntas especiales radi-
cadas fuera de la Ciudad de México podrán participar
como invitados en las sesiones; o bien, formular sus
propuestas por escrito, las que se incluirán en el orden
del día que corresponda;

IV. a VII. …

Artículo 623. …

La integración y funcionamiento de las Juntas Locales de
Conciliación y Arbitraje se regirán por las disposiciones
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contenidas en el capítulo anterior. Las facultades del presi-
dente de la República y del secretario del Trabajo y Previ-
sión Social se ejercerán por los gobernadores de los esta-
dos y en el caso de la Ciudad de México, por el propio
presidente de la República y por el jefe de gobierno de la
Ciudad de México, respectivamente.

Artículo 624. Las percepciones de los presidentes de las
Juntas de Conciliación y Arbitraje de los Estados y de la
Ciudad de México se fijarán anualmente, con sujeción a
las disposiciones legales aplicables

Artículo 625. …

La Secretaría del Trabajo y Previsión Social, los goberna-
dores de las entidades federativas y el jefe de gobierno de
la Ciudad de México, determinarán el número de personas
de que deba componerse cada junta.

Artículo 633. Los presidentes de las juntas especiales se-
rán nombrados cada seis años por el secretario del Trabajo
y Previsión Social, por el gobernador de estado o por el je-
fe de gobierno de la Ciudad de México. 

Artículo 637. …

I. …

II. Cuando se trate de los secretarios generales, secreta-
rios auxiliares y presidentes de las juntas especiales, el
presidente de la junta dará cuenta al secretario del Tra-
bajo y Previsión Social, al gobernador del estado o al je-
fe de gobierno de la Ciudad de México quienes, des-
pués de oír al interesado, dictarán la resolución
correspondiente.

Artículo 656. Los padrones se presentarán a la Secretaría
del Trabajo y Previsión Social, al Gobernador del Estado o
al Jefe de Gobierno de la Ciudad de México, el día 20 de
octubre del año de la Convocatoria a más tardar.

Artículo 660. …

I. a IV. …

V. Las convenciones serán instaladas por el secretario
del Trabajo y Previsión Social, por el gobernador del es-
tado o por el jefe de gobierno de la Ciudad de México
o por la persona que éstos designen;

VI. a VIII. …

IX. Concluida la elección, se levantará un acta; un ejem-
plar se depositará en el archivo de la junta, otro se re-
mitirá a la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, al
gobernador del estado o territorios o al jefe de gobierno
de la Ciudad de México y dos se entregarán a los re-
presentantes electos, propietario o suplente, a fin de que
les sirvan de credencial.

Artículo 661. Si ningún delegado o patrón independiente
concurre a la convención o ésta no hace la elección de re-
presentantes el día cinco de diciembre, se entenderá que los
interesados delegan la facultad en el secretario del Trabajo
y Previsión Social, en el gobernador del estado o en el jefe
de gobierno de la Ciudad de México.

Artículo 663. El primer día hábil del mes de enero si-
guiente, el secretario del Trabajo y Previsión Social, el go-
bernador del estado o el jefe de gobierno de la Ciudad de
México, tomarán a los representantes electos la protesta le-
gal y después de exhortarlos para que administren una jus-
ticia pronta y expedita, declararán constituida la Junta Fe-
deral o Local de Conciliación y Arbitraje y la de
Conciliación Permanente.

Artículo 668. El secretario del Trabajo y Previsión Social,
los gobernadores de los estados y el jefe de gobierno de la
Ciudad de México, conocerán de las renuncias de los re-
presentantes, aceptándolas o desechándolas, previa califi-
cación de la causa.

Artículo 669. …

I. …

II. La solicitud se presentará al secretario del Trabajo y
Previsión Social, al gobernador del estado o al jefe de
gobierno de la Ciudad de México;

III. a IV. …

Artículo 670. Las faltas temporales o definitivas de los re-
presentantes serán cubiertas por los suplentes. A falta de
éstos o si llamados por el presidente de la junta no se pre-
sentan dentro de los diez días siguientes al requerimiento,
el secretario del Trabajo y Previsión Social, el gobernador
del estado o el jefe de gobierno de la Ciudad de México,
hará la designación del substituto, que deberá recaer en un
trabajador o patrón.
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Artículo 674. …

I. Con un representante del secretario del Trabajo y Pre-
visión Social, del gobernador del estado o del jefe de
gobierno de la Ciudad de México y

II. …

Artículo 709. .

I. …

a) …

b) El secretario del Trabajo y Previsión Social, tra-
tándose del presidente de la Junta Federal y el go-
bernador del estado o el jefe de gobierno de la Ciu-
dad de México, cuando se trate del Presidente de la
Junta Local.

II. a IV. …

Artículo 795. …

Los documentos públicos expedidos por las autoridades de
la federación, de los estados, de la Ciudad de México o de
los municipios, harán fe en el juicio sin necesidad de lega-
lización.

Artículo 845. …

…

I. …

II. …

a) …

b) Si los suplentes no se presentan a la junta dentro
del término que se les señale, que no podrá ser ma-
yor de tres días, o se niegan a votar el laudo, el pre-
sidente de la Junta o de la Junta Especial dará cuen-
ta al secretario del Trabajo y Previsión Social, al
gobernador del estado o al jefe de gobierno de la
Ciudad de México, para que designen las personas
que los substituyan; en caso de empate, se entende-
rá que los ausentes sumarán su voto al del presiden-
te.

Artículo Segundo. Se reforman los artículos 1; 5 fracción
I inciso K y fracción IV, y 20 de la Ley Federal de los Tra-
bajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apar-
tado B) del Artículo 123 Constitucional, para quedar como
sigue:

Artículo 1o. La presente ley es de observancia general pa-
ra los titulares y trabajadores de las dependencias de los
Poderes de la Unión, del gobierno de la Ciudad de Méxi-
co, de las instituciones que a continuación se enumeran:
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado, Juntas Federales de Mejoras Materiales,
Instituto Nacional de la Vivienda, Lotería Nacional, Insti-
tuto Nacional de Protección a la Infancia, Instituto Nacio-
nal Indigenista, Comisión Nacional Bancaria y de Seguros,
Comisión Nacional de Valores, Comisión de Tarifas de
Electricidad y Gas, Centro Materno-Infantil Maximino
Ávila Camacho y Hospital Infantil; así como de los otros
organismos descentralizados, similares a los anteriores que
tengan a su cargo función de servicios públicos.

Artículo 5o. …

I. …

a) a j) …

k). Los agentes del Ministerio Público Federal y de
la Ciudad de México.

IV. En el Poder Judicial: los Secretarios de los Ministros
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y en el Tri-
bunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, los
Secretarios del Tribunal Pleno y de las Salas;

V. …

Artículo 20. Los trabajadores de los Poderes de la Unión y
del gobierno de la Ciudad de México, se clasificarán con-
forme a lo señalado por el Catálogo General de Puestos del
Gobierno Federal, el cual deberá contener los catálogos de
puestos que definan los órganos competentes de cada uno
de los Poderes y del gobierno de la Ciudad de México.
Los trabajadores de las entidades sometidas al régimen de
esta ley se clasificarán conforme a sus propios catálogos
que establezcan dentro de su régimen interno. En la for-
mulación, aplicación y actualización de los catálogos de
puestos, participarán conjuntamente los titulares o los re-
presentantes de las dependencias y de los sindicatos res-
pectivos, en los temas que les sean aplicables.
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Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5424043&fecha=29/01/
2016 Consultado el 27 de abril de 2016.

2 Platas Pacheco María del Carmen, “Elementos para una aproxima-
ción hermenéutica del lenguaje jurídico.” Revista Razonamiento Judi-
cial, número 7, septiembre de 2007.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de septiembre de 2016.—
Diputado José Hernán Cortés Berumen (rúbrica).»

Se remite a la Comisión del Distrito Federal, para dic-
tamen.

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL Y LEY
FEDERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRA-
TIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS

«Iniciativa que reforma los artículos 27 de la Ley General
de Desarrollo Social y 8o. de la Ley Federal de Responsa-
bilidades Administrativas de los Servidores Públicos, a car-
go de la diputada María del Rosario Rodríguez Rubio, del
Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, María del Rosario Rodríguez Rubio, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en
la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, de confor-
midad con los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1,
fracción I, 77, 78 y demás relativos del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración del pleno
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
los artículos 27 de la Ley General de Desarrollo Social y
8o. de la Ley Federal de Responsabilidades Administrati-
vas de los Servidores Públicos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La política social de nuestro país tiene por objeto garanti-
zar el pleno ejercicio de los derechos sociales consagrados

en la Constitución federal, asegurando el acceso de toda la
población al desarrollo social, traducido en educación, sa-
lud, alimentación, vivienda, trabajo, seguridad social y dis-
frute de un ambiente sano, todo ello a fin de disminuir las
carencias sociales y mejorar el ingreso, de tal forma que
México se integre por una sociedad con equidad, cohesión
social e igualdad sustantiva.

Conforme a esta premisa, mediante los gobiernos de Ac-
ción Nacional, se registraron avances sin precedentes para
abatir la pobreza extrema, gracias a que forjamos un círcu-
lo virtuoso que comenzó con políticas públicas eficientes,
transparentes y responsables que se transformaron en pro-
gramas sociales que impulsaron una nueva visión del desa-
rrollo social centrada en una sociedad más igualitaria y
equitativa cuyo elemento principal fuera el respeto de la
dignidad de las personas.

Gracias a ello avanzamos en la construcción de un México
más justo, con políticas sociales integrales y de largo al-
cance como el Programa Oportunidades o el Apoyo fami-
liar, que fueron el soporte de casi 6 millones de familias
que vivían en pobreza y que se sabían protegidas por la ac-
ción subsidiaria y solidaria de su gobierno. Además, se sen-
taron las bases para un sistema de salud universal, a fin de
tener mexicanos más sanos gracias a la creación del Segu-
ro Popular, para que el nivel de vida de los ciudadanos me-
jore día con día y su salud no sea un freno para su desarro-
llo.

Lamentablemente persisten altos índices de pobreza. De
acuerdo con cifras del Consejo Nacional de Evaluación de
la Política de Desarrollo Social (Coneval), en México exis-
ten 53.3 millones de personas en condiciones de pobreza,
lo que representa 45.5 por ciento de la población total. Lo
anterior significa que casi la mitad de la población mexica-
na no dispone de ingresos suficientes para adquirir los bie-
nes y servicios que requiere para satisfacer sus necesida-
des, y no ejerce al menos uno de los siguientes derechos
sociales: educación, acceso a los servicios de salud, a la se-
guridad social, calidad y espacios de la vivienda, a servi-
cios básicos en la vivienda y acceso a la alimentación.

Lo anterior nos convoca a realizar una reflexión sobre los
criterios empleados por el gobierno federal en turno, para
aplicar los recursos económicos dirigidos a programas so-
ciales, lo que nos conduce a la interrogante acerca de si es-
tán cumpliéndose los objetivos, estrategias y líneas de ac-
ción proyectadas en las directrices de la planeación
nacional de desarrollo social, o por el contrario existe la
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presencia de servidores públicos que abusando de la con-
fianza conferida por el Ejecutivo federal, desvían de sus fi-
nes los programas sociales a su cargo para convertirlos en
instrumentos de clientela política.

Uno de los aciertos de la política social de los gobiernos
panistas consistió en establecer determinadas bases para
blindar la estrategia de combate a la pobreza y la política
social en general de los fines electorales; esto se vio refle-
jado en la creación de instituciones como el Coneval, que
por medio de criterios académicos rigurosos y transparen-
tes ha evaluado los alcances, limitaciones y logros de los
diferentes programas, sin embargo, se advierten lagunas ju-
rídicas en la legislación vigente que requieren subsanarse
para evitar el uso indebido de los programas sociales, dan-
do paso a privilegiar el respeto a los derechos sociales de
las personas que aspiran legítimamente a ser beneficiarios.

Así, debe seguirse insistiendo en el fortalecimiento de la
cultura de la evaluación, la focalización y la transparencia
para optimizar los recursos destinados a programas socia-
les, así como su efectividad. En ese tenor, la plataforma po-
lítica 2015-2018 del Partido Acción Nacional, establece en
el eje 4, “Bienestar y seguridad social universal” como una
de sus propuestas “reformar la Ley General de Desarrollo
Social a fin de establecer mecanismos de control para la
adecuada focalización de los programas sociales, con la fi-
nalidad de que no se conviertan en instrumentos de clien-
tela política”.

En consonancia con la política nacional de desarrollo so-
cial ejecutada por el Presidente de la República, el Plan
Nacional de Desarrollo 2013-2018, promueve el diseño de
políticas sociales que giran en torno al ciudadano, ubicán-
dolo como un agente de cambio, protagonista de su propia
superación a través de su organización y participación ac-
tiva, teniendo como objetivo 2.1. “Garantizar el ejercicio
efectivo de los derechos sociales para toda la población”,
aspirando a cerrar el ciclo de políticas asistencialistas y su-
perar la pobreza construyendo oportunidades productivas a
través de los programas públicos.

El Plan Nacional de Desarrollo, a través del enfoque trans-
versal de eje 2, “México incluyente”, mediante su estrate-
gia II, “Gobierno cercano y moderno”, se establecen líneas
de acción para: a) Evaluar y rendir cuentas de los progra-
mas y recursos públicos invertidos, mediante la participa-
ción de instituciones académicas y de investigación y a tra-
vés del fortalecimiento de las contralorías sociales
comunitarias; y b) Integrar un padrón con identificación

única de beneficiarios de programas sociales, haciendo uso
de las nuevas tecnologías de la información.

Por tanto, el Ejecutivo plantea hacer uso de las tecnologías
de la información, lo que de manera muy amplia puede im-
plicar la publicación actualizada del padrón correspondien-
te en esas tecnologías. Sin embargo, analizando los resul-
tados de las políticas públicas, muchas veces se puede
notar que no han favorecido a los pobres, o no con la efi-
cacia esperada, ya que en ocasiones los más beneficiados
son los partidos políticos, que con fines electorales hacen
mal uso de los recursos públicos.

De ahí viene el esfuerzo por lograr un mejor uso de los re-
cursos disponibles mediante estrategias de focalización, las
cuales consisten en dirigir las acciones a una población o
territorio definidos, para concentrar la atención sobre un
determinado problema o necesidad. Esta orientación no es
homogénea, sino que considera las peculiaridades de las
poblaciones y las regiones, para desarrollar mecanismos
adecuados que correspondan al objetivo social y no electo-
ral.

Si bien la Secretaría de Desarrollo Social ha implantado
medidas para lograr los mejores resultados de medición pa-
ra la adecuada focalización, ello no es suficiente para lo-
grar los más óptimos resultados que permitan evitar los fi-
nes político-electorales. Ya que en nuestro país sigue
existiendo un déficit en cuanto a la institucionalidad de los
programas sociales, en particular con la transparencia de
los padrones de beneficiarios.

Lo anterior, con relación a un informe sobre Desarrollo
Humano del Programa de las Naciones Unidas para el De-
sarrollo y Transparencia Mexicana en el que se indica que
solo el 65.3 por ciento de los programas sociales vigente,
cuentan con un padrón de beneficiarios. De los programas
federales, 88 por ciento reportan que cuentan con padrones,
y de las entidades federativas 64.5 por ciento reportaron el
mismo hecho; y únicamente 56.2 por ciento de los progra-
mas sociales a nivel nacional, reportaron hacer públicos los
padrones sociales de beneficiarios; y en lo que respecta a
dependencias federales 78.7 por ciento y en entidades 55.3.

El presente proyecto pretende reformar la Ley General de
Desarrollo Social en materia de transparencia y respecto al
uso indebido del padrón de beneficiarios. Pues la exigencia
de mayor transparencia, eficiencia y eficacia en la gestión
de los programas sociales requiere desarrollar mecanismos
de información y monitoreo que nos permitan la toma de

Año II, Primer Periodo, 27 de septiembre de 2016 / Apéndice  I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados84



decisiones de manera oportuna a fin de obtener los resulta-
dos que se esperan con los programas de desarrollo social,
a efecto de garantizar el acceso efectivo que tenemos todos
los mexicanos a los derechos sociales consagrados en la
Constitución.

De igual manera se reforma en materia de transparencia, ya
que actualmente se demanda mayor transparencia y rendi-
ción de cuentas a los gobiernos hacia sus gobernados. Asi-
mismo, las nuevas tecnologías de la información han faci-
litado la comunicación y la coordinación de esfuerzos, y
nos muestran un camino irreversible hacia una renovada
relación entre ciudadanía y gobierno que deberá caracteri-
zarse por la eficacia, la eficiencia y la transparencia.

Para fundamentar lo que corresponde, es importante hacer
mención al artículo 25 constitucional, el que establece que
“Corresponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional
para garantizar que éste sea integral y sustentable, que for-
talezca la soberanía de la nación y su régimen democrático
y que, mediante el fomento del crecimiento y el empleo y
una más justa distribución del ingreso y la riqueza, per-
mita el pleno ejercicio de la libertad y la dignidad de los
individuos, grupos, clases sociales, cuya seguridad pro-
tege esta Constitución”, lo que obliga constitucionalmen-
te al Estado para garantizar la distribución de la riqueza,
entre otras cosas, que describen al desarrollo social.

Asimismo, en el artículo 70 de la Ley General de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública, en el inciso o),
de la fracción XV, establece:

Artículo 70. En la ley federal y de las entidades federa-
tivas se contemplará que los sujetos obligados pongan a
disposición del público y mantengan actualizada, en los
respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus fa-
cultades, atribuciones, funciones u objeto social, según
corresponda, la información, por lo menos, de los te-
mas, documentos y políticas que a continuación se se-
ñalan:

I. a XIV. …;

XV. La información de los programas de subsidios, es-
tímulos y apoyos, en el que se deberá informar respecto
de los programas de transferencia, de servicios, de in-
fraestructura social y de subsidio, en los que se deberá
contener lo siguiente:

o) Vínculo a las reglas de operación o Documento equi-
valente.

Por una parte, las reformas aquí propuestas, pretenden im-
plementar medidas de transparencia en el uso de los pro-
gramas y el padrón de beneficiarios considerado en la Ley
General de Desarrollo Social.

En relación con todo lo anterior, la descripción de las re-
formas aquí planteadas es la siguiente:

En el artículo 27 de la misma ley se propone transparencia
en el padrón de beneficiarios, el cual deberá actualizarse de
forma trimestral, y prohibición de su uso para fines políti-
co-electorales, comerciales o de cualquier índole distinta
de su objeto y se establece que el uso indebido será san-
cionado en los términos de la Ley Federal de Responsabi-
lidades Administrativas de los Servidores Públicos y de-
más normas vigentes aplicables.

Con relación a la Ley Federal de Responsabilidades Admi-
nistrativas de los Servidores Públicos, se pretende especi-
ficar la responsabilidad de los servidores públicos, para
que respeten las leyes y programas de desarrollo social y
que sean sancionados por el uso indebido del padrón de be-
neficiarios.

Por lo expuesto someto a su consideración la siguiente ini-
ciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma y adicionan dos párrafos
al artículo 27 de la Ley General de Desarrollo Social; y
se reforma la fracción XIX-D del artículo 8o. de la Ley
Federal de Responsabilidades Administrativas de los
Servidores Públicos

Primero. Se reforma y adicionan dos párrafos al artículo
27 de la Ley General de Desarrollo Social, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 27. Con el propósito de asegurar la transparen-
cia, equidad y eficacia de los programas de desarrollo so-
cial, el Gobierno Federal, por conducto de la secretaría y
los gobiernos de las entidades federativas y de los munici-
pios, en el ámbito de sus respectivas competencias, inte-
grarán el padrón.

El padrón tiene carácter público en los términos de las
leyes en materia de transparencia y acceso a la infor-
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mación pública, por lo que la Secretaría deberá poner-
lo a disposición del público y mantenerlo actualizado de
forma trimestral, con los siguientes datos: nombre de la
persona física o denominación social de las personas
morales beneficiarias, el monto, recurso, beneficio o
apoyo otorgado para cada una de ellas, unidad territo-
rial, en su caso, edad y sexo.

Queda prohibido el uso del padrón de beneficiarios con
fines político electorales, comerciales o de cualquier ín-
dole distinta a su objeto y fines señalados en esta ley y
los reglamentos aplicables. Su uso indebido será sancio-
nado en términos de la Ley Federal de Responsabilida-
des Administrativas de los Servidores Públicos y demás
disposiciones legales aplicables.

Segundo. Se reforma la fracción XIX-D del artículo 8o.
de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de
los Servidores Públicos, para quedar como sigue:

Artículo 8o. Todo servidor público tendrá las siguientes
obligaciones:

I. a XIX-C. …;

XIX-D. Abstenerse de infringir, por acción u omisión,
las disposiciones constitucionales, legales, reglamenta-
rias y normativas en materia electoral, de desarrollo so-
cial, de propaganda gubernamental y aplicación impar-
cial de los recursos públicos, así como abstenerse de
influir en la equidad de la competencia entre los parti-
dos políticos; lo anterior incluye el uso indebido del
padrón de beneficiarios en materia de desarrollo so-
cial;

XX. a XXIV. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en la Cámara de Diputados. México, Distrito Federal, a 6 de sep-
tiembre de 2016.— Diputada María del Rosario Rodríguez Rubio (rú-
brica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Desarrollo Social
y de Transparencia y Anticorrupción, para dictamen.

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABI-
LIDAD HACENDARIA

«Iniciativa que reforma el artículo 58 de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, a cargo de la
diputada Lucía Virginia Meza Guzmán, del Grupo Parla-
mentario del PRD

La que suscribe, Lucía Virginia Meza Guzmán, diputada
federal a la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión e
integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática, con fundamento en los artículos 71,
fracción II de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como en los artículos 6, numeral 1,
fracción 1 y 77 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración del pleno de esta Cámara
una iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
ma el artículo 58 de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria.

Planteamiento del problema

El Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, publicado el 20
de mayo de 2013 en el Diario Oficial de la Federación, es-
tableció dentro de sus metas nacionales para llevar a Méxi-
co a su máximo potencial, la de un México Incluyente, con
Educación de Calidad y Próspero.

En consecuencia, se plantearon como estrategias transver-
sales, la de democratizar la productividad, consolidar un
gobierno cercano y moderno y garantizar la perspectiva de
género.

Nuestro orden constitucional y legal, prevé como derechos
básicos para el desarrollo social: la educación, la salud, la
alimentación nutritiva y de calidad, la vivienda, el disfrute
de un medio ambiente sano, el empleo y la seguridad social
y los relativos a la no discriminación.1

A propósito de estos derechos humanos, el Programa Na-
cional de Desarrollo 2014-2018 (Pronade), identifica los
principales problemas para alcanzar su plena satisfacción y
lograr un verdadero desarrollo social para México.

Así tenemos, que en materia de salud y alimentación: exis-
te una alta prevalencia de la desnutrición en comunidades
indígenas, y persiste el problema de la desigualdad en el
acceso físico y económico a los alimentos.
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De ahí que el derecho a la alimentación, es uno de los prin-
cipales retos del Estado mexicano.

En materia de seguridad social: se señala que aún no se en-
cuentra desvinculada de la condición laboral de las perso-
nas o del sector en el que trabajen (formal o informal).

No obstante, el Consejo Nacional de Evaluación de la Po-
lítica de Desarrollo Social (Coneval) sostuvo en 2015, que
la carencia más representativa de las dimensiones de po-
breza, es la de acceso a la seguridad social, en razón de que
71.8 millones de personas carecen de ella.

En educación: se advierte que no existe una adecuada edu-
cación multicultural, por lo que se hace indispensable la
capacitación constante y de calidad para los docentes, así
como la necesidad de incorporar el enfoque bilingüe y mul-
ticultural en la educación.

Desde nuestro óptica, vemos que hay otros retos en mate-
ria educativa que son de mayor trascendencia, los cuales no
fueron enunciados en el Pronade, como la instauración de
un modelo educativo que cumpla y responda a los criterios
plasmados en nuestra Constitución Política, para orientar a
la educación que no sólo imparte el estado mexicano sino
también los particulares, de modo que contribuya al desa-
rrollo democrático nacional.

En cuanto a la pobreza y el ingreso económico de las per-
sonas, se identificó como problema: la profunda desigual-
dad en la distribución del ingreso, por lo que resulta apre-
miante elevar el ingreso de las personas en situación de
pobreza, así como promover el sector social de la econo-
mía; mayor apoyo y seguimiento a los proyectos producti-
vos; impulso a la banca de desarrollo y un mejor acceso al
crédito por parte de las mujeres; así como fomentar los pro-
yectos productivos emprendidos por jóvenes.

Argumentación

Para atender, dar pauta y solución a este diagnóstico de la
realidad económica y social, es necesario que el conjunto
de acciones y políticas de gobierno contribuyan a garanti-
zar el pleno ejercicio de los derechos sociales y humanos
de la población, principalmente de los sectores sociales
más marginados o excluidos, con el objeto de enfrentar el
reto fundamental, que es el de reducir la desigual distribu-
ción de los recursos y establecer bases sólidas para un cre-
cimiento económico sostenido que permita solventar las
carencias sociales.

De esta manera, es inobjetable cumplir con uno de los en-
foques integrales de la política de desarrollo social, que es
el de propiciar un gobierno cercano a los ciudadanos que
responda a sus necesidades básicas para combatir y abatir
la pobreza vinculado a través de programas y proyectos de
inversión, que tengan un impacto positivo en el desarrollo
social, bajo las premisas siguientes:

A) Que la asignación de los recursos presupuestales, se
dirija a zonas y áreas estratégicas y prioritarias que re-
quieren un desarrollo social ‘sustentable.

B) Que el uso, manejo y destino de los recursos finan-
cieros presupuestales, se sujete a principios de transpa-
rencia y eficiencia.

C) Que el gasto destinado a la política social se reorien-
te a los programas sociales que tengan el impacto espe-
rado en el desarrollo social; y

D) Que los ajustes presupuestales, no afecten o reduz-
can el gasto destinado al desarrollo social.

Respecto a este último rubro, habrá que recordar que en lo
que va de este año 2016, ya se han realizado dos recortes
presupuestales que impactaron programas importantes en
los ramos administrativos de educación, salud, y desarrollo
al campo, entre otros.

Considerando que el primer ajuste preventivo al gasto
anunciado en febrero de este año fue por un equivalente a
132.3 mil millones de pesos, y que el segundo ajuste anun-
ciado en junio fue de 31 mil 714.7 millones de pesos .adi-
cionales, el recorte total es de 164 mil 77.7 millones de pe-
sos, lo que equivale al 3.4 por ciento del Presupuesto de
Egresos de la Federación.

A estos recortes del Presupuesto de 2016, se suma el re-
corte presupuestal anunciado en los Pre-criterios de Políti-
ca Económica para 2017 de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, de los que se desprende que para cumplir
con la trayectoria de consolidación fiscal en ese año, el go-
bierno de la República prevé un ajuste de gasto programa-
ble, sin inversión de alto impacto económico y social, por
más de 175 mil millones de pesos.

Esta restricción al presupuesto afectará de nuevo el gasto
destinado al desarrollo social, que desafortunadamente se
ha visto disminuido de pasar del 14.2 por ciento del PIB en
2015, a 11.4 por ciento en 2016.
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Estas adecuaciones presupuestarias, constituyen un verda-
dero riesgo y freno al desarrollo social al que aspira la Re-
pública, principalmente las entidades federativas como Oa-
xaca, Chiapas, Guerrero, Veracruz, Puebla, Estado de
México y Morelos, entre otras, que presentan histórica-
mente enormes retos por los altos índices de marginación y
rezago social que presentan.

Frente a estos ajustes preventivos señalados, que no son
más que recortes al gasto público, con la presente iniciati-
va se propone reformar el artículo 58 de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, a efecto de:

1. Precisar que los programas fondos e inversiones diri-
gidas al desarrollo social, principalmente en materia de
educación, salud, alimentación y generación de empleo,
no serán sujetos de reducciones presupuestales. Debe
refrendarse en este ordenamiento legal, el carácter prio-
ritario y de interés público que para el desarrollo social
ostentan.

2. Establecer en caso de que dichos programas sufran
una reducción, la obligación de la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público de informar a la Cámara de Dipu-
tados sobre el particular dentro de los 30 días naturales
siguientes a que se realice dicha reducción, o en su ca-
so, comparezca su titular para tal efecto dentro del mis-
mo plazo, ante las Comisiones de Hacienda y Crédito
Público y de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cáma-
ra de Diputados.

Por lo antes expuesto y fundado, someto a la consideración
de esta Asamblea, el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 58 de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria

Artículo Único. Se reforma el artículo 58, en su último pá-
rrafo de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaria, para quedar como sigue:

Artículo 58. ...

I. …

II. …

III. …

…

…

…

No se podrán realizar reducciones a los programas pre-
supuestarios, fondos e inversiones dirigidas al desarro-
llo social, principalmente en materia de educación, sa-
lud, alimentación V generación de empleo; a la atención
de la igualdad entre mujeres y hombres, al Programa de
Ciencia, Tecnología e Innovación; las erogaciones co-
rrespondientes al desarrollo integral de los pueblos indí-
genas y comunidades indígenas y la atención a grupos
vulnerables, salvo en los supuestos establecidos en la
presente ley y con la opinión de la Cámara de Dipu-
tados. En todo caso, la Secretaría de Hacienda y Crédi-
to Público deberá informar a la Cámara de Diputados
sobre las reducciones, dentro de los 30 días naturales si-
guientes a su realización o, en su caso, comparecer para
tal efecto dentro del mismo plazo, ante las Comisiones
de Hacienda y Crédito Público y de Presupuesto y
Cuenta Pública de la Cámara de Diputados.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Nota:

1 Artículo 6 de la ley General de Desarrollo Social.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre de
2016.— Diputada Lucía Virginia Meza Guzmán (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica, para dictamen.

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABI-
LIDAD HACENDARIA

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 107 de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, a
cargo del diputado David Jiménez Rumbo, del Grupo Par-
lamentario del PRD

El suscrito, David Jiménez Rumbo, integrante de la LXIII
Legislatura del Congreso de la Unión y del Grupo Parla-
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mentario del Partido de la Revolución Democrática, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, nume-
ral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78, numeral 1, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía la presente Iniciativa con
proyecto de decreto, por el que se reforma el párrafo pri-
mero y se adicionan el inciso h) y tres párrafos a la fracción
II del artículo 107 de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria, de acuerdo con lo siguiente:

I. Problemática

Hoy existe una opacidad muy fuerte en varios rubros de la
operación presupuestal de la administración pública fede-
ral. Uno de estos rubros son los relacionados en el destino
y ejercicio de los recursos derivados de las multas y san-
ciones económicas, por lo que el uso adecuado de los in-
gresos obtenidos por este concepto ofrece la oportunidad
de restituir a la sociedad parte del bienestar perdido.

Por ello resulta necesario que haya transparencia sobre su
ejercicio; de lo contrario, se corre el riesgo de que estos re-
cursos sean desaprovechados, mal utilizados, o bien que la
búsqueda de rentas convierta a estas multas en simples
transferencias entre agentes es por ello que, existen diver-
sas leyes que consideran multas o sanciones económicas a
quienes las violen, y en algunas de éstas ya se especifica el
destino y uso de estos recursos; como es el caso de las si-
guientes leyes:

Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal; Ley
General para el Control del Tabaco; Ley General de Pesca
y Acuacultura Sustentables; Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente; y Ley General pa-
ra la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, entre
otras.

II. Argumentos que sustentan la presente iniciativa

La importancia de la transparencia y la rendición de cuen-
tas en la gestión pública radican en que todas las decisio-
nes gubernamentales y administrativas deberán estar al al-
cance del público en forma clara, accesible y veraz.

De esta manera, el presupuesto gubernamental estará bajo
constante escrutinio, favoreciendo la sujeción a la ley, a la
honestidad y a la responsabilidad de las instituciones y ser-
vidores públicos. Lo que no pueda ser medido difícilmente

podrá ser evaluado. Por tanto, es necesario contar con he-
rramientas eficientes que permitan el análisis del gasto pú-
blico.

La transparencia y la rendición de cuentas en el sector pú-
blico, servirá para contrastar los objetivos planteados por el
gobierno contra la distribución del gasto gubernamental.
De esa forma, además de evaluar la eficiencia del erario,
podrán detectarse más fácilmente los casos de corrupción
(García Silva, Betzaida. Instituciones y servidores públicos
responsables: Transparencia y rendición de cuentas en la
gestión pública http://www.cee-nl.org.mx/educacion/certa-
men_ensayo/sexto/BetzaidaGarcia.pdf Revisado el 8 de ju-
nio de 2016).

En el pasado reciente, los organismos públicos no tenían si-
quiera la obligación de publicar la información sobre su
presupuesto, como sueldos o contratación de funcionarios.

En la actualidad se ha avanzado en la generación de infor-
mación, el establecimiento de un sistema de evaluación del
desempeño y la creación de órganos técnicos y de fiscali-
zación en todos los ámbitos de gobierno. Pero si bien es
cierto, pese a que hay mayor publicidad acerca de infor-
mación financiera y presupuestal, hoy nos vemos en la ne-
cesidad de conocer con más detalle y precisión hacia dón-
de se dirigen los recursos públicos que se generan y como
se transfieren, y si se ejercieron de forma eficaz y eficien-
te y si se cumplieron los objetivos y las metas.

En la actualidad, la Ley Federal de Presupuesto y Respon-
sabilidad Hacendaria considera la orientación del presu-
puesto hacia resultados y la mejora en la calidad del gasto
público, mediante el establecimiento de un sistema de eva-
luación del desempeño, en el cual deben incorporarse indi-
cadores estratégicos y de gestión para evaluar el desempe-
ño de las dependencias gubernamentales y los programas
públicos.

Los resultados de las evaluaciones de desempeño deberán
tomarse en cuenta para la implementación de acciones de
mejora de dichos programas o bien, de ser el caso, para su-
primir o modificar programas.

Por ello, la prioridad en materia de gasto es garantizar re-
sultados y generar beneficios tangibles a los destinatarios
de las políticas públicas. Ante el cúmulo de necesidades y
las limitaciones existentes en materia de ingresos es im-
prescindible que el uso y aplicación de los recursos públi-
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cos sea eficiente y eficaz, pero al mismo tiempo que gene-
re condiciones para elevar la calidad de vida de la pobla-
ción.

Uno de los temas de la administración pública que tienen
mayor opacidad es el destino de los ingresos que se obtie-
nen por las multas y sanciones económicas que se imponen
en leyes federales.

Diversas disposiciones del orden federal imponen sancio-
nes por incumplimiento a su mandato, asimismo dichas
normas establecen el destino de su recaudación, por ejem-
plo:

• Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Fede-
ral. El artículo 74 Bis establece: “Los ingresos deriva-
dos por concepto de multas a que se refiere la fracción I
del presente artículo se destinarán a la Secretaría de Se-
guridad Pública para cubrir gastos de operación e inver-
sión en programas vinculados a la propia seguridad pú-
blica y de manera específica se destinará 20 por ciento
del total a prevención del delito, en tanto que los deri-
vados de la fracción II se destinarán conforme a lo esta-
blecido en el último párrafo del artículo 74 de esta ley”.

• Ley General para el Control del Tabaco. El artículo
50 refiere: “El monto recaudado producto de las multas
será destinado al Programa contra el Tabaquismo y a
otros programas de salud prioritarios”.

• Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables.
Artículo 144. Los ingresos que se obtengan de las mul-
tas por infracciones a lo dispuesto en esta Ley, sus re-
glamentos y demás disposiciones que de ella se deriven,
así como los que se obtengan del remate en subasta pú-
blica o la venta directa de los bienes decomisados se
destinarán a la integración de fondos para desarrollar
programas vinculados con la inspección y la vigilancia,
de conformidad con las disposiciones legales aplicables.

• Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente. Artículo 175 Bis. Los ingresos que
se obtengan de las multas por infracciones a lo dispues-
to en esta Ley, sus reglamentos y demás disposiciones
que de ella se deriven, así como los que se obtengan del
remate en subasta pública o la venta directa de los bie-
nes decomisados, se destinarán a la integración de fon-
dos para desarrollar programas vinculados con la ins-
pección y la vigilancia en las materias a que se refiere
esta ley.

• Ley General para la Prevención y Gestión Integral
de los Residuos. Artículo 115. Los ingresos que se ob-
tengan de las multas por infracciones a lo dispuesto en
esta ley y en las disposiciones que de ella se deriven, se
destinarán a la integración de fondos para la remedia-
ción de sitios contaminados que representen un riesgo
inminente al ambiente o a la salud.

Es indispensable que en los informes respecto a la situa-
ción económica, las finanzas públicas y la deuda pública,
que el Ejecutivo federal tiene como obligación presentar al
Congreso de la Unión, queden incluidos en un apartado es-
pecífico donde se detalle el destino y uso de las multas y
sanciones económicas considerados en las leyes federales.

El uso de los recursos por multas y sanciones económicas
representa un ingreso importante para la federación, pues
la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal
de 2016 establece por este rubro una proyección económi-
ca alrededor de mil 726.0 millones de pesos, lo que repre-
senta 13.31 por ciento más del presupuesto que tiene asig-
nado la función pública.

III. Consideraciones que justifican la modificación del
artículo 107 de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria

Actualmente, el artículo 107 de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, únicamente obliga a
los entes públicos a entregar información; es decir, que to-
dos los ejecutores del gasto son responsables de remitir a la
Secretaria de Hacienda y Crédito Público toda la informa-
ción relativa a los ingresos obtenidos a través de informes
trimestrales. Con base en la información reportada por las
dependencias, la SHCP debe entregar al Congreso infor-
mes trimestrales relativos a la ejecución del Presupuesto de
Egresos, incluyendo los principales indicadores sobre re-
sultados y avances de los programas en el cumplimiento de
sus metas e impacto social.

Sin embargo, en dicho ordenamiento, no se consideran cri-
terios mínimos de información presupuestal en los reportes
entregados en relación a los ingresos por multas y sancio-
nes, destino otorgado y evaluación de las metas de las ero-
gaciones programadas por estos conceptos.

Las dependencias gubernamentales no dan a conocer infor-
mación detallada de las erogaciones cuyo origen son mul-
tas y sanciones en general y poco se conoce de los resulta-
dos y desempeño del gasto en inversión y que estos estén
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cada vez más vinculados con las necesidades y demandas
directas de la población, a través de un mecanismo eficaz
estableciendo para ello reglas de transparencia y rendición
de cuentas que favorezcan la difusión de información sobre
la obra y los programas desarrollados por todo ente públi-
co, a fin de que los ciudadanos puedan conocer, opinar y
evaluar el desempeño de las políticas públicas.

Se propone incluir en el texto normativo la participación de
la Auditoría Superior de la Federación, a efecto de que di-
cha entidad fiscalizadora tenga una participación más di-
recta en el proceso de verificación de los informes que la
administración pública federal entrega trimestralmente.

Por otro lado, se propone que el órgano de fiscalización
tenga las facultades en términos de la Ley de Fiscalización
y Rendición de Cuentas de la Federación, para determinar
y sancionar con apego a la ley a cualquier entidad, depen-
dencia, y servidores públicos que haga mal uso de estos re-
cursos provenientes por el concepto de estos aprovecha-
mientos, y aplicará directamente las indemnizaciones y
sanciones económicas correspondientes

La iniciativa plantea, por una parte, ampliar las obligacio-
nes de información de los organismos públicos en todos los
ámbitos de gobierno y establecer la obligación de poner a
disposición de esta soberanía un reporte pormenorizado de
todas y cada una las acciones gubernamentales emprendi-
das con la capitalización por los conceptos de sanciones
derivadas de leyes federales, conforme a la premisa de que
la transparencia en el uso de estos recursos asegurará que
éstos sean destinados al fin que por ley les ha sido conferi-
do; favoreciendo con esto tener un mejor análisis sobre el
uso racional de éstos aprovechamientos; evitando con esto,
subejercicios y, por ende, desvíos de estos recursos; lo cual
dará certidumbre a los agentes sobre las importancias de
estas multas, y, en suma, se generará mayor rendición de
cuentas de sus ejecutores.

Por lo expuesto someto a consideración de esta asamblea la
presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 107 de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria,
fracción I, se adicionan los incisos h) a k)

Primero. Se modifica el párrafo primero del artículo 107
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria, para quedar como sigue:

Artículo 107. El Ejecutivo federal, a través de la secretaría,
entregará al Congreso de la Unión y a la Auditoría Supe-
rior de la Federación informes mensuales y trimestrales
en los siguientes términos:

Segundo. Se adicionan el inciso h) y tres párrafos a la
fracción II del artículo 107 de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, para quedar como
sigue:

Artículo 107. […]

h) Un apartado específico que contenga el origen,
y destino del ejercicio a detalle de los recursos
provenientes por el concepto de multas o sancio-
nes económicas previstas en las leyes federales.

II. …

…

…

…

…

…

…

Será obligación de la Auditoría Superior de la Fede-
ración, en coadyuvancia con la Comisión de Vigilan-
cia de la Cámara de Diputados, fiscalizar el estricto
cumplimiento de las disposiciones de esta ley por
parte de los sujetos obligados, conforme a las atribu-
ciones que le confieren la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

La Auditoría Superior de la Federación sancionará
con apego a la ley a cualquier entidad, dependencia,
y servidores públicos que haga mal uso de estos re-
cursos provenientes por el concepto de estos aprove-
chamientos y aplicará directamente las indemniza-
ciones y sanciones económicas correspondientes,
iniciando para ello el fincamiento de otro tipo de res-
ponsabilidades a que haya lugar, derivadas del in-
cumplimiento de la Ley Federal de Transparencia y
Acceso a la Información Pública Gubernamental.
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La Auditoría Superior de la Federación procederá al
fincamiento de las responsabilidades que correspon-
dan, en caso de que derivado de una auditoría prac-
ticada detecte actos ilegales relacionados con las
obligaciones por el concepto de multas y sanciones
mencionadas, y en caso de ser procedente, dará ini-
cio a los procedimientos en materia de responsabili-
dad penal.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre de 2016.— Dipu-
tado David Jiménez Rumbo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, para dictamen.

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABI-
LIDAD HACENDARIA

«Iniciativa que adiciona el artículo 22 a la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, a cargo del
diputado Candelario Pérez Alvarado, del Grupo Parlamen-
tario del PRD

El que suscribe, Candelario Pérez Alvarado, diputado fede-
ral de la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática, con fundamento en lo establecido en la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, nu-
meral 1, 77, 78 y 180 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta honorable
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
que adiciona un artículo 22  a la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria.

1. Planteamiento del problema

De conformidad a las normas de política Económica de
nuestro país, el ciclo presupuestal concluye con la publica-
ción del PEF (Presupuesto de Egresos de la Federación)
para el ejercicio fiscal inmediato posterior. En las mejores
prácticas presupuestales a nivel internacional, el ejercicio

de colaboración entre poderes evita salvo casos excepcio-
nales reducciones al gasto autorizado no discutidos en el
Congreso. Sin embargo en nuestro país esto no ocurre da-
do que el ejecutivo federal por medio de la Secretaria de
Hacienda y Crédito Público ha convertido en costumbre re-
ducir el gasto autorizado, a unos meses de haber sido auto-
rizado.  

Esta práctica genera opacidad en el manejo presupuestal ya
que no existe ninguna obligación legal de justificar las re-
ducciones del gasto.  La Ley de Presupuesto y Responsa-
bilidad Hacendaria considera solo los casos en los que se
prevén disminuciones en los ingresos y se especifica la
manera puntual de como compensar esas disminuciones
para no afectar el déficit autorizado originalmente.  

Las disminuciones al gasto deben ser tratadas en la Ley en
comento, en principio, estas reducciones al gasto pueden
obedecer a alguna previsión de menores ingresos a los au-
torizados por el Congreso o derivarse de alguna estrategia
del Gobierno Federal para cuidar el orden en las Finanzas
Públicas, no obstante,  su tratamiento no debe darse de ma-
nera espontánea o autónoma por parte de la autoridad ha-
cendaria, se debe enviar a esta Cámara un documento ex-
plicativo de la necesidad de la disminución en el gasto
autorizado y hacer  mención de que   ingresos  se está pre-
viendo su disminución y la compensación correspondiente.
La disminución al gasto autorizado también puede deberse
a alguna estrategia que el ejecutivo este siguiendo para sa-
near las finanzas públicas. Cualquiera que sea la razón, el
Ejecutivo debe informar al Congreso  la disminución en el
gasto que considera necesaria, en particular por que se de-
cidió de manera conjunta por ambos poderes  que progra-
mas se apoyarían en el ejercicio presupuestal, y el dejar de
apoyarlos de manera unilateral resulta contrario a  la salud
republicana.

Una reducción al gasto público autorizado, manteniendo el
mismo nivel de ingreso autorizado equivale a un menor dé-
ficit, es por ello  que el nivel de endeudamiento autorizado
resulta estar excedido,  por lo que podría disminuirse en la
misma cantidad en la que se redujo el gasto. 

La disciplina presupuestaria sugiere que los movimientos
presupuestales del sector público deben ser compensados
con el fin de no observar al final de un ejercicio niveles de
financiamiento neto superiores a los previstos y ver así au-
mentado el saldo de requerimientos financieros del sector
público.
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No tiene un objetivo presupuestal ni de política económica
transparente operar una disminución al gasto al inicio del
año y terminar el año fiscal con un nivel  de gasto superior
al autorizado, y que este mayor nivel de gasto no intente
compensarse con un aumento en los ingresos, sino al con-
trario los ingresos terminen por debajo del nivel autorizado
inicialmente. 

El orden en el manejo de las finanzas públicas es determi-
nante para alcanzar la estabilidad macroeconómica, pero
con transparencia y brindando la información necesaria, de
otra manera parece solo un ejercicio unilateral desaseado
por parte del ejecutivo y muy poco transparente que solo
genera incertidumbre sobre el rumbo de las finanzas públi-
cas a nivel no solo nacional sino internacional.

2. Argumentos que la sustenten

Se debe proveer mayor transparencia en el manejo de las
finanzas públicas involucrando al poder legislativo para
que se realicen las adecuaciones legales necesarias para
evitar  la opacidad.

Se indica que (Artículo 18 de la Ley de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria),  “a toda propuesta de aumento o
creación de gasto del proyecto de Presupuesto de Egresos,
deberá agregarse la correspondiente iniciativa de ingreso
distinta al financiamiento o compensarse con reducciones
en otras previsiones de gasto”. Si por alguna circunstancia
resultase un nivel de ingreso superior al del gasto, la nece-
sidad de financiamiento disminuiría en la misma magnitud.

El financiamiento autorizado es un techo de endeudamien-
to que se programa de acuerdo al análisis y a la elaboración
de supuestos que de darse sería necesario usarlo, lo más re-
comendable es que este no se use ya que significaría que se
hizo ex ante un análisis completo y acertado de la situación
internacional y nacional en cuanto al desenvolvimiento fi-
nanciero y de los mercados más importantes para el creci-
miento nacional. De acuerdo a las buenas prácticas inter-
nacionales sobre finanzas públicas el endeudamiento
autorizado nunca debe usarse, no si ocurre un aumento del
gasto no presupuestado inicialmente y mucho menos si
efectivamente se materializaron supuestos que disminuye-
ron el nivel de ingreso autorizado.

Es adecuado que cuando se plantee una modificación  al
presupuesto del gasto aprobado por el Congreso, se anali-
ce la posibilidad de disminuir en la misma cantidad el ni-
vel de endeudamiento autorizado en la Ley de Ingresos.

La información que debe proporcionar la Secretaria de Ha-
cienda y Crédito Público  a la Cámara de Diputados debe-
rá  ser en lo general  más expedita y no informar  hasta el
último trimestre del año de asuntos tan importantes como,
como por ejemplo, el uso de los  excedentes de operación
del Banco de México.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público al inferir una
segura disminución en el nivel de ingresos autorizado, an-
tes de realizar una disminución al gasto de manera inme-
diata sin informar al Congreso, debe en su lugar proceder
como lo señala la propia Ley de Presupuesto y Responsa-
bilidad Hacendaria en su artículo 21: “La disminución de
los ingresos del Gobierno Federal, asociada a menores in-
gresos petroleros, así como a una menor recaudación de
impuestos, derechos, productos y aprovechamientos que
no tengan fin específico, por debajo de los estimados para
la Ley de Ingresos, se podrá compensar con los recursos
del Fondo de Estabilización de los Ingresos Presupuesta-
rios en los términos de las reglas de operación que emita la
Secretaría. En caso de que, conforme a lo previsto en di-
chas reglas, se llegue al límite de recursos del Fondo de Es-
tabilización de los Ingresos Presupuestarios sin poder com-
pensar dicha disminución, se procederá a compensar con
los recursos de la Reserva del Fondo y a reasignar el gasto
correspondiente a la fracción III, inciso a), sub incisos i) a
iii) del presente artículo, a gasto de inversión en infraes-
tructura, programas de empleo temporal y programas de
estímulo que determine el Ejecutivo Federal, el cual debe-
rá reportar en el informe trimestral correspondiente las re-
asignaciones de gasto realizadas. En caso de que el uso de
la Reserva del Fondo no sea suficiente, se procederá con
los ajustes a que se refiere la fracción III del presente ar-
tículo. Está planteado un procedimiento de ley para proce-
der en caso de que se prevean diminuciones en el nivel de
los ingresos autorizados en la Ley de Ingresos.

El marco legal ha venido adecuándose  revisando el diseño
del presupuesto público para que este no solo se concentra-
ra en el control del gasto como fin último, sino en el esta-
blecimiento de normas que mejoraran la captación de ingre-
sos y su asignación de acuerdo con los planes y programas
establecidos. Este proceso culminó en 2006 con la publica-
ción de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaria, mismo que fue reforzado con la Ley General de
Contabilidad Gubernamental (2008) y la Ley de Fiscaliza-
ción y Rendición de Cuentas de la Federación (2009).

En esta misma tesitura, es necesario incluir en la Ley de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria preceptos para
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que la autoridad hacendaria se conduzca de manera trans-
parente ante previsiones de disminuciones estratégicas re-
queridas en el gasto autorizado o disminuciones en los In-
gresos públicos.

4. Ordenamientos a modificar

Se inserta un artículo 22 y se recorre la numeración conse-
cutivamente para quedar como sigue:

Artículo 21. …

Artículo 21 Bis. …

Artículo 22- En el caso de que el Ejecutivo Federal por
conducto de la Secretaría de Hacienda requiera reali-
zar modificaciones al nivel y estructura de gasto autori-
zado por el Congreso, EL Ejecutivo Federal  enviará   a
la Cámara de Diputados en los siguientes 15 días hábi-
les a que se haya determinado la disminución de gasto,
el monto de ingreso a reducir y una propuesta de com-
posición de dicha reducción por rubro de ingresos que
considere se verán disminuidos, así mismo enviará el
monto de gasto a reducir con la propuesta de composi-
ción de dicha reducción por dependencia y entidad.  .
En caso de que no existiesen reducciones en el ingreso
autorizado entonces enviara a la Cámara de Diputados
su propuesta de disminución del nivel de endeudamien-
to autorizado en la Ley de Ingresos.

Artículo 23. …

Artículo 24. ….

Artículo Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de septiembre de
2016.— Diputado Candelario Pérez Alvarado (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 134 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Timoteo Villa Ramírez, del Grupo Parlamentario
del PRI

El suscrito, diputado Timoteo Villa Ramírez, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional en esta Cámara de Diputados del Honorable Con-
greso de la Unión, en uso de las facultades que me confie-
ren los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; y artículo 6, numeral 1,
fracción I, y artículo 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, me permito someter a la consideración de esta
soberanía la iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforma el párrafo IX, del artículo 134, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, como indi-
ca lo siguiente:

Exposición de Motivos

En nuestro país, año con año se aprueba en esta Honorable
Cámara el Presupuesto Federal, este paquete económico es
de suma importancia para el desarrollo y crecimiento de los
municipios y estados de la nación, cubriendo áreas funda-
mentales como educación, deporte, cultura, infraestructura
y salud entre otras tantas. 

Más del sesenta por ciento de los ingresos municipales pro-
vienen de los Egresos Federales y Estatales, en los cuales,
algunos ingresos se etiquetan directamente en diversos
proyectos de obra, estos ingresos pueden abarcar el total
del costo de la obra o en otros casos, parte del costo de la
misma. 

Esta asignación, es con el fin de facilitar el acceso de las
comunidades a una vida plena tanto social como personal-
mente, poniendo al alcance de ellos, caminos, carreteras,
escuelas, museos, teatros, deportivos y clínicas de alta ca-
lidad. Para el año 2015, el gasto total en inversión fue de
874 mil 530.25 millones de pesos, incluido en el Presu-
puesto de Egresos de la Federación, este monto se compo-
ne principalmente de los siguientes rubros:

Inversión física, la cual concierne a los programas y pro-
yectos de inversión, fideicomisos, provisiones para contin-
gencias que se presenten en el país y aportaciones destina-
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das a entidades federativas y municipios; Subsidios de in-
versión; y Otros tipos de inversión.

El rubro de desarrollo social tuvo un monto 194 mil 051.1
millones de pesos, Comunicaciones y Transportes 107 mil
847.1 millones de pesos, Educación 22 mil 817.8 millones
de pesos del total de gasto de inversión federal, es decir
más del treinta y siete por ciento se invirtió en obras públi-
cas básicas. 

Por estas razones, es muy importante cuidar que estas
obras de inversión pública federal sean reconocidas como
tal y no se le adjudiquen a Presidentes Municipales o Go-
bernadores Estatales, recordando que los estados y munici-
pios tienen partidas especiales para su uso en inversión pú-
blica. 

Un ejemplo de ello, ocurre con el alumbrado Público, pin-
ta de banquetas, bardas, hospitales, deportivos, puentes pe-
atonales y un caso aun mayor las escuelas de educación bá-
sica de mi estado, Guanajuato.

Los planteles de primaria y secundaria nuevos y remodela-
dos deben de ser pintados con los colores blanquiazul, ha-
ciendo alusión al Partido Político que representa el Gober-
nador de mi Estado, así como los uniformes que portan, la
cual podría interpretarse como uso partidista en un bien pú-
blico, laico y gratuito.

Los colores transmiten ideas, sentimientos. Nos hacen re-
accionar de una manera o de otra, sentir frío, calor, amor,
dolor. Diversos estudios demuestran que los colores y los
sentimientos no se combinan de manera accidental, que sus
asociaciones no son cuestión de gusto, sino experiencias
universales profundamente enraizadas desde la infancia en
nuestro lenguaje y nuestro pensamiento.

Es una relación que ahonda en la antropología, el lenguaje,
las estructuras sociales, el dinero o la cultura. Los efectos
de los colores no son innatos, pero como se conocen en la
infancia a la vez que el lenguaje, los significados quedan
interiorizados en la edad adulta y parecen innatos. A pesar
de las sensaciones individuales hay una comprensión uni-
versal, las impresiones y vivencias que producen los colo-
res pueden considerarse de una manera perfectamente ob-
jetiva, aunque cada individuo vea, sienta y juzgue los
colores de una manera personal.

Los publicistas y expertos en marketing lo saben bien, y
los utilizan para manejar nuestras decisiones a través de los

colores. Además en la sociedad actual la referencia a los
colores es constante, incluso en el lenguaje diario los usa-
mos para expresar como nos encontramos.

Por estas consideraciones, desde razones científicas hasta
legislativas y que son de importancia social y honradez po-
lítica me parece viable adicionar al párrafo noveno de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos la
palabra colores y Partido Político, evitando así la desinfor-
mación y proselitismo político. 

Con lo anterior expuesto, me permito someter a la consi-
deración de la soberanía el siguiente proyecto de 

Decreto que reforma el artículo 134 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos

Único. Se adiciona la palabra colores y Partido Político al
noveno párrafo del artículo 134 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

La propaganda, bajo cualquier modalidad de comunicación
social, que difundan como tales, los poderes públicos, los
órganos autónomos, las dependencias y entidades de la ad-
ministración publica y cualquier otro ente de los tres órde-
nes de gobierno, deberá tener carácter institucional y fines
informativos, educativos o de orientación social. En nin-
gún caso esta propaganda incluirá nombres, imágenes, co-
lores, voces o símbolos que impliquen promoción perso-
nalizada de cualquier servidor público o partido político.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor el día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de septiembre de 2016.—
Diputado Timoteo Villa Ramírez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales,
para dictamen.
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CÓDIGO CIVIL FEDERAL

«Iniciativa que reforma el artículo 1915 del Código Civil
Federal, a cargo del diputado Alfredo Javier Rodríguez Dá-
vila, del Grupo Parlamentario del PAN

Alfredo Javier Rodríguez Dávila, diputado de la LXIII Le-
gislatura del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos e integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, con fundamento en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como el 6, numeral 1, fracción I, y 77 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta asamblea la iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforma el artículo 1915 del Código Ci-
vil Federal, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

I. Problemática

1. La finalidad de esta iniciativa es la de actualizar el Có-
digo Civil Federal, en el tema relacionado a los daños a
personas a los que los prestadores de los distintos servicios
de transporte deben de responder. Lo anterior obedece a
que la llamada reforma laboral de 2012 no contempló la
modificación del Código aún y cuando ambos ordena-
mientos jurídicos se relacionan en distintos aspectos, tal
como a su vez lo hace el Código con algunas leyes que re-
gulan los servicios de transporte federal, como a continua-
ción se señala:

1.1. La Ley de Caminos Puentes y Autotransporte Federal
(LCPAF), en lo relacionado con las responsabilidades que
los prestadores del servicio de autotransporte de pasajeros
y de turismo tienen para con sus usuarios (capítulo I, del tí-
tulo sexto de la ley), actualmente se remite al Código Civil
para el Distrito Federal en materia Común, y para toda la
República en Materia Federal1 (el Código) para los casos
de las indemnizaciones que los permisionarios del auto-
transporte de pasajeros y de turismo están obligados a otor-
gar. De igual forma se remite a la Ley Federal del Trabajo
para la prelación del pago de las mismas. Así, en el artícu-
lo 64 de la LCPAF se lee:

El derecho a percibir las indemnizaciones establecidas en
este capítulo y la fijación del monto se sujetará a las dispo-
siciones del Código Civil para el Distrito Federal en materia
común, y para toda la República en materia federal. Para la

prelación en el pago de las mismas, se estará a lo dispues-
to en el artículo 501 de la Ley Federal del Trabajo.

1.2. De manera similar, la Ley Reglamentaria del Servicio
Ferroviario indica en su artículo 54:

El derecho a percibir las indemnizaciones establecidas
en este capítulo y la fijación del monto se sujetará a las
disposiciones del Código Civil para el Distrito Federal
en materia común y para toda la República en materia
federal. Para la prelación en el pago de las mismas, se
estará a lo dispuesto en el artículo 501 de la Ley Fede-
ral del Trabajo.

1.3. Con una ligera modificación respecto de los montos
por el concepto de indemnización, el artículo 62 de la Ley
de Aviación Civil indica:

Para los daños a pasajeros, el derecho a percibir indem-
nizaciones se sujetará a lo dispuesto en el artículo 1915
del Código Civil para el Distrito Federal en materia co-
mún y para toda la República en materia federal, salvo
por lo que se refiere al monto que será el triple de lo
previsto en dicho artículo. Para la prelación en el pago
de las indemnizaciones, se estará a lo dispuesto en el ar-
tículo 501 de la Ley Federal del Trabajo.

2. Esta vinculación de las tres leyes con el Código Civil se
establece principalmente en dos aspectos. El primero tiene
que ver con lo que el Código identifica como la contrata-
ción del servicio de porteo –es decir, del servicio del trans-
porte por tierra, por agua o por aire de “personas, animales,
mercaderías o cualesquiera otros objetos” (artículo 2646)–
y con los daños a personas, a los cuales los porteadores es-
tán obligados a responder (art. 2647). El segundo aspecto
se relaciona con el artículo 1915 del mismo código, el cual
señala las formas de calcular la indemnización por concep-
to de reparación de daño, al establecer: 

Artículo 1915. La reparación del daño debe consistir a
elección del ofendido en el restablecimiento de la situa-
ción anterior, cuando ello sea posible, o en el pago de
daños y perjuicios.

Cuando el daño se cause a las personas y produzca la muer-
te, incapacidad total permanente, parcial permanente, total
temporal o parcial temporal, el grado de la reparación se
determinará atendiendo a lo dispuesto por la Ley Federal
del Trabajo. Para calcular la indemnización que correspon-

Año II, Primer Periodo, 27 de septiembre de 2016 / Apéndice  I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados96



da se tomará como base el cuádruplo del salario mínimo
diario más alto que esté en vigor en la región y se extende-
rá al número de días que para cada una de las incapacida-
des mencionadas señala la Ley Federal del Trabajo. En ca-
so de muerte la indemnización corresponderá a los
herederos de la víctima.

Los créditos por indemnización cuando la víctima fuere
un asalariado son intransferibles y se cubrirán preferente-
mente en una sola exhibición, salvo convenio entre las
partes.

Las anteriores disposiciones se observarán en el caso del
artículo 2647 de este Código.

3. Como puede observarse, tanto el Código Civil como las
otras leyes hacen referencia a la Ley Federal del Trabajo
(LFT), en lo que tiene que ver con la reparación de daños
y la fijación del monto de la indemnización, respectiva-
mente. Esta referencia puede encontrarse en los artículos
501 y 502 de esta ley: el 501 especifica la prelación de los
familiares que tienen derecho a recibir la indemnización en
caso de muerte del trabajador, en tanto que el 502 determi-
na el monto de la indemnización, señalada en su equiva-
lencia en salarios mínimos.

Así, el artículo 502 de la Ley Federal del Trabajo vigente
señala: “En caso de muerte del trabajador, la indemniza-
ción que corresponda a las personas a que se refiere el ar-
tículo anterior será la cantidad equivalente al importe de
cinco mil días de salario, sin deducir la indemnización que
percibió el trabajador durante el tiempo en que estuvo so-
metido al régimen de incapacidad temporal”.

Resulta importante recalcar que hasta las modificaciones
que tuvo la LFT en 2012 (bajo la llamada “reforma labo-
ral”), el artículo 502 indicaba una cantidad equivalente a
setecientos treinta días de salarios por la indemnización, en
caso de muerte del trabajador. Si bien el incremento del
monto de la indemnización de 730 a 5,000 días de salario
ha sido favorable –y se coincide con este aumento–, la re-
forma laboral de 2012 no contempló, se ha dicho, el im-
pacto de los cambios en otros cuerpos normativos relacio-
nados con la Ley Federal del Trabajo.

De este modo, la reparación del daño señalada en el artícu-
lo 1915 del Código Civil Federal pasó de fijar un monto
equivalente a 2 mil 920 días de salario mínimo (el cuádru-
plo de los 730 días señaladas en la Ley Federal del Traba-
jo antes vigente) a uno equivalente a 20 mil días de salario

mínimo (el cuádruplo de los 5 mil salarios que actualmen-
te señala la LFT).

La modificación a la LFT (y su relación con el Código) im-
pacta a los concesionarios del servicio ferroviario, así co-
mo a los concesionarios y permisionarios del servicio de
transporte aéreo regular (aerolíneas). Sin embargo, afecta
sobre todo a los permisionarios del autotransporte de pasa-
jeros y turismo, debido a que muchos de quienes prestan su
servicio lo hacen bajo pequeñas asociaciones o como per-
sonas físicas, y una indemnización de este tipo resultaría
prácticamente impagable.2

II. Argumentación

1. Vale la pena enfatizar que esta iniciativa no busca redu-
cir los derechos laborales (pues deja intacta la Ley Federal
del Trabajo). En cambio, pretende reformar el marco jurí-
dico relacionado a la responsabilidad de los permisionarios
del transporte, ocasionado por daños, a fin de adaptarlo a
los principios de proporcionalidad y equidad que deben
amparar a toda persona física o moral que desarrolle una
actividad económica.

2. Desde la publicación de la Ley Federal del Trabajo, en
abril de 1970, el artículo 502 no sufrió modificaciones si-
no hasta la reforma de 2012. Lo anterior se debió a que du-
rante todos esos años realizar alguna modificación a la LFT
representaba una dificultad política bastante alta y varios
de sus artículos, considerados pilares de la misma, eran
prácticamente intocables. Fue éste el motivo principal por
el que los legisladores en 1975, argumentando un incre-
mento en la tasa de accidentes, optaron por modificar el
Código Civil y multiplicar en cuatro veces los montos por
indemnización, señalados en la LFT.

Es importante dejar en claro que la modificación realizada
en 2012 al artículo 502 de la Ley Federal del Trabajo sol-
venta y supera la intención que los legisladores tuvieron en
1975 cuando cuadriplicaron el monto señalado en el enton-
ces Código Civil para el Distrito federal en materia común
y para toda la república en materia federal. Por lo tanto, se
considera pertinente modificar de nueva cuenta el artículo
1915 del ahora Código Civil Federal para actualizarlo, sus-
tituyendo además el término de “salario mínimo” por el de
“Unidad de Medida y Actualización”, en concordancia a la
reforma constitucional de enero de 2016, por la cual se des-
indexó el salario mínimo como media para cuantificar el
pago de las obligaciones y otros supuestos señalados en las
leyes federales y estatales.
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3. El cambio en el artículo 1915 del Código Civil Federal
actualizaría, al mismo tiempo, por lo menos las tres leyes
federales señaladas: la de Caminos, Puentes y Autotrans-
porte Federal, la Reglamentaria del Servicio Ferroviario y
la de Aviación Civil, abonando a los principios de equidad
y proporcionalidad a favor del subsector transportes.

Por lo expuesto, pongo a consideración de esta asamblea la
siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 1915 del Códi-
go Civil Federal

Único. Se reforma el segundo párrafo del artículo 1915, del
Código Civil Federal para quedar como a continuación se
indica:

Artículo 1915. La reparación del daño debe consistir a
elección del ofendido en el restablecimiento de la situación
anterior, cuando ello sea posible, o en el pago de daños y
perjuicios.

Cuando el daño se cause a las personas y produzca la muer-
te, incapacidad total permanente, parcial permanente, total
temporal o parcial temporal, el grado de la reparación se
determinará atendiendo a lo dispuesto por la Ley Federal
del Trabajo. Para calcular la indemnización que correspon-
da se tomará como base la unidad de medida y actuali-
zación y se extenderá al número de unidades que para
cada una de las incapacidades mencionadas señala la Ley
Federal del Trabajo. En caso de muerte la indemnización
corresponderá a los herederos de la víctima.

…

…

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Hoy, Código Civil Federal

2 El monto incluso es mayor a la cobertura mínima total del seguro de
responsabilidad civil que al día de hoy los autotransportistas de pasa-
jeros y de turismo están obligados a contratar, el cual debe ser “por el

equivalente a 19 mil días de salario mínimo general” por cada vehícu-
lo. Véase el Acuerdo por el que se fija la cobertura de los seguros de
responsabilidad civil que deben contratar los permisionarios del servi-
cio de autotransporte federal de pasajeros, turismo y carga, y que re-
gulan los fondos de garantía de responsabilidad civil que pueden cons-
tituir los permisionarios del servicio de autotransporte federal de
pasajeros y turismo. Publicado en el Diario Oficial de la Federación el
27 de abril de 1998.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de septiembre de 2016.—
Diputado Alfredo Javier Rodríguez Dávila (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEYAGRARIAY LEY ORGÁNICA DE LA FINANCIERA
NACIONAL DE DESARROLLO AGROPECUARIO,
RURAL, FORESTAL Y PESQUERO

«Iniciativa que reforma los artículos 6o. de la Ley Agraria
y 2o. de la Ley Orgánica de la Financiera Nacional de De-
sarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero, a cargo
del diputado Ramón Bañales Arambula, del Grupo Parla-
mentario del PRI

Ramón Bañales Arambula, diputado federal a la LXIII Le-
gislatura del Congreso de la Unión, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
con fundamento en la fracción II del artículo 71 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
mo en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, presento la iniciativa
con proyecto de decreto por el que se adiciona un segundo
párrafo al artículo 6 de la Ley Agraria y un párrafo tercero
al artículo 2 de la Ley Orgánica de la Financiera Nacional
de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero,
recorriéndose el último, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Introducción

En los últimos años, como resultado del establecimiento de
los Objetivos de Desarrollo del Milenio, se ha prestado ma-
yor atención al tema de la seguridad alimentaria y la erra-
dicación del hambre. América Latina ha avanzado con éxi-
to en este sentido, toda vez que en el 2015 la Organización
de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricul-
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tura (ONUAA) declaró que la región había reducido a me-
nos de la mitad su porcentaje y número total de personas
subalimentadas con respecto a los valores de 1990
(ONUAA, 2015: 1). En México, la iniciativa emblemática
del gobierno de Enrique Peña Nieto es la Cruzada Contra
el Hambre (véanse Coneval, 2013; SEDESOL).

Sin embargo, el cumplimiento de la seguridad alimentaria
y la reducción del hambre presentan presiones sobre el pri-
mer eslabón de la cadena de producción de alimentos: la
producción agropecuaria. Una forma de aumentar la pro-
ducción de alimentos es el aumento de la tierra cultivada
(Bruinsma, 2003); como puede observarse en la gráfica 1,
el porcentaje de tierras cultivadas ha aumentado notable-
mente entre 2009 y 2013 en algunos de los casos seleccio-
nados (Brasil y Argentina), mientras que en otros, como
Chile parece que es más difícil expandirlas. 

Es por ello que, como se muestra en la gráfica 2, algunos
países optan por otra de las formas disponibles para au-
mentar la producción de alimentos: mejorar los rendimien-
tos de los cultivos; en esta gráfica el orden se invierte, los
países que menor crecimiento de tierras cultivadas tuvieron
entre 2009 y 2013 tuvieron mayores rendimientos de sus
cultivos.

Agricultura familiar

Las actividades primarias en México representaron entre
2009 y 2013 el 3.35% del PIB nacional, del cual el 2.18%
(es decir, más de dos terceras partes) corresponde única-
mente a la agricultura (INEGI, 2016). Considerando la im-
portancia que tiene la producción de cultivos para las acti-
vidades primarias del país resulta necesario analizar a este
sector ya que sobre él recae el mayor peso de la producción
necesaria de alimentos para erradicar el hambre y lograr la
seguridad alimentaria. 

La producción agrícola se lleva a cabo, en última instancia,
en lo que la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarro-
llo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa) llama unidades
económicas rurales (UER). Ahora bien, del total de UER
en el país, el 81.3% corresponden a una clase que se deno-
mina pequeña agricultura o agricultura familiar, mientras
que el restante 18.7% corresponde a la agricultura indus-
trial (ONUAA/Sagarpa, 2012).

La ONUAA (2012) define a la agricultura familiar como
los productores agrícolas, pecuarios, silvicultores, pesca-
dores artesanales y acuicultores de recursos limitados que,
pese a su gran heterogeneidad, poseen las siguientes carac-
terísticas principales:

• Acceso limitado a recursos de tierra y capital,

• Uso preponderante de fuerza de trabajo familiar, sien-
do el (la) jefe (a) de familia quien participa de manera
directa del proceso productivo; es decir, aun cuando
pueda existir cierta división del trabajo, el (la) jefe (a)
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de familia no asume funciones exclusivas de gerente, si-
no que es un trabajador más del núcleo familiar (gráfica
3).

La importancia que representa la agricultura familiar para
la producción de alimentos en México la colocan en una
posición estratégica para hacer frente a los problemas de
oferta de alimentos a precios accesibles para la población.
Su desarrollo competitivo y sustentable representa una
oportunidad para transformar lo que se ha considerado co-
mo un problema en el campo mexicano (pobreza, vulnera-
bilidad, inseguridad alimentaria, etc.) en una solución del
mismo (aprovisionamiento local de alimentos básicos, in-
cremento en el ingreso) al mismo tiempo que puede contri-
buir a mitigar los impactos ambientales de la actividad
agropecuaria.

• Al interior del grupo de UER de pequeña agricultura,
se pueden encontrar además diferencias internas en
cuanto a su nivel de integración al mercado. Es por ello
que se puede subdividir en los siguientes tres estratos
(ONUAA/Sagarpa, 2012):

• Agricultura Familiar de Subsistencia (AFS): orientada
exclusivamente al autoconsumo con disponibilidad de
tierras e ingresos insuficientes para garantizar un nivel
de vida apropiado para la familia, lo que induce a bus-
car  otras fuentes de ingresos como al trabajo asalaria-
do, rentar parte de la superficie disponible y depender
en gran medida de apoyos gubernamentales.

• Agricultura Familiar en Transición (AFT): su produc-
ción se destina tanto a la venta como al autoconsumo.
Cuentan con mayor superficie que el grupo anterior y
diversificación de actividades; sin embargo, presentan
dificultades para generar ingresos y producción sufi-

ciente para asegurar un nivel de vida apropiado a través
de una eficiente articulación a los mercados (por lo que
deben recurrir a fuentes externas de ingresos como el
empleo fuera de la UER, ingresos otorgados por fami-
liares y apoyos gubernamentales).

• Agricultura Familiar Consolidada (AFC): tiene susten-
to suficiente en la producción propia y acceso a merca-
dos locales. Sin embargo, subsisten áreas de mejora al
interior de éstas, ya que en cierta medida su situación
actual se explica por una alta dependencia a los apoyos
gubernamentales y otras fuentes de ingreso externas a la
producción primaria.

Como puede observarse en la tabla 1 existen muchas limi-
tantes para las UER de agricultura familiar en México: la
superficie promedio de tierras cultivadas es considerable-
mente menor que la de la agricultura industrial (en prome-
dio 34 hectáreas), la edad promedio de los que trabajan la
tierra es muy alta, gran parte de ellas se encuentran en lo-
calidades de muy alta y alta marginación, muy pocas tienen
accesos a créditos y la escolaridad de los que laboran en
ellas es muy baja. Así pues, podríamos decir que las prin-
cipales restricciones que enfrentan son las siguientes
(ONUAA/Sagarpa, 2012):
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• Capital humano: baja escolaridad y capacitación técni-
ca y envejecimiento de los trabajadores y encargados;

• Baja dotación de bienes de capital: el valor promedio
de los activos de las UER de agricultura familiar es muy
bajo;

• Bajo nivel tecnológico: en 2008 sólo 5.4% de las UER
implementaron cambios en sus prácticas y procesos pro-
ductivos;

• Débil integración a cadenas productivas: sólo 25.8%
de las UER llevan su totalidad de producción al merca-
do, mientras que el 56.8% destina parte de la producción
al mercado y la otra parte al autoconsumo;

• Degradación de los recursos naturales;

• Alta vulnerabilidad ante contingencias climatológicas.

Envejecimiento de la agricultura familiar y jóvenes
agricultores

A diferencia de otros negocios, la agricultura familiar tiene
una característica particular: por un lado, exige la continui-
dad de la gestión y del trabajo familiar, pero del otro, sus
dimensiones (por lo general más bien reducidas y fijas) no
permiten –sin un vuelco decisivo en la organización, tec-
nología empleada o rubro– que de ella dependa más de una
familia sin pauperizarla. Al mismo tiempo, y es así a nivel
mundial, la transmisión de padre a hijo(s) de la ocupación
“agricultor familiar” es probablemente más frecuente que
en cualquier otro oficio (CEPAL, 2015).

Tradicionalmente, el trabajo en la agricultura ha estado re-
gulado por la institución familiar, cuya lógica de reproduc-
ción se basaba en la necesidad percibida de mantener el pa-
trimonio familiar representado en la tierra, de generación
en generación a través de la patrilinearidad, a fin de garan-
tizar la continuidad tanto de la familia como unidad básica
de producción, como de la comunidad (CEPAL, 2015).

Actualmente, sin embargo, los procesos tradicionales de
sucesión se enfrentan a una doble ruptura. Por un lado, hay
una reducción objetiva de posibilidades de formación de
nuevas unidades de producción por el límite a la expansión
de la frontera agrícola y por el otro, muchas familias (por
parte de los padres, pero sobre todo de los jóvenes) ya no
ven inexorablemente el futuro de los hijos en la reproduc-

ción del papel de los padres. En consecuencia, surge la
“cuestión de la sucesión” porque la formación de una nue-
va generación de agricultores está perdiendo la naturalidad
que tenía antaño (CEPAL, 2015).

Esto no hace otra cosa más que reflejar otra de las situa-
ciones más preocupantes actualmente de la agricultura fa-
miliar en América Latina, en general, y en México, en par-
ticular: la edad de los jefes de explotación, que se ubica por
encima de los 50 años. La información disponible señala
que en la región el recambio generacional es escaso y la
población rural está tendiendo a envejecer, lo que hace ne-
cesario atender los procesos de migración de la juventud,
que son cada vez más importantes y están sustentados en
las pocas oportunidades que la agricultura ofrece a los más
jóvenes respecto del trabajo en las urbes (ONUAA, 2014).

La tasa de actividad de la gente mayor en el área rural es
muy alta y mucho mayor que en el área urbana. Se estima
que actualmente, en América Latina, 83.1% de los hombres
rurales de 60 a 65 años de edad es económicamente activo
comparado con 61.4% para los urbanos. Los porcentajes
respectivos son 43.9% y 19.0% para los hombres de 75 a
79 años de edad. En 2000 la proporción de hombres mayo-
res de 60 años que formaban parte de la población econó-
micamente activa (PEA) fue de 7.8%, mientras que para
2015 esta proporción aumentó a 9.1%. En cambio, el tra-
bajo asalariado agrícola poco calificado tiene bajas barre-
ras y, si la agricultura por cuenta propia y empresarial está
mayoritariamente en manos de personas mayores, hay una
clara preponderancia de jóvenes entre los empleados per-
manentes y temporeros (CEPAL, 2015).

En México estos datos no son menos preocupantes. Según
datos de la Encuesta Nacional Agropecuaria, el porcentaje
de productores mayores a 46 años aumentó de 61.8 a
75.8% entre 2007 y 2012. En contraste, de 2007 a 2012, el
porcentaje de trabajadores del campo entre 25 y 45 años
pasó de 32.9% a 23.4 por ciento. Además, sólo 3% de los
ejidatarios en el país son jóvenes de entre 18 y 31 años,
mientras que poco más de 50% de los ejidatarios ronda los
60 años (s/a, 2014).

El relevo generacional presupone dos actores sociales: el
que releva o trata de relevar al otro y el que es relevado, re-
sulta desplazado o lucha para no serlo (Campos, 1993). Co-
mo ya hemos mencionado, el relevo generacional en la
agricultura no parece hacerse en la edad óptima, sino ser
pospuesto, muchas veces hasta la muerte del progenitor
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(véanse diagramas 1 y 2). Por esta razón el relevo por lo
general no se hace entre jóvenes y personas mayores, sino
entre personas de mediana edad y de tercera edad.

Se sabe (por estudios de caso y encuestas) que un número
sustancial de jóvenes rurales no ve su futuro en actividades
agrícolas debido a los bajos ingresos, altos riesgos, largas
horas de trabajo a la intemperie, por la imagen negativa
que suscita el trabajador del campo en el resto de la socie-
dad, y también porque muchos jóvenes tienen mayor esco-
larización y que las ocupaciones no agrícolas por lo gene-
ral retribuyen mejor. Lo que no sabemos es cuántos de los
jóvenes que migraron o que actualmente trabajan en ocu-

paciones rurales no agrícolas preferirían trabajar en la agri-
cultura por cuenta propia, pero no pueden realizar esta op-
ción por las altas barreras allí existentes.

Principales barreras y propuestas de solución a la par-
ticipación de jóvenes

Con base en lo expuesto hasta aquí y retomando a Alberdi
(2005), Panday (2005) y CEPAL (2015), podríamos resu-
mir las principales barreras a la participación de jóvenes en
la agricultura en las siguientes categorías:

• Acceso a la tierra: La posibilidad de disponer de suelo
agrario permite mejorar la rentabilidad de aquellas uni-
dades agrarias necesitadas de este recurso y, al mismo
tiempo, posibilitar la incorporación de nuevos agriculto-
res que carecen de él. La disponibilidad de suelo agrario
en los espacios sometidos a fuerte presión urbana es es-
casa. La intervención sobre el mercado de suelo por par-
te de las administraciones es esencial para asegurar este
recurso en el desarrollo de las actividades agrarias.

• Financieras: los agricultores jóvenes usualmente tie-
nen problemas para conseguir el capital necesario para
establecer su empresa (por ejemplo, para arrendar tie-
rras) por las barreras impuestas por los prestamistas.
Además de la dificultad para cumplir los requisitos de
un préstamo (colateral), por lo general los agricultores
no cuentan con la información suficiente sobre las dis-
tintas fuentes de financiamiento que existen y los es-
quemas de préstamo que ofrecen. 

• Gubernamentales: en muchas ocasiones, los jóvenes
no toman riesgos financieros por la falta de políticas gu-
bernamentales que los informen, asesoren y protejan.
En algunos casos, cuando existen programas de apoyo a
los jóvenes agricultores estos imponen barreras de re-
gistro (generalmente los programas existentes prevén la
necesidad de ser el propietario o el productor a cargo de
la gerencia del predio para ser beneficiario y poder par-
ticipar activamente en las organizaciones productivas y
comunitarias).

• Educativas y técnicas: la escolaridad de la población
rural es más baja que de la urbana; no existen programas
gubernamentales que apoyen la educación de los jóve-
nes agricultores en habilidades empresariales y agrarias. 

• Servicios de expansión: no existen servicios adecua-
dos de establecimiento y expansión de negocios. Los
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servicios de desarrollo de negocios son clave para la
viabilidad y sustentabilidad de los agricultores jóvenes.
Tampoco existen servicios de información adecuados
(información relevante sobre la oferta y demanda, así
como sobre los precios de los mercados).

• Falta de dignidad en la profesión: la agricultura es vis-
ta como una profesión que absorbe mucho tiempo, de
trabajo intensivo y tedioso, por lo que muchos agricul-
tores no la consideran una opción seductora. Además
socialmente los agricultores no gozan de un status dig-
no.

La Comisión Económica para América Latina emitió en
2015 una serie de recomendaciones de política para que
los gobiernos de la región atendieran este problema en
su reporte Las prácticas de herencia de tierras agríco-
las; ¿una razón más para el éxodo de la juventud? A
continuación se resumen las recomendaciones:

• Iniciar un debate amplio sobre la necesidad de lograr
un rejuvenecimiento del campo latinoamericano;

• Incentivar discusiones sobre las posibilidades de am-
pliar la cobertura de los sistemas de pensiones y jubila-
ciones hacia la población agrícola y, por lo menos en el
caso de las pensiones por vejez, el requerimiento de atar
el derecho a pensión con el deber de traspaso de la ge-
rencia del predio;

• Idear fórmulas de traspaso paulatino de la gerencia
acompañado o no de un traspaso de la propiedad de las
fincas a las generaciones más jóvenes en consonancia
con las leyes, tradiciones e usos locales;

• En el caso de traspaso de la propiedad, velar para que
el traspaso del activo “tierra” sea compensado por un
activo 

• Idear “contratos intergeneracionales” con estipulación
de derechos y deberes a lo largo del tiempo, también en
sintonía con las leyes, tradiciones e usos locales;

• Incentivar a las organizaciones de base a participar ac-
tivamente en los puntos anteriores así como en la vigi-
lancia de que los términos pactados de los contratos in-
tergeneracionales y otros resguardos convenidos se
cumplen;

• Incentivar a las organizaciones de base a hacer el pa-
pel de intermediario entre los eventuales interesados en
gerenciar una finca y

Políticas actuales

A pesar de existir diversas políticas federales de apoyo al
campo, no existe una política específica para solucionar el
problema del relevo generacional en el campo. Además de
los componentes que buscan financiar proyectos agrarios
(en los que la edad no es un requisito de elegibilidad), co-
mo el Fondo para el Apoyo a Proyectos Productivos en Nú-
cleos Agrarios, sólo existe uno que va dirigido específica-
mente a los Jóvenes. 

Durante el gobierno del presidente Enrique Peña Nieto se
puso en marcha el Programa de Apoyos a Pequeños Pro-
ductores (Sagarpa), conformado por cuatro componentes,
de los cuales sólo uno está destinados especialmente a jó-
venes. El componente Arráigate es una política federal, con
cobertura nacional que busca apoyar el arraigo de los jóve-
nes rurales y repatriados a sus comunidades de origen con
servicios de extensión, innovación y capacitación para la
gestión e implementación de proyectos productivos territo-
riales. El componente da prioridad a los proyectos que
cuenten con la participación de integrantes del conjunto de
hogares del padrón de beneficiarios del Programa de Inclu-
sión Social; y a los proyectos productivos ubicados en las
localidades del Programa Piloto Territorios Productivos.

El componente Arráigate Joven destina al menos el 50% de
los recursos para la impartición de cursos, seminarios, ta-
lleres, asistencia técnica y coadyuvar en la gestión e im-
plementación de proyectos productivos, que promuevan el
desarrollo de conocimientos y capacidades técnicas, pro-
ductivas y humanas enfocadas a establecer un esquema
agroemprendedor. El monto por beneficiario es de hasta $
20,000.00. 

Como se puede advertir, el Gobierno Federal ha tomado re-
levantes decisiones para apoyar, precisamente, el arraigo
de los jóvenes productores del campo a la tierra productiva
en nuestro país.  Sin embargo, creemos que es indispensa-
ble, en aras de abonar en la seguridad agroalimentaria, in-
crementar la creación de programas específicos o medidas
transversales, que detonen el relevo generacional a favor
de los jóvenes productores del campo, cerca de los niveles
que sugieren las instancias internacionales descritas líneas
arriba.
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Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta Asamblea, el siguiente proyecto de

Decreto en materia de apoyo a jóvenes agricultores

Primero. Se adiciona un segundo párrafo al artículo 6 de
la Ley Agraria, para quedar como sigue:

Artículo 6o. …

En la canalización de recursos de inversión y créditos a
que se refiere el párrafo anterior se deberá considerar
una partida específica que fomente el relevo generacio-
nal mediante el otorgamiento preferente de créditos a
jóvenes productores del campo.

Segundo. Se adiciona un párrafo tercero al artículo 2 de la
Ley Orgánica de la Financiera Nacional de Desarrollo
Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero, recorriéndose el
último, para quedar como sigue:

Artículo 2o. …

…

Para el otorgamiento de créditos, así como en el diseño
e implementación  de programas de capacitación y ase-
soría referidos en el párrafo anterior, la Financiera de-
berá considerar el fomento al relevo generacional me-
diante el apoyo a jóvenes productores del campo y
pequeños productores.

…

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los veinte días del mes
de septiembre de 2016.— Diputados: Ramón Bañales Arambula, José
Luis Orozco Sánchez Aldana, Rafael Yerena Zambrano, J. Jesús Zúñi-
ga Mendoza, Laura Valeria Guzmán Vázquez, Francisco Javier Santi-
llán Oceguera, Hugo Daniel Gaeta Esparza, Laura Nereida Plascencia
Pacheco, Martha Lorena Covarrubias Anaya (rúbricas).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Reforma Agraria
y de Hacienda y Crédito Público, para dictamen.

LEY AGRARIA Y LEY DE DESARROLLO RURAL
SUSTENTABLE

«Iniciativa que reforma los artículos 17 de la Ley Agraria
y 154 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, a cargo
del diputado Ramón Bañales Arambula, del Grupo Parla-
mentario del PRI

Ramón Bañales Arambula, integrante del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional en la LXIII
Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en
la fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6,
numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, presenta iniciativa con proyecto de decre-
to por el que se adiciona un párrafo tercero al artículo 17
de la Ley Agraria; y se reforma la fracción IV y se adicio-
na un segundo párrafo a la misma fracción del artículo 154
de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

Introducción

El envejecimiento de la población es una de las transfor-
maciones sociales del siglo XXI. Según el Departamento
de Asuntos Económicos y Sociales (DAES, 2015) de la Or-
ganización de las Naciones Unidas (ONU) prácticamente
todos los países del mundo están experimentando creci-
miento en el número y proporción de personas mayores en
sus poblaciones. Esto tendrá repercusiones en casi todos
los sectores de la sociedad: salud, seguridad social, em-
pleo, entre otros.

Según el reporte World Population Ageing (DAES, 2015),
para 2050 el número de personas de 60 años o más se du-
plicará, mientras que el de personas de 80 años o más se tri-
plicará. El crecimiento proyectado de adultos mayores pa-
ra 2015 será de 71 por ciento en América Latina y el
Caribe, de 66 para Asia, 64 para África, 47 para Oceanía,
41 para Norteamérica y 23 por ciento para Europa.

Como se verá a continuación, el sector de actividades pri-
marias, de las cuales la agricultura es la más importante, no
escapa a los efectos del envejecimiento de la población. No
sólo por cuestiones demográficas, sino por razones socioe-
conómicas como la migración campo-ciudad.

El problema del envejecimiento de la población que se de-
dica a actividades agropecuarias ha sido tratado, por lo ge-
neral, desde el punto de vista de los jóvenes. En numerosos
estudios nacionales e internacionales se ha argumentado
que la falta de jóvenes en el campo (que equivale a un en-
vejecimiento de la población rural) pone en riesgo la so-
brevivencia del sector por dos razones: porque la salida de
agricultores por cuestiones de vejez no se balancea con la
entrada de nuevos agricultores jóvenes y porque los agri-
cultores mayores, aunque cuentan con mucho mayor expe-
riencia) son menos propensos a innovar e invertir en mejo-
ras, lo que pone en riesgo su competitividad (Carbone y
Subioli, 2008). Sin embargo, poco se dice sobre cuáles son
los problemas que aquejan al sector poblacional en cues-
tión: los adultos mayores.

Panorama de los adultos mayores rurales en México

Los adultos mayores enfrentan graves problemas de salud,
pobreza y desempleo, que a su vez son provocados, princi-
palmente, por la insuficiencia de ingresos, la falta de pro-
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tección social, el deterioro y la disminución de sus activos
debido a los gastos inesperados, el aceleramiento del dete-
rioro natural y la baja calidad de vida, la exclusión social y
la mayor dependencia de terceros (Sedesol, 2010).

Como se observa en la tabla 1, las condiciones de las vi-
viendas en las que habitan adultos mayores en localidades
de menos de 15 mil habitantes son deplorables. Una alta
proporción de estas viviendas no cuentan con drenaje ni
agua entubada, además de que una parte considerable tie-
nen piso de tierra.

La tabla 2 ilustra el panorama educativo de los adultos ma-
yores a 70 años en comparación con el ámbito rural. Los
adultos mayores sin instrucción son 10.4 por ciento más en
localidades rurales que urbanas, además de que aquellos
que completaron los grados de educación básica y media
son considerablemente menores en el ámbito rural para to-
dos los casos: 15.1 por ciento menos en primaria, 5.4 por
ciento menos en secundaria y 11.1 por ciento menos en
preparatoria.

La gráfica 1 ilustra la situación de actividad y remunera-
ción de los adultos mayores rurales en comparación con los
urbanos. Llama la atención dos cosas: en general, los adul-
tos mayores de áreas rurales tienen mayor dificultad de en-
contrar una ocupación (14.3 por ciento menos que en las

áreas urbanas) y hay un mayor número de adultos mayores
que trabajan sin algún tipo de remuneración en las zonas
rurales (15.5 por ciento más que en las urbanas).

Finalmente, como se muestra en la tabla 3, hay que desta-
car que los adultos mayores que habita en zonas rurales tie-
nen muchas menos probabilidades de obtener una pensión
al final de su vida laborar que les permita vivir sus últimos
años fuera de la pobreza. Sólo 0.8 por ciento de los adultos
mayores rurales obtuvieron una pensión alimentaria o de
capacidades, mientras que sólo 3.8 por ciento obtuvieron
una del tipo patrimonial.

Agricultura familiar en México

Entre 2009 y 2013, las actividades primarias en México re-
presentaron 3.35 por ciento del PIB nacional, del cual 2.18
por ciento (es decir, más de dos terceras partes) correspon-
de únicamente a la agricultura (Inegi, 2016). Considerando
la importancia que tiene la producción de cultivos para las
actividades primarias del país resulta necesario analizar a
este sector y los efectos que el envejecimiento de la pobla-
ción tiene sobre él, ya que sobre él recae el mayor peso de
la producción necesaria de alimentos para tratar temas que,
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actualmente, son de suma relevancia, como la erradicación
del hambre y la seguridad alimentaria (ONUAA, 2015).

Las unidades que llevan a cabo las actividades agrícolas,
en términos de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, De-
sarrollo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa), son las
unidades económicas rurales (UER). De las UER en el pa-
ís, 81.3 por ciento corresponden a una clase que se deno-
mina pequeña agricultura o agricultura familiar, mientras
que el restante 18.7 por ciento corresponde a la agricultura
industrial (ONUAA/Sagarpa, 2012).

La agricultura familiar incluye a los productores agrícolas,
pecuarios, silvicultores, pescadores artesanales y acuicul-
tores de recursos limitados que, pese a su gran heteroge-
neidad, poseen las siguientes características principales:

• acceso limitado a recursos de tierra y capital; y

• uso preponderante de fuerza de trabajo familiar, sien-
do el jefe de familia quien participa de manera directa
del proceso productivo; es decir, aun cuando pueda exis-
tir cierta división del trabajo, el jefe de familia no asu-
me funciones exclusivas de gerente, sino que es un tra-
bajador más del núcleo familiar.

Envejecimiento de la agricultura familiar

A escala mundial, la transmisión de padre a hijos de la ocu-
pación “agricultor” es probablemente más frecuente que en
cualquier otro oficio. Sin embargo, la agricultura familiar,
a diferencia de otros negocios, presenta un problema refe-
rente a la edad de sus miembros. Por un lado, exige la con-
tinuidad de la gestión y del trabajo familiar, pero del otro,
sus dimensiones (por lo general más bien reducidas y fijas)
no permiten –sin un vuelco decisivo en la organización,
tecnología o rubro– que de ella dependa más de una fami-
lia sin pauperizarla (Cepal, 2015).

Tradicionalmente, el trabajo en la agricultura ha estado re-
gulado por la institución familiar, cuya lógica de reproduc-
ción se basaba en la necesidad percibida de mantener el pa-
trimonio familiar representado en la tierra, de generación
en generación a través de la patrilinearidad, a fin de garan-
tizar la continuidad tanto de la familia como unidad básica
de producción, como de la comunidad (Cepal, 2015).

Actualmente, sin embargo, los procesos tradicionales de
sucesión se enfrentan a una doble ruptura. Por un lado, hay
una reducción objetiva de posibilidades de formación de

nuevas unidades de producción por el límite a la expansión
de la frontera agrícola y por el otro, muchas familias (sobre
todo por parte de los jóvenes) ya no ven inexorablemente
el futuro de los hijos en la reproducción del papel de los pa-
dres. En consecuencia, surge la cuestión de la sucesión por-
que la formación de una nueva generación de agricultores
está perdiendo la naturalidad que tenía antaño (Cepal,
2015).

Así pues, además de sufrir, como los demás sectores, del
envejecimiento generalizado de la población, la agricultu-
ra se enfrenta al rechazo y la imposibilidad de los jóvenes.
La edad de los jefes de explotación agrícola en América
Latina en general y en México en particular va en aumen-
to. Actualmente se ubica por encima de 50 años en el caso
mexicano. La información disponible señala que en la re-
gión el cambio generacional es escaso y la población rural
está tendiendo a envejecer, lo que hace necesario atender
los procesos de migración de la juventud, que son cada vez
más importantes y están sustentados en las pocas oportuni-
dades que la agricultura ofrece a los más jóvenes respecto
del trabajo en las urbes (ONUAA, 2014).

En 2000, la proporción de hombres mayores de 60 años
que formaban parte de la población económicamente acti-
va (PEA) fue de 7.8 por ciento, mientras que para 2015 es-
ta proporción aumentó a 9.1 por ciento. La tasa de activi-
dad de la gente mayor en el área rural es muy alta y mucho
mayor que en el área urbana. Se estima que actualmente
(datos de 2015), en América Latina, 83.1 por ciento de los
hombres rurales de 60 a 65 años de edad es económica-
mente activo comparado con 61.4 por ciento para los urba-
nos. La situación empeora en el caso de los hombre de 75
a 79 años de edad, de los cuales 43.9 por ciento y 19.0 por
ciento eran económicamente activos en los sectores rural y
urbano, respectivamente. En cambio, el trabajo asalariado
agrícola poco calificado tiene bajas barreras y, si la agri-
cultura por cuenta propia y empresarial está mayoritaria-
mente en manos de personas mayores, hay una clara pre-
ponderancia de jóvenes entre los empleados permanentes y
temporeros (Cepal, 2015).

En México, estos datos no son menos preocupantes. Según
datos de la Encuesta Nacional Agropecuaria, la proporción
de productores mayores a 46 años aumentó de 61.8 a 75.8
por ciento entre 2007 y 2012. En contraste, de 2007 a 2012,
la de trabajadores del campo entre 25 y 45 años pasó de
32.9 a 23.4 por ciento. Además, sólo 3 por ciento de los
ejidatarios en el país son jóvenes de entre 18 y 31 años,
mientras que poco más de 50 por ciento de los ejidatarios

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 27 de septiembre de 2016 / Apéndice  I 107



ronda 60 años (s/a, 2014). Las gráficas 2 y 3 muestran es-
tos datos para 2014 en México.

Como se observa en la gráfica 2, la mayor parte (67.3 por
ciento) de los productores agropecuarios en México tienen
más de 46 años. Además, para el caso de los hombres, co-
mo muestra la gráfica 3, la mayor parte de los responsables
de las UER se concentran en los rangos de edad que van de
50 a 54 y de 55 a 59 años. Si desagregamos las actividades
primarias, como en la gráfica 4, podemos observar que las
edades promedio más altas se encuentran en la ganadería,
la agricultura y la transformación de productos primarios.

A lo anterior se suman otros problemas de los adultos ya
descritos anteriormente, como el educativo. La gráfica 5
muestra la distribución del nivel de escolaridad de los res-
ponsables de las UER según el rango de edad. Como pue-
de observarse, en el caso de los adultos mayores de 55 años
la gran mayoría no cuentan con ningún grado educativo o
tienen sólo la primaria.

Algunas recomendaciones de política

Sabemos que los productores rurales mayores pueden
aportar mayor experiencia y eficiencia en el uso de los in-
sumos necesarios para la producción, además de que su sa-
biduría sobre el comportamiento de la tierra y el clima es
de vital importancia para la toma de decisiones. Sin em-
bargo, también sabemos que los adultos mayores que se de-
dican a actividades primarias en zonas rurales son menos
propensos a innovar los métodos de producción y a inver-
tir en nuevas tecnologías.
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Además, se sabe que un número sustancial de jóvenes ru-
rales no ve su futuro en actividades agrícolas debido a los
bajos ingresos, altos riesgos, largas horas de trabajo a la in-
temperie, por la imagen negativa que suscita el trabajador
del campo en el resto de la sociedad, y también porque mu-
chos jóvenes tienen mayor escolarización y que las ocupa-
ciones no agrícolas por lo general retribuyen mejor. Lo que
no sabemos es cuántos de los jóvenes que migraron o que
actualmente trabajan en ocupaciones rurales no agrícolas
preferirían trabajar en la agricultura por cuenta propia, pe-
ro no pueden realizar esta opción por las altas barreras allí
existentes (Cepal, 2015).

Por lo anterior, aunadas a las sugerencias ya dadas para los
temas de las mujeres y los jóvenes en el campo, se inclu-
yen una serie de recomendaciones de políticas para mejo-
rar la situación de los adultos mayores en áreas rurales,
principalmente los involucrados en actividades primarias
(GAW, 2014):

• Incentivar el acceso de los productores rurales a es-
quemas apropiados de servicios financieros, incluyendo
esquemas de microcréditos e instituciones de microfi-
nanciamiento.

• Asegurar el acceso equitativo por parte de los adultos
mayores involucrados en las actividades agropecuarias
a entrenamiento y apoyo en prácticas y tecnologías in-
novadoras, así como a los mercados.

• Asegurar que los programas de apoyo rural tomen en
cuenta las fortalezas y debilidades de los adultos mayo-
res involucrados en la producción rural y promuevas so-
luciones apropiadas como el uso de tecnologías que sus-
tituyen la mano de obra.

• Promover la educación y el entrenamiento continuos
de los adultos mayores en las áreas rurales.

• Promover el derecho de las mujeres mayores en áreas
rurales al acceso y control de los recursos económicos.

• Implantar la protección social adecuada para los adul-
tos mayores en áreas rurales, lo que incluye, entre otros,
servicios de salud y pensiones.

• Impulsar las investigaciones sobre este tema para en-
tender mejor los retos y las oportunidades del envejeci-
miento de la población rural y de los vínculos entre pro-
ductores viejos y jóvenes.

Algunos programas que atienden a adultos mayores en
zonas rurales (aunque no se centren únicamente en
ellos) son los siguientes (véase la gráfica 6):

• Prospera (antes PDHO): Sedesol;

• Procampo: Sagarpa;

• Programa de atención a adultos mayores en zonas ru-
rales: Sedesol; y

• Pensión para adultos mayores (Sedesol).

Ahora bien, el artículo 14 de la Ley de Desarrollo Rural
Sustentable establece la definición para la integración del
Programa Especial Concurrente (PEC) en los siguientes
términos:

Artículo 14. En el marco del Plan Nacional de Desarro-
llo y de los programas sectoriales de las dependencias y
entidades que la integren, la Comisión Intersecretarial
para el Desarrollo Rural Sustentable propondrá al Eje-
cutivo federal, con fundamento en lo dispuesto por los
artículos 7, 9 y 22 de la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal y 19 y 26 de la Ley de Planeación,
el Programa Especial Concurrente para el Desarrollo
Rural Sustentable que comprenderá las políticas pú-
blicas orientadas a la generación y diversificación de
empleo y a garantizar a la población campesina el
bienestar y su participación e incorporación al desa-
rrollo nacional, dando prioridad a las zonas de alta y
muy alta marginación y a las poblaciones económica
y socialmente débiles.

De acuerdo con el Centro de Estudios de las Finanzas Pú-
blicas de la Cámara de Diputados, los recursos destinados
al PEC (http://www.cefp.gob.mx/publicaciones/no-
ta/2016/febrero/notacefp0032016.pdf)
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Tienen como propósito impulsar acciones concurrentes, en
el medio rural, en materia de combate a la pobreza, finan-
ciamiento, salud, educación, empleo, vivienda, infraestruc-
tura, cuidado del medio ambiente, construcción de cami-
nos, tenencia de la tierra y turismo entre otras, con el fin de
garantizar

Adicionalmente, se explica que el PEC establece cinco ob-
jetivos alineados con cuatro metas nacionales establecidas
en el Plan Nacional de Desarrollo para el periodo 2014-
2018:

• Fomentar el acceso a la población rural a los dere-
chos sociales mediante políticas públicas coordina-
das y concurrentes.

• Fomentar la formación de capital humano de alto
nivel, asociado a las necesidades de desarrollo del
sector rural.

• Implantar una política integral de desarrollo económi-
co, cuidando el manejo sustentable de recursos natura-
les.

• Fomentar la productividad en el campo para garantizar
la seguridad alimentaria.

• Impulsar la presencia de los productos agroalimenta-
rios mexicanos en los mercados internacionales.

Como se advierte, los primeros dos objetivos que persigue
el PEC están íntimamente relacionados con el reconoci-
miento de las garantías de protección y seguridad social,
así como de capacitación para lograr detonar el crecimien-
to del campo (siguientes tres objetivos) mediante el desa-
rrollo del capital humano.

Ahora bien, si regresamos a la Ley de Desarrollo Rural
Sustentable, vemos que el capítulo XV, “Del bienestar so-
cial y la atención prioritaria a las zonas de marginación”,
en particular en el artículo 154, hace una somera mención
de las personas de la tercera edad, en los siguientes térmi-
nos:

Los programas del gobierno federal, impulsarán una ade-
cuada integración de los factores del bienestar social como
son la salud, la seguridad social, la educación, la alimenta-
ción, la vivienda, la equidad de género, la atención a los jó-
venes, personas de la tercera edad, grupos vulnerables,
jornaleros agrícolas y migrantes, los derechos de los pue-

blos indígenas, la cultura y la recreación; mismos que de-
berán aplicarse con criterios de equidad.

Sin embargo, el mismo artículo establece los lineamientos
para los efectos del programa, que para el tema que intere-
san a nuestra exposición, se hace en los siguientes térmi-
nos:

IV. Para la atención de grupos vulnerables vinculados al
sector agropecuario, específicamente etnias, jóvenes,
mujeres, jornaleros y discapacitados, con o sin tierra, se
formularán e instrumentarán programas enfocados a su
propia problemática y posibilidades de superación, me-
diante actividades económicas conjuntando los instrumen-
tos de impulso a la productividad con los de carácter asis-
tencial y con la provisión de infraestructura básica a cargo
de las dependencias competentes, así como con programas
de empleo temporal que atiendan la estacionalidad de los
ingresos de las familias campesinas.

Como se advierte, en la mención de grupos vulnerables que
específicamente debe contemplar el PEC se omitió la men-
ción de personas de la tercera edad (referida en el párrafo
primero) o adultos mayores o cualquier expresión seme-
jante.

De ese modo, nuestra propuesta es incluir la mención de
“personas de la tercera edad” en los grupos objetivo del
PEC, además de un segundo párrafo a la fracción IV del ar-
tículo 154 de la Ley en comento, que considere 3 vertien-
tes en la atención que se debe dar a los adultos mayores en
el medio rural:

• La necesidad de medidas especiales para el tránsi-
to a trabajos acordes con sus nuevas capacidades y
fortalezas. Desde luego, con la consideración del des-
gaste propio de la edad mayor adulta, pero en un
ambiente de absoluta dignidad y respeto a sus posi-
bilidades;

• El aprovechamiento de su experiencia para la ca-
pacitación y adiestramiento de jornaleros más jóve-
nes. Ello, para garantizar el relevo generacional con
la experiencia adquirida por generaciones en el tra-
bajo y explotación productiva del campo mexicano;
y

• La posibilidad de ejecución paralela de actividades
educativas, culturales y de esparcimiento. Ello, con
la finalidad de potenciar su creatividad y esparci-
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miento en un nuevo contexto de retribución a la so-
ciedad.

Por otra parte, no solamente el diseño de los programas pú-
blicos referidos líneas arriba o del Programa Especial Con-
currente servirán para garantizar los derechos de los adul-
tos mayores. Adicionalmente, es imperativo establecer una
regla en materia de derecho de alimentos, en términos de la
legislación civil, que debieran conservarse al verificarse
una sucesión por causa de muerte.

En efecto, los artículos 17 a 19 de la Ley Agraria señalan
lo siguiente:

Artículo 17:

• El derecho del ejidatario para designar a quien deba
sucederle en sus derechos sobre la parcela y en los de-
más inherentes a su calidad de ejidatario.

• El procedimiento para hacerlo, mediante una prelación
y una lista, numerus apertus, entre el que se incluye al
cónyuge, a la concubina o concubinario en su caso, a
uno de los hijos, a uno de los ascendientes o a cualquier
otra persona.

• Las atribuciones del Registro Agrario Nacional para la
inscripción o la formalización de la prelación ante feda-
tario público, así como las alternativas para su modifi-
cación.

Artículo 18:

• Procedimiento para la suplencia de la voluntad del ti-
tular de los derechos en la calidad de ejidatario, cuando
no se hubiera hecho designación de sucesores y respe-
tando la prelación siguiente: cónyuge, concubina o con-
cubinario, uno de los hijos del ejidatario, uno de sus as-
cendientes y cualquier otra persona de las que
dependan económicamente de él.

• El procedimiento para el caso en que resultaren dos o
más personas con derecho a heredar, así como la inter-
vención del Tribunal Agrario para el caso en que no de
que no se pusieran de acuerdo los posibles herederos.
En este caso establece la ley que el Tribunal Agrario
proveerá la venta de dichos derechos ejidales en su-
basta pública y repartirá el producto, por partes
iguales, entre las personas con derecho a heredar.

Artículo 19:

• Las reglas a seguir cuando no existan sucesores, caso
en el cual el Tribunal Agrario proveerá lo necesario pa-
ra que se vendan los derechos correspondientes al mejor
postor, de entre los ejidatarios y avecindados del núcleo
de población de que se trate.

• El importe de la venta corresponderá al núcleo de po-
blación ejidal.

Como se advierte, no hay regla alguna que establezca la si-
tuación en la que un adulto mayor dependiera económica-
mente de un ejidatario y, en caso del deceso de este, se ga-
ranticen los derechos de alimentos como ocurre, por
ejemplo, en la materia civil, en el caso de un testamento de-
clarado inoficioso por no contemplar el derecho de alimen-
tos. Los artículos 1368, 1374 y 1375 del Código Civil Fe-
deral lo siguiente:

Artículo 1368. El testador debe dejar alimentos a las
personas que se mencionan en las fracciones siguientes:

I. A los descendientes menores de 18 años respecto de
los cuales tenga obligación legal de proporcionar ali-
mentos al momento de la muerte;

II. A los descendientes que estén imposibilitados de tra-
bajar, cualquiera que sea su edad; cuando exista la obli-
gación a que se refiere la fracción anterior;

III. Al cónyuge supérstite cuando esté impedido de tra-
bajar y no tenga bienes suficientes. Salvo otra disposi-
ción expresa del testador, este derecho subsistirá en tan-
to no contraiga matrimonio y viva honestamente;

IV. A los ascendientes;

V. A la persona con quien el testador vivió como si fue-
ra su cónyuge durante los 5 años que precedieron inme-
diatamente a su muerte o con quien tuvo hijos, siempre
que ambos hayan permanecido libres del matrimonio
durante el concubinato y que el superviviente esté im-
pedido de trabajar y no tenga bienes suficientes. Este
derecho sólo subsistirá mientras la persona de que se
trate no contraiga nupcias y observe buena conducta. Si
fueren varias las personas con quien el testador vivió
como si fueran su cónyuge, ninguna de ellas tendrá de-
recho a alimentos;
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VI. A los hermanos y demás parientes colaterales dentro
del cuarto grado, si están incapacitados o mientras que
no cumplan dieciocho años, si no tienen bienes para
subvenir a sus necesidades.

Artículo 1374. Es inoficioso el testamento en que no se
deje la pensión alimenticia, según lo establecido en este
capítulo.

Artículo 1375. El preferido tendrá solamente derecho a
que se le dé la pensión que corresponda, subsistiendo el
testamento en todo lo que no perjudique ese derecho.

En ese sentido, siendo la determinación de los derechos en
calidad de ejidatario, una manifestación de la voluntad pa-
ra el caso de la muerte, debería atender la misma lógica que
impera en las disposiciones del derecho civil sucesorio.

Por ello se propone establecer la facultad del Tribunal
Agrario para que en caso de que a la muerte del ejidatario
le sobrevivan ascendientes u otros adultos mayores, que se-
an a su vez dependientes económicos, al momento de la
traslación de los derechos sucesorios, se garantice de algún
modo el derecho a recibir alimentos con cargo a los dere-
chos que sobre la parcela se generen.

Con las medidas propuestas, estamos convencidos, logra-
remos generar las condiciones legales para que nuestros
adultos mayores que han dedicado su vida al campo mexi-
cano, cuenten con las garantías de subsistencia necesarias,
además de la posibilidad de llevar una vida en plenitud y
digna. El Estado debe proveer lo necesario para que así sea,
y nuestra generación con mayor experiencia viva en condi-
ciones ideales y sus experiencias y conocimientos sean re-
cuperados y transmitidos en beneficio de las futuras gene-
raciones.

Por lo expuesto y fundado, someto a consideración de esta
asamblea la presente iniciativa, en materia de protección de
los adultos mayores en el medio rural:

Proyecto de Decreto

Primero. Se adiciona un párrafo tercero al artículo 17 de
la Ley Agraria, para quedar como sigue:

Artículo 17. …

…

En caso de que al momento del fallecimiento del ejida-
tario, este tuviera uno o más dependientes económicos
mayores de 60 años de edad, y no se hubiera designado
a alguno de estos como sucesor de los derechos ejidata-
rios, el Tribunal Agrario deberá disponer lo necesario a
fin de determinar a favor de dichos dependientes eco-
nómicos, el monto de una pensión por concepto de ali-
mentos con cargo a la producción de la parcela hereda-
da.

Segundo. Se reforma la fracción IV y se adiciona un pá-
rrafo a la misma fracción del artículo 154 de la Ley de De-
sarrollo Rural Sustentable, para quedar como sigue:

Artículo 154. …

…

I. a III. …

IV. Para la atención de grupos vulnerables vinculados al
sector agropecuario, específicamente etnias, jóvenes,
mujeres, jornaleros, personas de la tercera edad y dis-
capacitados, con o sin tierra, se formularán e instrumen-
tarán programas enfocados a su propia problemática y
posibilidades de superación, mediante actividades eco-
nómicas conjuntando los instrumentos de impulso a la
productividad con los de carácter asistencial y con la
provisión de infraestructura básica a cargo de las depen-
dencias competentes, así como con programas de em-
pleo temporal que atiendan la estacionalidad de los in-
gresos de las familias campesinas.

Además de las consideraciones establecidas en el pá-
rrafo anterior, en el diseño de programas enfocados
a personas de la tercera edad se deberá procurar la
capacitación para el tránsito a la ejecución de traba-
jos acordes con sus fortalezas, el aprovechamiento de
su experiencia para la capacitación y adiestramiento
de jornaleros, y la posibilidad de ejecución paralela
de actividades educativas, culturales y de esparci-
miento.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.
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Se remite a las Comisiones Unidas de Reforma Agraria
y de Desarrollo Rural, para dictamen.
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LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

«Iniciativa que reforma el artículo 162 de la Ley de Desa-
rrollo Rural Sustentable, a cargo del diputado Ramón Ba-
ñales Arambula, del Grupo Parlamentario del PRI

Ramón Bañales Arambula, diputado federal a la LXIII Le-
gislatura del Congreso de la Unión, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
con fundamento en la fracción II del artículo 71 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
mo en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta la inicia-
tiva con proyecto de decreto por el que se adiciona un se-
gundo párrafo y seis fracciones al artículo 162 de la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Hablar de mujeres en México es hablar de más de la mitad
de la población en varios sentidos. Como muestra la gráfi-
ca 1, las mujeres representan actualmente el 51.2 por cien-
to de la población total; el 52 por ciento de la población en
edad de trabajar (de 15 años y más) y el 51.5 por ciento del
padrón electoral. Además, representaron el 49.8 por ciento
de la matrícula escolar total en el ciclo escolar 2011-2012
(Moctezuma et al., 2014).

A pesar de representar una proporción tan importante de la
población, las mujeres en México viven en una situación
de inequidad en varios ámbitos de la sociedad. No pueden
ignorarse los grandes avances que se han registrado en es-
ta materia, sin embargo, tampoco puede negarse que esta-
mos muy lejos como sociedad de alcanzar una verdadera
equidad de género. Las inequidades persisten en términos
de (Moctezuma et al., 2014):

• Educación: los años promedio de escolaridad pasaron
de 6.2 a 8.5 años de estudios entre 1990 y 2010 para las
mujeres de 15 años y más. Sin embargo, estos resulta-
dos no son tan esperanzadores si los desagregamos por
estado: los de menor nivel de desarrollo —Chiapas, Oa-
xaca y Guerrero— tienen los menores porcentajes de
mujeres en la matrícula escolar y el menor número de
años promedio de escolaridad (frente al 8.5 a nivel na-
cional, las mujeres en estos estados estudian en prome-
dio 6.3, 6.6 y 7 años respectivamente). Además, 8.1 por
ciento del total de mujeres son analfabetas (frente al 5.6
por ciento de los hombres).

• Trabajo y salario: en 2012 representaron tan solo el
38.2 por ciento de la población económicamente activa
(PEA), además de que, del total de mujeres en edad de
trabajar sólo el 43 por ciento lo hizo (es decir, 57 por
ciento de las mujeres en edad de trabajar no lo hicieron).
En materia salarial la inequidad de género es mayor: aun
contando con una PEA femenina con un promedio de
escolaridad mayor y una edad promedio ligeramente
menor, las mujeres ocupadas reciben 5.3 por ciento me-
nos que los hombres en empleos similares.

• Servicios de salud y seguridad social: en 2012 tan
solo el 44 por ciento de las mexicanas de 15 años o más
contaba con seguridad social y únicamente el 35.3 por
ciento de las mujeres de 65 a 75 años de edad recibieron
una pensión. Además, en el año 2013 murieron 48 ma-
dres por cada 100 mil nacidos vivos, cifra que se aleja
mucho de la meta que se debía alcanzar para 2015 según
los Objetivos de Desarrollo del Milenio.

• Pobreza: para el 2008, 44.5 por ciento de las mujeres
vivía en pobreza multidimensional, lo que representaba
24.4 millones de mujeres (contra 22.6 millones de hom-
bres). Esto quiere decir que hay cerca de dos millones
más de mujeres que hombres en condición de pobreza.
Además, dentro del 20 por ciento de la población más
pobre, las mujeres son las que tienen las peores condi-
ciones en materia educativa, de bienestar social y de se-
guridad social.

• Participación política de la mujer: los cargos de
elección popular siguen siendo ocupados mayoritaria-
mente por hombres. En 2012 sólo 33.6 por ciento de los
escaños del Senado y 36.8 por ciento de la Cámara de
Diputados fueron ocupados por mujeres, y del gabinete
presidencial, sólo el 16 por ciento fueron mujeres, esto
es, 3 de 19 puestos.
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• Violencia: en México, 41.2 por ciento de las mujeres
de 15 años y más, casadas o con pareja, han sufrido al-
gún tipo de violencia (físico, sexual o psicológica) de su
pareja y, en el caso de las mujeres divorciadas o separa-
das, este porcentaje llega a 72 por ciento.

Agricultura y género

En los últimos años, como resultado del establecimiento de
los Objetivos de Desarrollo del Milenio, se ha prestado ma-
yor atención al tema de la seguridad alimentaria y la erra-
dicación del hambre. América Latina ha avanzado con éxi-
to en este sentido, toda vez que en el 2015 la Organización
de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricul-
tura (ONUAA) declaró que la región había reducido a me-
nos de la mitad su porcentaje y número total de personas
subalimentadas con respecto a los valores de 1990
(ONUAA, 2015: 1). En México, como hemos advertido y
reconocido en otros proyectos del suscrito, la iniciativa
emblemática del gobierno de Enrique Peña Nieto es la Cru-
zada Contra el Hambre (véanse Coneval, 2013; Sedesol).

Las actividades primarias en México representaron entre
2009 y 2013 el 3.35 por ciento del PIB nacional, del cual
el 2.18 por ciento (es decir, más de dos terceras partes) co-
rresponde únicamente a la agricultura (Inegi, 2016). Consi-
derando la importancia que tiene la producción de cultivos
para las actividades primarias del país resulta necesario
analizar a este sector ya que sobre él recae el mayor peso
de la producción necesaria de alimentos para erradicar el
hambre y lograr la seguridad alimentaria. La agricultura es
la única fuente de alimentos para consumo directo y de ma-
teria prima para la elaboración de comidas procesadas. Sin
embargo, su papel en la generación de ingresos para las
personas en situaciones de mayor desventaja económica,
en particular para las mujeres, es más importante para la
seguridad alimentaria que su función en la producción de
alimentos (Sánchez et al., 2005).

El papel de las mujeres en el sector agrícola en general, y
en la producción de alimentos en particular, es fundamen-
tal. En muchas sociedades, las mujeres aportan la mayoría
del trabajo necesario para generar cultivos alimentarios. En
los países en vías de desarrollo, por ejemplo, las mujeres
constituyen 43 por ciento de la mano de obra agrícola
(FAO, 2011). Aguilar (2009) asegura que las mujeres rura-
les son responsables de la mitad de la producción alimen-
taria del mundo y producen 60-80 por ciento del alimento
en la mayoría de los países en desarrollo.

Queda claro que el papel que desempeñan las mujeres cam-
pesinas en el sistema alimentario es crucial; de ellas de-
pende la seguridad alimentaria de muchas familias, a pesar
de que las condiciones en que desarrollan sus actividades
no son las más favorables por razones sociales, económi-
cos y culturales. Así pues, al hecho de compartir con el res-
to de la población rural la problemática general del campo,
en términos de población y pobreza, se suman las particu-
laridades que conlleva su condición de género (Lahoz,
2011).

[...] las desigualdades en la propiedad, el acceso a los
medios de vida y su control (como la tierra, el agua, la
energía, el crédito, el conocimiento y el trabajo) afectan
negativamente a la producción de alimentos de las mu-
jeres. (BIRD-ONUAA, 2012: 17).

Tierra

Las mujeres no suelen ser propietarias de la tierra y gene-
ralmente sólo gozan de los derechos de uso con un parien-
te masculino como mediador. Este acceso limitado a las
tierras las lleva a obtener rendimientos inferiores a los que
podrían esperarse si los recursos domésticos fuesen asig-
nados eficientemente. 

La inseguridad en la tenencia de la tierra de las mujeres se
traduce en una inversión inferior y en la potencial degrada-
ción del medio ambiente; limita el potencial futuro de la
producción y aumenta la inseguridad alimentaria (BIRD-
ONUAA, 2012: 17). 

Tecnología y capacitación

Uno de los principales mecanismos para aumentar la pro-
ductividad agrícola en los últimos años ha sido el desarro-
llo de capacidades de transferencia de tecnologías. Pero en
la mayoría de los casos las capacitaciones no están dirigi-
das a las mujeres. Involucrar desde el principio a las muje-
res y hombres jóvenes en oportunidades de capacitación ha
resultado, en países del África subsahariana, ser una estra-
tegia fructífera para garantizar la seguridad alimentaria y
los medios de vida sostenibles para el hogar (BIRD-
ONUAA, 2012).

Recursos complementarios

Aunque las mujeres tengan acceso a la tierra para la pro-
ducción de alimentos y acceso a mejores tecnologías, si-
guen enfrentándose a más limitaciones que los hombres pa-
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ra acceder a ciertos recursos complementarios que les per-
miten tener éxito como el crédito y los fertilizantes. Las
mujeres, más que los hombres, tienden a procesar sus cul-
tivos directamente en las granjas, sin embargo tienen me-
nor probabilidad de beneficiarse de servicios de extensión
agrícola (BIRD-ONUAA, 2012).

Las asimetrías de género presentes en el campo puede re-
sumirse en las siguientes (BIRD-ONUAA, 2012): 

• En el acceso y control de activos.

• En participación y poder sobre la tierra, la mano de
obra, el mercado financiero y de productos.

• En información sobre el mercado, servicios de exten-
sión, capacidades y formación.

• En la participación y liderazgo en las organizaciones
rurales.

• En derechos, empoderamiento y peso político.

• En la composición del hogar y la disponibilidad de tra-
bajo.

• Distribución diferenciada por género de los riesgos y
ganancias en las cadenas de valor.

• Riesgos físicos y agroecológicos y sus impactos y vul-
nerabilidad en función del género.

Cambios actuales en la agricultura

En los últimos años el sector agrícola ha sufrido cambios
rápidos que se han convertido en oportunidades y retos pa-
ra el papel fundamental que juega el sector en la reducción
de la pobreza y la seguridad alimentaria. Dichos cambios
se refieren a los mercados, la composición de los hogares
rurales y a los cambios ambientales. 

Mercados

Los mercados y la demanda de productos agrícolas están
cambiando rápidamente. La globalización y la liberaliza-
ción del comercio han alterado lo que se produce, dónde se
produce y cómo se produce, además de que han abierto los

mercados internacionales y, en muchos casos, conducido a
una mayor eficiencia y a un aumento de la innovación. Es-
tos cambios pueden crear oportunidades de una mayor par-
ticipación en los mercados tanto para hombres como para
mujeres, sin embargo, tienden a favorecer a los producto-
res que tienen más recursos y, la información, la educación
y la capacidad de hacer frente a las crecientes y rigurosas
demandas del mercado. 

Cambio climático

Los factores externos al sector, tales como los ampliamen-
te extendidos cambios medioambientales, están alterando
también el potencial agrícola en todo el mundo. En con-
creto, el cambio climático está afectando al suministro de
agua y a las condiciones meteorológicas y, consecuente-
mente, está afectando a la producción agrícola (BIRD-
ONUAA, 2012:1).

Población

La forma en la que se componen los hogares rurales está
cambiando considerablemente. Esto se debe principalmen-
te a la migración generada por la pobreza, por desastres na-
turales o por conflictos sociales. En general, es más proba-
ble que los hombres abandonen el trabajo agrícola y que
migren para buscar ingresos en otros lugares o sectores.
Esto no sólo ha aumentado el número de hogares rurales
encabezados por mujeres, sino que las remesas que envían
a casa los migrantes representan fuentes de ingresos que
apoyan el consumo del hogar y las inversiones productivas.
Las mujeres se quedan para hacerse cargo de todas las ta-
reas de la producción agrícola, pero a menudo sin protec-
ción legal o derechos de propiedad sobre la tierra (BIRD-
ONUAA, 2012). 

No debemos perder de vista que 

[a] pesar de que los cambios en la agricultura crean nue-
vas oportunidades para los medios de vida y la seguri-
dad alimentaria, [...también pueden] aumentar la vulne-
rabilidad de las personas con pocos recursos,
especialmente las mujeres en condiciones de pobreza,
que tradicionalmente han disfrutado un acceso limitado
a servicios y oportunidades cruciales, debido a un per-
sistente sesgo cultural, social y político (BIRD-
ONUAA, 2012:1).
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Panorama actual del campo mexicano

Población

La población rural en México representa un porcentaje me-
nor en comparación con la población urbana del país; en
gran parte, debido a la falta de oportunidades de trabajo y
de actividades que generen una mejora en la calidad de vi-
da de los habitantes del sector rural. Según el Censo de Po-
blación y Vivienda de 2010, la población rural equivale a
22.2 por ciento de la población total del país (ver gráfica
1), de la cual 50.4 por ciento son mujeres (Lahoz, 2011).

Pobreza

En cuanto a las condiciones socioeconómicas, la población
rural se encuentra en clara desventaja respecto a la urbana.
Según el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de
Desarrollo Social (Coneval), en su informe de pobreza
multidimensional en México.

Problemas agrarios

En cuanto a los principales problemas que afectan el agro
mexicano, los productores encuestados en el Censo Agro-
pecuario realizado en 2007 por el Inegi mencionaron los
riesgos climáticos, altos costos de insumos y servicios, así

como la pérdida de fertilidad en los terrenos cultivados.
Mientras 77.8 por ciento de los entrevistados en las unida-
des agrícolas perciben como una de las principales proble-
máticas las pérdidas productivas por cuestiones climáticas,
sólo el 20 por ciento de los casos se encontró como pro-
blemática el acceso al crédito. También los tratados inter-
nacionales han producido daños a los pequeños propieta-
rios, ya que el campesino mexicano se enfrenta a una
competencia desigual entre aquellos productores subsidia-
dos por su gobierno, como el caso de Estados Unidos den-
tro del Tratado de Libre Comercio de América del Norte
(Lahoz, 2011).

Las mujeres y la agricultura en México

El papel que las mujeres campesinas representan en el sis-
tema alimentario mexicano es de vital importancia: de ellas
depende, en gran medida, la seguridad alimentaria de mu-
chas familias. Sin embargo, como ya se mencionó se en-
frentan a una serie de limitaciones, de las cuales, se enlis-
tan y profundizan las más importantes a continuación.

Posesión de tierras y acceso a créditos

Actualmente las mujeres en México poseen menos del 2
por ciento de las tierras agrícolas, aun cuando el porcenta-
je de hogares que encabezan está en constante aumento.
Los programas de reforma de la tierra, junto con la desin-
tegración de las explotaciones comunales, desembocaron
en la transferencia de los derechos exclusivos de la tierra a
los hombres. Esto a pesar de que, en 1971, la reforma a la
Ley Ejidal otorgó a las mujeres los mismos derechos sobre
la tierra que a los hombres (es decir, su único requisito pa-
ra acceder a ellas es ser mayores de edad); en la realidad,
la nueva ley no representó un cambio significativo para las
mujeres. Según Vázquez (2001) para 1984 sólo 15 por
ciento de los ejidatarios eran de sexo femenino y la mayo-
ría habían adquirido sus derechos agrarios por
herencia (aunque fuera sólo como un eslabón en la trans-
misión de la tierra de padre a un hijo varón menor de edad).

En la actualidad esta situación no ha cambiado significati-
vamente, aunque sí ha avanzado, pues al 2007 tan sólo 24.7
por ciento de la tierra ejidal estaba en manos de mujeres.
Las mujeres campesinas reciben tierra en calidad de viudas
o tutoras de varones menores de edad y sólo como guar-
dianas temporales del derecho agrario. Esto, combinado
con el hecho de que las mujeres tengan los mismos dere-
chos y requisitos que los hombres para acceder a la tierra
agrícola, hace pensar que las razones de la inequidad de gé-
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nero en el campo no son solo legislativas, sino de otra ín-
dole (sociales, culturales, etcétera) (Vázquez, 2001).

De lo anterior se desprende otro tema importante a anali-
zar: es el acceso a créditos monetarios para producción
agropecuaria. A finales del siglo anterior, sólo 10 por cien-
to de las facilidades crediticias estaban en manos de muje-
res. El poco acceso a créditos se debe a una serie de facto-
res diversos que van desde restricciones legales (tales
como la necesidad de un signatario de sexo masculino); ca-
rencia de bienes a nombre propio (como un título de tierra);
carencia de información sobre disponibilidad de créditos; y
carencia de servicios de escala pequeña tales como esque-
mas del microcrédito. Hay que mencionar que, además, las
facilidades de crédito deben de ser acompañadas por el de-
sarrollo de habilidades técnicas agrícolas y administrativas
(Lahoz, 2011).

La producción agrícola se lleva a cabo, en última instancia,
en lo que la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarro-
llo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa) llama unidades
económicas rurales (UER). Ahora bien, como muestra la
gráfica 3, del total de UER en el país, aproximadamente 25
por ciento son encabezadas por mujeres ya sea porque asu-
men dicho rol o por la ausencia de un varón. Llama la aten-
ción que la jefatura femenina tiene mayor presencia relati-
va en el Estrato I y desciende a media que se transita hacia
estratos superiores (Sagarpa y ONUAA, 2014). 

Jornada de trabajo

Aunque hay variantes culturales, por lo general la división
del trabajo se asigna y asume de acuerdo con el sexo y la
edad de los que lo realizan. Socialmente, para el caso de
México, la división suele ser la siguiente: los varones asu-
men la jefatura de la familia y organizan el trabajo en la

parcela aunque una parte cada vez mayor de éste sea reali-
zado por mujeres; las mujeres organizan el quehacer de la
casa y el traspatio y asumen la mayor parte del mismo, a la
vez que atienden un sinfín de necesidades cotidianas de los
miembros de la familia. A nivel mundial, entre el 85 y el 90
por ciento del tiempo de las mujeres en áreas rurales está
destinado al cuidado del grupo doméstico (FAO, 2011).

En términos generales, la composición de la jornada de las
mujeres se basa principalmente en tres grandes grupos de
actividades (Lahoz, 2011):

• Reproductivas: actividades primordiales del hogar, la
educación de los hijos e hijas, el cuidado de los miem-
bros del grupo, etcétera; 

• Productivas: tanto en su parcela como en el traspatio,
además de que algunas producen artesanías o productos
para venta; 

• Comunitarias, son actividades como asistencia a reu-
niones escolares, faenas, tequio, entre otras.

Acceso a espacio de toma de decisiones

En la mayoría de las culturas, y dado el papel tradicional-
mente limitado de las mujeres dentro de los hogares y las
sociedades en general, sus necesidades, intereses y restric-
ciones no suelen reflejarse fielmente en los procesos de to-
ma de decisión ni en las leyes. Las causas de esta exclusión
de la mujer de los procesos de toma de decisiones están en
estrecha relación con su papel reproductivo y con la carga
de trabajo del hogar (Lahoz, 2011). En México el órgano
supremo de los ejidos y comunidades es la asamblea ejidal,
representada en la figura del comisariado ejidal, encargado
de ejecutar sus mandatos. En México 798 ejidos o comuni-
dades tienen como presidente del comisariado a una mujer,
lo que, como se muestra en la gráfica 4, constituye tan só-
lo el 2.4 por ciento del total de ejidos y comunidades del
país (Lahoz, 2011).
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Educación, capacitación y tecnología

Como se mencionó al principio de esta exposición de mo-
tivos, las mujeres se encuentran en una situación de rezago
educativo en general. Esto, en el tema de la agricultura, les
impide conocer sobre temas como: fomento productivo de
actividades agropecuarias, agroindustriales, turismo rural o
artesanías con enfoque de sustentabilidad ambiental; ges-
tión de negocios agropecuarios; desarrollo y fomento orga-
nizacional; empoderamiento y desarrollo personal para
promover una formación integral. Sobre el acceso a la tec-
nología puede afirmarse que las mujeres campesinas reci-
ben pocos beneficios de las investigaciones en materia de
innovaciones en general y en materia de producción de ali-
mentos en particular. El acceso de las mujeres a insumos
tecnológicos tales como semillas mejoradas, fertilizantes y
pesticidas es igualmente limitado debido a que no suelen
ser cubiertos por subsidios ya que rara vez son miembros
de cooperativas, que a menudo son las que distribuyen los
insumos otorgados por los gobiernos en favor de los pe-
queños campesinos (Lahoz, 2011).

Marco legal y de políticas públicas

Dado el papel fundamental de la mujer en la producción y
suministro de alimentos, toda estrategia para lograr la se-
guridad alimentaria sostenible debe necesariamente tratar
el problema de su acceso limitado a los recursos.

En 2006 se emitió la Ley General para la Igualdad entre
Mujeres y Hombres, con el objeto de regular y garantizar
la igualdad entre mujeres y hombres. Sobre el ámbito rural,
establece en su artículo 16 que corresponde a los munici-
pios fomentar la participación social, política y ciudadana

dirigida a lograr la igualdad entre mujeres y hombres, tan-
to en las áreas urbanas como en las rurales. En materia de
desarrollo rural, en 2001 se promulgó la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable. En ella se establece: que las acciones
que el Estado realice en el medio rural, se desarrollarán ba-
jo criterios de equidad social y de género (art. 6); que los
programas federales integrarán la equidad de género con
otros factores de bienestar social como la salud y la segu-
ridad social, entre otros (art. 154), que las prioridades de
políticas debe ser la organización y asociación económica
y social en el medio rural de las mujeres y los jóvenes, la
generación y diversificación del empleo y el bienestar y
participación e incorporación al desarrollo nacional (arts.
15 y 144).

En 2009, el Programa Nacional para la Igualdad entre
Hombres y Mujeres (Proigualdad) del Instituto Nacional
de las Mujeres (2009: 66) estableció la estrategia de “in-
corporar la perspectiva de género en los programas de de-
sarrollo rural y de sustentabilidad ambiental”. Las acciones
que previó pueden resumirse así: dar acceso y certeza jurí-
dica en la propiedad de la tierra, asegurar el financiamien-
to, la asesoría técnica y la capacitación, así como el acceso
a los bienes públicos, diversificar las actividades económi-
cas rurales, incluir la perspectiva de género en las medidas
para revertir el deterioro ambiental, formar organizaciones
de primer, segundo y tercer nivel que proporcionen servi-
cios de planeación demanda y oferta para mejorar la pro-
ductividad de las mujeres y diseñar indicadores desagrega-
dos por sexo y grupo de edad, entre otras.

Actualmente cinco secretarías u órganos gubernamentales
cuentan con programas que tienen como población objeti-
vo a las mujeres agricultoras (aunque algunos de ellos no
se limitan a ellas).
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Recomendaciones de política

En el 2011 la organización Oxfam de México realizó un
diagnóstico de la situación de las mujeres en el campo me-
xicano, del cual derivaron algunas recomendaciones de po-
líticas que se mencionan a continuación (Lahoz, 2011):

Nivel nacional y subnacional

• El presupuesto no debe ser neutral al género, al con-
trario, debe tener un efecto diferenciado. Para ello, se
deben asignar mayores recursos en favor de la equidad
de género en ámbitos de la producción alimentaria. To-
das las instancias de la Administración Pública Federal
deben de tener partidas presupuestarias claras para
transversalizar el enfoque de género en sus actividades.

• Se debe de incluir el género en la toma de decisiones
de los que elaboran las políticas agroalimentarias. Para
ello hay que difundir los principios que fomentan la
equidad de género en el país (por ejemplo, los definidos
en los planes de desarrollo) y dar visibilidad a los casos
exitosos de participación de las mujeres. Además habría
que capacitar a los que elaboran las políticas en herra-
mientas de género.

• Se debe de procurar la mejora continua de los marcos
normativos y tener en consideración que en México la
costumbre es más fuerte que la ley. Para ello hay que di-
fundir los marcos legales internacionales (tratados a los
que se ha adherido México, nacionales y subnacionales
para que todas las personas conozcan sus derechos.
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• Es imprescindible realizar evaluaciones desde una
perspectiva de género para retroalimentar los procesos
de elaboración de políticas. Las propuestas específicas
son establecer indicadores de impacto en la reducción
de la brecha de género, evitar que los programas dirigi-
dos a mujeres campesinas refuercen el papel convencio-
nal de género y distinguir entre leyes y políticas inclu-
yentes y que usen lenguaje incluyente.

Nivel local

• Es preciso generar datos desagregados por género pa-
ra el diseño de políticas y monitoreo pues en la medida
que esto se realice se visibilizarán las condiciones, ne-
cesidades estratégicas y problemáticas específicas de las
mujeres.

• Hay que prever la inclusión de procesos participati-
vos para conocer las necesidades específicas de las di-
ferentes poblaciones, así como para medir los impactos
de las intervenciones.

• Se debe de fomentar la participación de las mujeres en
instancias de toma de decisiones favoreciendo procesos
de empoderamiento. Esto se logra apoyando las tareas
reproductivas de las mujeres para que tengan tiempo de
desenvolverse en otras actividades, fomentar la capaci-
tación a las mujeres para que ocupen cargos públicos,
apoyar la organización productiva de las mujeres y la
creación de redes comunitarias, entre otras tareas.

• Desarrollar y fortalecer las habilidades organizativas,
económicas, comerciales, empresariales y autogestivas
de las mujeres campesinas, mediante procesos de capa-
citación y asistencia técnica para impulsar y consolidar
así la organización para la actividad productiva.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a su con-
sideración de esta Asamblea, la presente iniciativa en ma-
teria de protección a las mujeres en el medio rural.

Proyecto de decreto

Único. Se adiciona un segundo párrafo y seis fracciones al
artículo 162 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, para
quedar como sigue

Artículo 162. …

Además de lo establecido en el párrafo anterior y en el
artículo 154, los programas diseñados para mujeres
vinculadas al sector rural deberán atender los siguien-
tes lineamientos:

I. Deberán otorgar la posibilidad de complementar
las actividades rurales productivas y comunitarias
con actividades paralelas de educación auspiciadas,
para la conclusión de la educación básica; 

II. Deberán promover la capacitación de las mujeres
para ocupar cargos dentro de los comisariados eji-
dales y los consejos de vigilancia de los ejidos;

III. Deberán contar con un componente de capacita-
ción en materia de equidad de género para toda la
población integrante de las unidades económicas ru-
rales;

IV. Deberán procurar complementar las prestacio-
nes del ramo de guarderías otorgadas por el régimen
de Protección Social de la Salud y el Instituto Mexi-
cano del Seguro Social, mediante el apoyo de traba-
jadores sociales en las propias comunidades rurales;

V. Deberán incorporar elementos de difusión perma-
nente de información para el combate a cualquier ti-
po de violencia por razón de género;

VI. Deberán promover la integración de las mujeres
en sociedades y empresas productivas mediante la
capacitación y el otorgamiento preferente de créditos
y microcréditos.

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Referencias

Aguilar, L 2009. “Women and climate change: vulnerabilities and
adaptative capacities”. en State of the World: Into a Warming World,
Nueva York: Worldwatch Institute, consultado el 24 de junio de 2016,
https://www.worldwatch.org/files/pdf/SOW09_CC_women.pdf.

Banco Internacional de Reconstrucción y Desarrollo [BIRD]-Organi-
zación de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación
[ONUAA] 2012. Manual sobre género en agricultura, consultado el 28
de junio de 2016, www.fao.org/3/a-aj288s.pdf.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 27 de septiembre de 2016 / Apéndice  I 121



Consejo Nacional para la Evaluación de la Política de Desarrollo So-
cial [Coneval] 2013, Diagnóstico del Diseño de la Cruzada Nacional
contra el Hambre, México, visto el 25 de mayo de 2016,
http://www.coneval.gob.mx/Evaluacion/ECNCH/Paginas/diagnosti-
co_dise por cientoC3 por cientoB1o_CNCH_primer_informe.aspx.

Gobierno Federal 2016. Portal de información y trámites gubernamen-
tales, consultado el 29 de junio de 2016, http://www.gob.mx/.

Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática [INEGI]
2016. Banco de Información Estadística. Cuentas nacionales, consulta-
do el 7 de junio de 2016, http://www.inegi.org.mx/sistemas/bie/.

Instituto Nacional de las Mujeres [INM] 2009. Programa Nacional pa-
ra la Igualdad entre Muejres y Hombres, consultado el 26 de junio de
2016, http://biblioteca.semarnat.gob.mx/janium/recursos/224844/Con-
tenido/H por ciento20programas/24 por ciento20ProIgualdad.pdf.

Lahoz, D. 2011. Mujeres campesinas y su papel en el sistema alimen-
tario en México, México: Oxfam, consultado el 29 de junio de 2016,
http://oxfammexico.org/crece/wp-content/uploads/2012/12/mujeres_
campesinas_2012.pdf.

Moctezuma, D.; J. Narro y L. Orozco 2014. “La mujer en México: in-
equidad, pobreza y violencia”, Revista Mexicana de Ciencias Políticas
y Sociales, año LIX, núm. 220, pp. 117-146.

Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimen-
tación [ONUAA] 2011. The state of food and agriculture. Women in
agriculture, closing the gender gap for development, consultado el 25
de junio de 2016, www.fao.org/docrep/013/i2050e/i2050e.pdf.

_____ 2015. Panorama de la inseguridad alimentaria en América Lati-
na y el Caribe. La región alcanza las metas internacionales del hambre,
Roma, visto el 25 de mayo de 2016, http://www.fao.org/3/a-
i4636s.pdf.

Sánchez, P., M. Swaminathan, P. Dobie, y N. Yuksel 2005. “Es perfec-
tamente posible reducir el hambre a la mitad”, Proyecto del Milenio,
Nueva York: Organización de las Naciones Unidas, consultado el 27 de
junio de 2016, www.unmillenniumproject.org/documents/TF2-hun-
ger-S.pdf. 

Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Ali-
mentación [SAGARPA] y Organización de las Naciones Unidas para
la Agricultura y la Alimentación [ONUAA] 2014. Análisis de perspec-
tiva de género en el sector rural y pesquero de México, consultado el
27 de junio de 2016, http://www.sagarpa.gob.mx/programas2/evalua-
cionesExternas/Lists/Otros por ciento20Estudios/Attachments/44/3

por ciento20An por cientoC3 por cientoA1lisis por ciento20de por
ciento20perspectiva por ciento20de por ciento20g por cientoC3 por
cientoA9nero por ciento20en por ciento20el por ciento20sector por
ciento20rural por ciento20y por ciento20pesquero por ciento20de por
ciento20M por cientoC3 por cientoA9xico.pdf. 

Secretaría de Desarrollo Social [SEDESOL] 2013, Política Social de
Nueva Generación y Cruzada Nacional contra el Hambre, visto el 25
de mayo de 2016, http://www.sedesol.gob.mx/work/models/SEDE-
SOL/PDF/POLITICA_SOCIAL_DE_NG_Y_CNCH.pdf.

Vázquez, V. 2001. “Género y tenencia de la tierra en el ejido mexica-
no: ¿la costumbre o la ley del Estado?”, Estudios Agrarios, Revista de
la Procuraduría Agraria, núm. 18, pp. 117-146.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de septiembre de
2016.— Diputados: Ramón Bañales Arambula, José Luis Orozco Sán-
chez Aldana, Rafael Yerena Zambrano, J. Jesús Zúñiga Mendoza, Lau-
ra Valeria Guzmán Vázquez, Francisco Javier Santillán Oceguera, Hu-
go Daniel Gaeta Esparza, Laura Nereida Plascencia Pacheco, Martha
Lorena Covarrubias Anaya (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Desarrollo Rural, para dic-
tamen.

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUC-
CIÓN Y SERVICIOS

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 5o. de la Ley
del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, a car-
go del diputado Juan Fernando Rubio Quiroz, del Grupo
Parlamentario del PRD

Quien suscribe, diputado Juan Fernando Rubio Quiroz, in-
tegrante de la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados
del Honorable Congreso de la Unión, y con fundamento en
lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y de con-
formidad con lo establecido en los artículos 6, numeral 1,
fracción 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta honorable asamblea
la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforman diversas disposiciones de la Ley del Impuesto
Especial sobre Producción y Servicios con base en la si-
guiente:
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Exposición de Motivos

En las últimas décadas los gobiernos en el mundo han ini-
ciado una escalada de acciones para proteger sus recursos
naturales y contrarrestar los impactos de las actividades an-
tropogénicas sobre los ecosistemas en el planeta. Hoy en
día, disponemos de una serie de políticas ambientales con
objetivos, principios, criterios y orientaciones generales di-
rigidas a proteger el medio ambiente a fin de asegurar su
disponibilidad a futuro.

Problemas como el cambio climático; la pérdida de biodi-
versidad; el deterioro ambiental; los impactos a la vida en
el planeta por los desastres naturales; la escasez de agua y
la urbanización acelerada, entre otros, han aumentado a
partir de la segunda mitad del siglo XX, no obstante, como
lo señala el Foro Económico Mundial (WEF,por sus siglas
en inglés), por primera vez en la historia de la humanidad,
los temas ambientales encabezan la lista de los riesgos glo-
bales para el 2016, esto, con base en el?Informe de Riesgos
Globales 2016.

Dentro de la gama de los temas medio ambientales, el que
representa una mayor amenaza en el corto, mediano y lar-

go plazo, es el Cambio Climático1 y, por tanto es el mayor
desafío de nuestro tiempo como lo ha señalado el secreta-
rio general de las Naciones Unidas, Ban Ki-moon: “ningún
país es inmune a los efectos del cambio climático, que ya
repercuten en la economía, la salud, la seguridad y la pro-
ducción de alimentos, entre otros.”2

El calentamiento global en el sistema climático es un he-
cho, a partir de los años “1950 muchos de los cambios ob-
servados no habían tenido precedentes en los últimos dece-
nios a milenios. La atmósfera y el océano se han calentado,
los volúmenes de nieve y hielo han disminuido y el nivel
del mar se ha elevado […] La influencia humana en el sis-
tema climático es clara, y las emisiones antropógenas re-
cientes de gases de efecto invernadero son las más altas de
la historia”3. 

Los datos de los últimos 200 años (gráficas a y b), mues-
tran clara y de forma determinante cómo durante este pe-
riodo el calentamiento de la superficie terrestre y oceánica
ha aumentado, asimismo, denota una elevación en el nivel
del mar, lo que es el reflejo del deshielo de los glaciales.
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De este modo, se observa un claro incremento de las emi-
siones antropógenas de dióxido de carbono equivalente en-
tre 1850 y 2011, cuya acumulación fue de “2,040 ± 310
GtCO2-eq (Giga toneladas de dióxido de carbono equiva-
lente). De las cuales, alrededor del 40% han permanecido
en la atmósfera (880 ± 35 GtCO2) y el resto fueron remo-
vidas de la atmósfera y almacenadas en la tierra (en plan-

tas y suelos) y en el océano, por su parte, los océanos han
absorbido alrededor del 30 por ciento de CO2 antropógeno
emitido”4, finalmente, cabe señalar la mayor acumulación
de CO2 se ha producido en los últimos 40 años, debido al
creciente proceso de industrialización y la utilización de
quema de combustibles fósiles en exceso, como se muestra
en la siguiente figura.
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De lo anterior, y a pesar del creciente número de políticas
públicas establecidas por los gobiernos a través de los
acuerdos internacionales para mitigar el cambio climático,
se puede concluir persiste el aumento de emisiones “antro-
pógenas totales de GEI entre 1970 y 2010, con mayores in-
crementos absolutos entre 2000 y 2010.”5 La principal
fuente de CO2 procede de la combustión de combustibles
fósiles y los procesos industriales, ya que representa cerca
del 78 por ciento del aumento total. En el entorno interna-
cional, el crecimiento económico y demográfico son los
principales motores en los aumentos de CO2, derivados de
los procesos de la quema de combustibles fósiles. 

En este sentido, a nivel internacional, en 1979 se organizó
la primera Conferencia Mundial sobre el Clima (CMC), ce-
lebrada en Ginebra, Suiza6, donde se reconoció por prime-
ra vez que, el calentamiento global representaba un proble-
ma potencialmente grave para la humanidad, hoy día, de
acuerdo con el Foro Económico Mundial, los temas relati-
vos al medio ambiente y, en especifico, el del cambio cli-
mático, representa la mayor amenaza para la humanidad.
Por lo que en 1988 se crea el Grupo Intergubernamental so-
bre el cambio Climático (IPCC) y, en 1990 presenta su pri-
mer informe con evidencia científica sobre el tema. 

Por su parte, México adquirió su compromiso internacional
en materia de calentamiento global hasta 1992 en la Cum-
bre de la Tierra en Rio de Janeiro, en el marco de la Con-
vención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio
Climático. 

En la Cumbre de la Tierra “se dieron a conocer tres trata-
dos internacionales. La Convención Marco de las Naciones
Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC), el Conve-
nio sobre la Diversidad Biológica (CNUDB) y la Conven-
ción de Lucha contra la Desertificación (CNULD) se co-
nocen desde entonces con el nombre de Convenciones de
Río”7. Básicamente, los líderes mundiales adoptaron un
ambicioso plan de acción en la lucha contra el cambio cli-
mático, la protección de la biodiversidad y la eliminación
de las sustancias tóxicas emitidas, que entró en vigor en
1994, después de haber recibido el número necesario de ra-
tificaciones.

Sin embargo, si bien en la Convención de Río se estableció
que el objetivo “último de la Convención y de todo instru-
mento jurídico conexo que adopte la Conferencia de las
Partes, es lograr, de conformidad con las disposiciones per-
tinentes de la Convención, la estabilización de las concen-
traciones de gases de efecto invernadero en la atmósfera a

un nivel que impida interferencias antropógenas peligrosas
en el sistema climático”8, no fue hasta el Protocolo de Kio-
to cuando los países del “Anexo I”9 establecieron medidas
específicas de reducción de emisiones.

El Protocolo de Kyoto adoptado en diciembre de 1997 en
la Tercera Conferencia de las Partes de la Convención
Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático
(CMNUCC), fue el primer programa calendarizado con
metas específicas de reducción por parte de los países del
“Anexo I” en el que se estableció reducir las emisiones to-
tales de GEI en al menos 5 por ciento por debajo de los ni-
veles de 1990 entre el periodo 2008-2012. No obstante, es-
ta meta no se cumplió. 

Además, se desincorporó a los países en desarrollo, países
“no Anexo I”; en 1998 México firmó el Protocolo de Kyo-
to y lo ratificó en 2000, por lo que asumió los compromi-
sos adquiridos mediante el protocolo y la CMNUCC, los
cuales no establecieron compromisos de reducción de emi-
siones, sólo para desarrollar el Inventario Nacional de Emi-
siones de Gases de Efecto Invernadero (INEGEI) y emitir
Comunicaciones Nacionales sobre la emisión de los GEI. 

En este sentido, México incorporó en el Plan Nacional de
Desarrollo 2007-2012 el tema del cambio climático y ela-
boró el Programa Especial de Cambio Climático (PECC)
2009-2012. Igualmente, en junio de 2012 se publicó la Ley
General de Cambio Climático (LGCC). 

Por lo tanto, se puede observar el gran andamiaje institu-
cional y normativo por el que México, desde 1998 ha ve-
nido fortaleciendo sus instrumentos legales, estratégicos y
programáticos, a fin de coadyuvar mediante políticas pú-
blicas en la mitigación y adaptación al cambio climático,
que fomenten la transición hacia una economía sustentable
y competitiva con bajas emisiones de carbono. 

No obstante, como lo demuestra la evaluación de la Audi-
toría Superior de la Federación, en la “Auditoría de De-
sempeño: 14-0-16100-07-0134”, a 2013: 

“(…) A 2013, la política de mitigación de cambio cli-
mático no ha logrado los objetivos establecidos, respec-
to de “Promover la transición hacia una economía com-
petitiva, sustentable y de bajas emisiones de carbono”,
“Reducir las emisiones nacionales, a través de políticas
y programas, que fomenten la transición a una economía
sustentable, competitiva y de bajas emisiones en carbo-
no (…)”, y llevar a cabo acciones orientadas a desaco-
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plar el crecimiento de su Producto Interno Bruto (PIB)
de sus emisiones de CO2e, con el propósito de transitar
hacia un desarrollo bajo en carbono en los sectores pro-
ductivos primarios, industriales y de la construcción, así
como en los servicios urbanos, turísticos y de transpor-
te, además de promover el uso de sistemas y tecnologí-
as de alta eficiencia energética y de baja o nula genera-
ción de GEI”

Al tenor de lo anterior, y por el contrario, las emisiones de
GEI han tenido un aumento considerable, y los esfuerzos
legislativos, de políticas públicas y programas no han teni-
do la efectividad esperada. No obstante que, con la publi-
cación de la Ley General de Cambio Climático, “el país
asume el objetivo indicativo o meta aspiracional de reducir
al año 2020 un treinta por ciento de emisiones con respec-
to a la línea de base; así como un cincuenta por ciento de
reducción de emisiones al 2050 en relación con las emiti-
das en el año 2000 […] y que la generación eléctrica pro-
veniente de fuentes de energía limpias alcance por lo me-
nos 35 por ciento para el año 2024”10.

Además, para coadyuvar al cumplimiento de estas metas,
en 2013 la reforma fiscal presentó una serie de impuestos
ambientales, conocidos como “impuestos verdes”, enfoca-
dos a reducir el impacto de la emisión de GEI provenientes
de combustibles fósiles a través de una tasa impositiva en
su enajenación e importación. A la fecha, no existe claridad
sobre el destino de ese recurso, ya que la intervención fiscal
sobre el cuidado del medio ambiente, tiene la pretensión de
generar externalidades positivas sobre los particulares para
que contribuyan al mejoramiento, mantenimiento y equili-
brio ecológico, es decir, disminuyan su consumo de com-
bustibles fósiles al tener una carga impositiva.

Han transcurrido dos ejercicios fiscales completos, 2014 y
2015, y seis meses del actual, en los que han estado vigen-
tes los impuestos ambientales y la recaudación obtenida
por dicha vía no es menor. De acuerdo con el Reporte
anual 2015 y retos 2016 del Sistema de Administración
Tributaria (SAT), por concepto del impuesto a los plaguici-
das se obtuvieron 358 y 607 millones de pesos en 2014 y
2015 respectivamente; mientras que la recaudación por el
impuesto a los combustibles fósiles alcanzó los 9 mil 670
y 7 mil 502 millones de pesos en 2014 y 2015 respectiva-
mente.

El desconocimiento del uso de los impuestos verdes en los
ingresos de la federación puede constatarse, ya que en el
Presupuesto de Egresos de la Federación no se ve reflejado

un aumento al presupuesto al medio ambiente y las con-
ductas sobre utilización de combustibles fósiles no se han
modificado, el país consume más combustibles fósiles, así
lo demostró la Auditoría Superior de la Federación, por lo
que México debe buscar alternativas para reducir las emi-
siones de gases de efecto invernadero.

Al respecto, si bien el Protocolo de Kioto instrumentó una
política de reducción de emisiones para los países desarro-
llados, dejó fuera de este esquema a los países en desarro-
llo, salvo, bajo la premisa de sujetos a colaboración de pro-
yectos desarrollados en sus territorios por los países del
“Anexo I”. Razón por lo cual, la Conferencia de las Partes
de la Convención Marco de Naciones Unidas sobre Cam-
bio Climático, en el Plan de Acción de Bali (2007), hizo un
llamado a los países en desarrollo a hondar esfuerzos me-
diante la implementación de Acciones Nacionalmente
Apropiadas de Mitigación (NAMAs, por sus siglas en in-
glés).

La Conferencia de Bali se estableció como un parteaguas
en la intensificación de la labor nacional e internacional re-
lativa a la mitigación del cambio climático, incluido entre
otras cosas el examen de: 

“(…) i) Compromisos o medidas de mitigación mensu-
rables, notificables y verificables adecuados a cada pa-
ís, incluidos objetivos cuantificados de limitación y re-
ducción de las emisiones, por todas las Partes que son
países desarrollados, asegurando la comparabilidad de
las actividades entre síy teniendo en cuenta las diferen-
cias en las circunstancias nacionales; 

ii) Medidas de mitigación adecuadas a cada país por las
Partes que son países en desarrollo enel contexto del de-
sarrollo sostenible, apoyadas y facilitadas por tecnologí-
as, financiación yactividades de fomento de la capaci-
dad, de manera mensurable, notificable y verificable”11

Adicionalmente, en el Informe de la Conferencia de las
Partes sobre su 15 periodo de sesiones, celebrado en Co-
penhague del 7 al 19 de diciembre de 2009, se hace men-
ción por primera vez al término “acciones de mitigación
apropiadas para cada país”12. De modo genérico se entien-
de que las NAMAs son acciones propuestas por los países
en desarrollo a fin de reducir las emisiones de gases de
efecto invernadero por debajo de los niveles que resultarí-
an de continuar con una trayectoria de indecencia positiva
como la que se observa hasta el momento. 
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Las NAMAs pueden ser acciones implementadas para
construir las capacidades necesarias a fin de reducir las
emisiones de GEI, así como medidas propias para reducir-
las, las cuales pueden ser políticas públicas y medidas, re-
gulaciones, estándares, programas e incluso de incentivos
fiscales, pudiendo incluir uno o más sectores. Lo que en
sentido estricto indicaría que las acciones desarrolladas a
través de las NAMAs estarán avaladas por la CMNUCC y
permitirá el desarrollo de proyectos de carbono. Asimismo,
en México, cualquier instrumento de la CMNUCC avalado
deberá cumplir además con los requerimientos mínimos
establecidos por la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
ca para poder acceder a un bono de carbono nacional, tales
como: sistema de monitoreo, reporte, costo-beneficios, im-
plicaciones ambientales y sociales, etcétera. 

Al momento, existen diversos tipos de bonos de carbono,
de forma genérica el nombre de “bonos de carbono” se ha
dado a un conjunto de instrumentos que pueden generarse
por diversas actividades de reducción de emisiones. Así, se
puede decir que existen “varios tipos” de bonos de carbo-
no, dependiendo de la forma en que éstos fueron generados
(NAMAs, MDL, REDD+, etcétera).

Para dar cumplimiento con los objetivos de reducción de
emisiones de GEI, es menester que México a nivel nacio-
nal implemente mecanismos más allá de tasas impositivas
a los combustibles fósiles y coadyuve en incentivos fisca-
les encaminados a crear proyectos de mitigación de GEI
emitidos a la atmósfera, a partir de la introducción de un
esquema de mercado de bonos de carbono nacional a los
sectores que reduzcan toneladas de CO2-eq. Para cumplir
con este objetivo se requieren modificaciones a la Ley del
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios.

Fundamento Legal

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en lo dis-
puesto por el artículo 71 fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, y de los artículos
6o., numeral 1, fracción I; 77 numerales 1 y 4, y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados del Reglamento de la
Cámara de Diputados, el suscrito diputado Juan Fernando
Rubio Quiroz, somete a consideración de esta soberanía la
siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 5o.
de Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Ser-
vicios.

Artículo Único. Se reforma el párrafo octavo y se adicio-
na un último párrafo al artículo 5o., de la Ley del Impues-
to Especial sobre Producción y Servicios, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 5o. . . .

. . .

. . .

. . .

. . . 

. . . 

. . . 

Tratándose del impuesto a que se refiere el inciso H) de la
fracción I del artículo 2o. de esta ley, los contribuyentes
podrán optar por pagar el impuesto mediante la entrega de
los bonos de carbono a que se refiere la fracción XXIV del
artículo 3o. del mismo ordenamiento, cuando sean proce-
dentes de proyectos desarrollados en México, avalados por
la Organización de las Naciones Unidas dentro del Proto-
colo de Kioto y la Convención Marco de las Naciones
Unidas sobre el Cambio Climático. El valor de dichos
bonos será el que corresponda a su valor de mercado en el
momento que se pague el impuesto. Asimismo, el valor de
cada bono de carbono será equivalente a una tonelada
de bióxido de carbono equivalente (ton CO2 eq.), que
ha sido dejada de emitir a la atmósfera. La entrega de di-
chos bonos y la determinación de su valor se realizarán de
conformidad con las reglas de carácter general que al efec-
to expida la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con
opinión previa favorable de la Secretaría de Medio Am-
biente y Recursos Naturales. Dichas reglas de carácter
general deberán contener, al menos:

a) Las características de entrega y cancelación de los
bonos de carbono ante la Convención Marco de las
Naciones Unidas sobre el Cambio Climático;
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b) La periodicidad en la que la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público recibirá los bonos de car-
bono o instrumento equivalente; 

c) Los límites máximos admitidos para realizar las
compensaciones; 

d) La vigencia de los bonos de carbono o instrumen-
to equivalente a ser entregado y;

e) El modo de adquisición de los bonos de carbono;

Los ingresos del impuesto a que se refiere el inciso H) de
la fracción I del artículo 2o. de esta ley, se destinará un
mínimo del 25% al Fondo para el Cambio Climático,
así como un mínimo del 25% a los fondos de la Transi-
ción Energética y el Aprovechamiento Sustentable de la
Energía y un 50% para el programa de Fortalecimien-
to Ambiental a las Entidades Federativas de la Secreta-
ría de Medio Ambiente y Recursos Naturales. Los re-
cursos destinados a tal finalidad serán enterados de
manera trimestral. En los informes trimestrales sobre
la Situación Económica, las Finanzas Públicas y la Deu-
da Pública, que el Ejecutivo federal por conducto de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público emite, se de-
berá informar sobre el destino de dichos ingresos.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público de-
berá emitir en un plazo no mayor a 90 días posteriores a la
entrada en vigor del presente decreto, las reglas de carácter
general a que hace referencia el párrafo octavo del artículo
5o. de esta ley.

Notas:

1 Para el IPCC, el término “cambio climático” denota un cambio en el
estado del clima identificable (por ejemplo, mediante análisis estadís-
ticos) a raíz de un cambio en el valor medio y/o en la variabilidad de
sus propiedades, y que persiste durante un período prolongado, gene-
ralmente cifrado en decenios o en períodos más largos. Denota todo
cambio del clima a lo largo del tiempo, tanto si es debido a la variabi-
lidad natural como si es consecuencia de la actividad humana. Este sig-
nificado difiere del utilizado en la Convención Marco de las Naciones

Unidas sobre el Cambio Climático (CMCC), que describe el cambio
climático como un cambio del clima atribuido directa o indirectamen-
te a la actividad humana, que altera la composición de la atmósfera
mundial y que viene a sumarse a la variabilidad climática natural ob-
servada en períodos de tiempo comparables. Véase: IPCC, 2014: Cam-

bio Climático 2014: Informe de Síntesis.

2 ONU. UNEP. Cambio Climático. Consultado en 

http://www.pnuma.org/cambio_climatico/index.phpel día 14/06/16 a
las 12:07. 

3 Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climáticos.
IPCC, 2014: Cambio Climático 2014: Informe de Síntesis. Pp. 2.

4 Ibídem. Pp. 5. 

5 Ibídem. Pp. 5. 

6 ONU. Historia de la CMNUCC. Consultado en 

http://unfccc.int/portal_espanol/informacion_basica/la_convencion/hi
storia/items/6197.php el 11 de Julio del 2016.

7 Ibídem. 

8 ONU. Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio
Climático. 1992. Consultado en 

http://unfccc.int/resource/docs/convkp/convsp.pdf el día 11 de Julio
del 2016.

9 Países industrializados establecidos en Anexo I de tratado interna-
cional sobre la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el
Cambio Climático de 1992. 

10 DOF: 06/06/2012. Ley General de Cambio Climático. 

11 UNFCCC. Conferencia de las Partes. Informe de la Conferencia de
las Partes sobre su 13º período de sesiones, celebrado en Bali del 3 al
15 de diciembre de 2007.Adición. Segunda parte: Medidas adoptadas
por la Conferencia de las Partes en su 13º período de sesiones. 

12 UNFCCC. Conferencia de las Partes Informe de la Conferencia de
las Partes sobre su 15º período de sesiones, celebrado en Copenhague
del 7 al 19 de diciembre de 2009 Adición Segunda parte: medidas
adoptadas por la Conferencia de las Partes en su 15º período de sesio-
nes.

Año II, Primer Periodo, 27 de septiembre de 2016 / Apéndice  I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados128



Ciudad de México, a 29 de septiembre de 2016.— Diputado federal
Juan Fernando Rubio Quiroz (rúbrica).» 

Se remite a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.
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